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    PRÓLOGO


    La obra “Esquema de la Acción Extraordinaria de Protección en las sentencias de la Corte Constitucional” de Efraín Pérez, examina la vigencia y puesta en práctica de la normativa constitucional sobre este proceso en la nueva Ley Fundamental ecuatoriana de 2008 en los dos años que transcurren hasta octubre de 2010, tal como es interpretada por la Corte Constitucional de transición.


    La doctrina y la legislación que sirve de fundamento a la novísima Acción Extraordinaria de Protección tienen antecedentes en criterios interpretativos discutidos por la Teoría del Derecho que se remontan a principios del siglo XX.


    El Recurso de Amparo, contemplado en la Constitución española de 1978, sobre la cual se recorta en líneas generales la Acción Extraordinaria de Protección de la Constitución ecuatoriana de 2008, ha desarrollado una valiosa jurisprudencia en los últimos treinta años. No obstante, el proceso constitucional ecuatoriano va más allá y determina su propia sustancia en la protección de los derechos humanos y los derechos constitucionales en su totalidad, superando la limitación establecida en la normativa constitucional española que restringe esta garantía exclusivamente a los “derechos fundamentales”, limitación que se contempla también en el proceso constitucional colombiano, por ejemplo.


    Desde fines del siglo pasado, la Constitución ecuatoriana establece como el más alto deber del Estado la defensa de los Derechos Humanos, lo que no siempre se ha cumplido en el proceso judicial de nuestro país, a pesar del aporte que introduce la Casación en aspectos de legalidad, desde los años noventa del siglo XX, pues ésta se ha visto restringida en ocasiones por una visión excesivamente formalista de algunas Salas de la Corte Suprema de Justicia, actual Corte Nacional de Justicia.


    La Acción Extraordinaria de Protección fue visualizada en sus inicios como la cuarta instancia y así es considerada todavía por algunos estratos de la Administración Pública que han declarado públicamente su afán de enderezar a través de esta Acción constitucional sus pretensiones rechazadas en la vía judicial.


    La jurisprudencia constitucional de la Acción Extraordinaria de Protección, examinada en la presente obra por Efraín Pérez, permite comprobar que no siempre estos temores han sido fundados. Sin duda existen casos que evidencian la predominancia de la “razón del Estado”, o de la Administración Pública, en los fallos de la Corte Constitucional de Transición, pero asimismo comprobamos con satisfacción la existencia de sentencias, recogidas en la obra que estamos presentando, donde efectivamente se garantiza la vigencia de los derechos constitucionales y especialmente de los derechos al Debido Proceso de las partes.


    Encontrándonos en el umbral de una nueva y legítima Corte Constitucional, la primera que será elegida conforme los dictados de la Constitución de 2008 y que tenemos la esperanza cuente con Jueces Constitucionales de gran talla intelectual y moral, de gran capacidad y formación jurídica, con vastos conocimientos y experiencia en la materia, independientes y alejados de cualquier influencia de las diferentes funciones del Estado y de la política, consideramos que el esquema jurisprudencial recogido en la presente obra será una base interesante para el futuro desarrollo de una jurisprudencia constitucional de verdadera garantía del cumplimiento de los derechos constitucionales y, especialmente, del debido proceso, en el desarrollo de los procesos judiciales en el Ecuador.


    La contribución para alcanzar tales finalidades constituye un aporte más que suficiente de la presente obra “Esquema de la Acción Extraordinaria de Protección en las sentencias de la Corte Constitucional” que nos ofrece hoy Efraín Pérez, extraordinario investigador y tratadista, la cual se suma a las importantes obras de consulta nacidas de su capacidad y dedicación, que usamos jurisconsultos, catedráticos e investigadores del Derecho en el Ecuador y en el resto del mundo.


    Dr. Ricardo Izurieta Mora Bowen


    Distrito Metropolitano de Quito, enero de 2011


 
    

    ESQUEMA DE LA ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN


    ANTECEDENTES DE LAS ACCIONES CONSTITUCIONALES


    


    Acciones constitucionales contempladas en la Constitución y las leyes aplicables


    La doctrina del Derecho Constitucional establece diferentes e incluso conflictivas competencias a los Tribunales o Cortes Constitucionales, en todo caso excluyentes entre sí: en efecto, dirime competencias entre los diferentes órganos y funciones públicas y conoce las acciones por incumplimiento de sentencias y dictámenes constitucionales. La determinación de la constitucionalidad de las normas legales califica la actuación de la Asamblea Legislativa e interpreta las normas legales. Con el amparo constitucional, denominado en Ecuador acción extraordinaria de protección, examina la vulneración de los derechos y especialmente del debido proceso, reconocidos en la Constitución y de Tratados internacionales, en el desarrollo del juicio.


    Finalmente, en el Ecuador, la Corte Constitucional se establece como tribunal de apelación de las sentencias de acciones propiamente de defensa de los derechos, que juzgan la constitucionalidad de las actuaciones de la Administración Pública y en general de los órganos públicos y privados que desempeñan competencias administrativas, así como de los particulares cuando desempeñan tareas de servicio público, a través de las acciones de protección, de hábeas data, hábeas corpus, de acceso a la información. Finalmente, también le corresponde juzgar los diferentes aspectos de los denominados “control abstracto” y “control concreto” de constitucionalidad.


    El presente trabajo tiene por objeto la esquematización de los conceptos expuestos en las sentencias de la Corte Constitucional en la Acción Extraordinaria de Protección, durante los dos años de su desarrollo, a partir de la Constitución 2008, que se concibe como una acción para concretar las garantías de los derechos humanos, protegiendo al ciudadano de las actuaciones lesivas de los derechos constitucionales, incluyendo el debido proceso, por parte de los órganos judiciales.


    La doctrina constitucional enfatiza la aplicación efectiva y directa de los derechos humanos, asignando garantías suficientes al ciudadano a través de diferentes acciones y procedimientos. Esto comprende el debido proceso como verdadero derecho y garantía del ciudadano en los procedimientos administrativos y los procesos judiciales, incluyendo la revisión por parte de los órganos jurisdiccionales constitucionales.


    La Constitución ecuatoriana de 2008, conserva determinadas acciones constitucionales que se encontraban vigentes con anterioridad, como el hábeas data, el acceso a la información, el amparo constitucional, parcialmente en forma de acción cautelar y, por supuesto, la más antigua de las acciones constitucionales, el hábeas corpus. Adicionalmente, modifica el amparo de derechos constitucionales con la acción de protección e introduce la acción cautelar, la acción por incumplimiento y la acción extraordinaria de protección.


    La reforma y codificación constitucional de 1998, ya determinaba su vigencia y aplicación directa:


    “Art. 18.- Los derechos y garantías determinados en esta Constitución y en los instrumentos internacionales vigentes, serán directa e inmediatamente aplicables por y ante cualquier juez, tribunal o autoridad.


    En materia de derechos y garantías constitucionales, se estará a la interpretación que más favorezca su efectiva vigencia. Ninguna autoridad podrá exigir condiciones o requisitos no establecidos en la Constitución o la ley, para el ejercicio de estos derechos.


    No podrá alegarse falta de ley para justificar la violación o desconocimiento de los derechos establecidos en esta Constitución, para desechar la acción por esos hechos, o para negar el reconocimiento de tales derechos.


    Las leyes no podrán restringir el ejercicio de los derechos y garantías constitucionales”.


    La actual Constitución enfatiza esta característica de aplicabilidad directa de la norma constitucional, eliminando la calificación de “Política” que han ostentado hasta ahora las constituciones ecuatorianas y reiterando su predominio sobre el resto de la legislación, pero reservando a la Corte Constitucional esta actividad de desestimación de la norma infra-constitucional que contradiga la Ley Suprema. En efecto, con anterioridad cualquier juez o tribunal podía declarar de oficio la “inaplicabilidad” de una norma por causa de inconstitucionalidad, potestad denominada en doctrina de “control difuso”. La norma vigente releva a los juzgados y tribunales de esta facultad, debiendo en todos los casos suspender el proceso, esperando el pronunciamiento de la Corte Constitucional, en el denominado “control concentrado”.


    El proceso constitucional también se modifica en la nueva Constitución. Las acciones constitucionales de garantía de los derechos (amparo, hábeas data, acceso a la información pública) eran competencia de los juzgados civiles ordinarios y, excepcionalmente, de los juzgados penales, con apelación ante el Tribunal Constitucional. Las “omisiones” se remedian con la acción de protección[1].


    El proceso de aplicación y garantía de los derechos humanos y del debido proceso, incluyendo el hábeas corpus, son de competencia de cualquiera de los juzgados, sean éstos ordinarios o especiales (laboral, niñez, tránsito, etc.), con apelación ante la Corte Provincial, los que resuelven mediante sentencia.


    Se introduce un nuevo elemento, al someter todas las sentencias, así como las providencias y autos definitivos, una vez ejecutoriados, al conocimiento de la Corte Constitucional, lo que incluye a las sentencias dictadas en las acciones enumeradas: de protección, hábeas data, acceso a la información, hábeas corpus e incumplimiento.


    Procedimiento común para las acciones constitucionales


    La Constitución vigente establece en forma relativamente pormenorizada el procedimiento común para todas las acciones constitucionales, que se denomina “garantías jurisdiccionales”, aplicables a las acciones constitucionales.


    La Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional regula los diferentes procesos constitucionales, sus instancias y la estructura y funcionamiento de la Corte Constitucional.[2]


    Asimismo, la Corte Constitucional ha dictado el “Reglamento de Sustanciación de Procesos de Competencia de La Corte Constitucional”.[3]


    Legitimación procesal


    Las nuevas normas procesales constitucionales introducen sustanciales modificaciones en la legitimación procesal y refuerza y enfatiza principios procesales destacados por la doctrina tradicional, como la celeridad y la inmediatez procesal.


    La Constitución determina como principios:


    “Art. 86.-Las garantías jurisdiccionales se regirán, en general, por las siguientes disposiciones:


    1. Cualquier persona, grupo de personas, comunidad, pueblo o nacionalidad podrá proponer las acciones previstas en la Constitución.


    2. Será competente la jueza o juez del lugar en el que se origina el acto o la omisión o donde se producen sus efectos, y serán aplicables las siguientes normas de procedimiento:


    a) El procedimiento será sencillo, rápido y eficaz. Será oral en todas sus fases e instancias.


    b) Serán hábiles todos los días y horas.


    c) Podrán ser propuestas oralmente o por escrito, sin formalidades, y sin necesidad de citar la norma infringida. No será indispensable el patrocinio de un abogado para proponer la acción.


    d) Las notificaciones se efectuarán por los medios más eficaces que estén al alcance del juzgador, del legitimado activo y del órgano responsable del acto u omisión.


    e) No serán aplicables las normas procesales que tiendan a retardar su ágil despacho.”


    (énfasis añadido).


    La LOGJCC, en cambio, restringe la legitimación a “cualquier persona… vulnerada o amenazada”, directa o indirectamente y, en el caso de hábeas corpus y Acción Extraordinaria de Protección se remite a las reglas específicas de legitimación de estas acciones.[4]


    Estos principios constitucionales amplían considerablemente la legitimación procesal y la capacidad para comparecer ante la justicia, puesto que desborda el tradicional concepto del interés directo, interés simple o incluso el interés difuso. En efecto, el texto constitucional no lo articula expresamente, pero se entiende que la parte activa sólo tiene que demostrar una infracción de derechos constitucionales, sin que requiera demostrar su incidencia en sus derechos subjetivos propios, puesto que inclusive reconoce el planteamiento a nombre de una “nacionalidad”, que va mucho más allá de la tradicional consagración de las acciones de grupo y de clase, así como de las acciones populares, También distingue en la AEP el “accionante” del “afectado”, asumiendo que este último no es el único legitimado para incoar la demanda. Por supuesto que ciertas acciones, por su particularidad, requieren la demostración de un interés personal directo, como por ejemplo en la Acción de Hábeas Data. La LOGJCC, en cambio, restringe esta legitimación a los casos de vulneración y amenaza de violación de derechos.


    Numerosas sentencias de la Corte Constitucional consideran la legitimación de los órganos públicos para plantear acciones extraordinarias de protección, fundadas principalmente en la violación de las normas del debido proceso.


    La participación de terceros con “interés en la causa”, presentando escritos de amicus curiae, se contempla en la LOGJCC, atribuyendo al juez la potestad de escuchar en audiencia pública a la persona o grupo interesado. También establece la intervención de personas naturales y jurídicas en calidad de “parte coadyuvante del accionado”.[5]


    La Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional


    Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional (LOGJCC) establece “principios de justicia constitucional”, “métodos y reglas de interpretación constitucional” y “Principios procesales”. A pesar de su diferente denominación, tanto los principios como los “métodos” contienen criterios para la administración de la justicia constitucional y la interpretación del texto constitucional. La “interpretación” prescrita resulta aplicable también a la “interpretación jurídica… ordinaria”.[6]


    Las normas de interpretación determinadas conjugan los clásicos moldes del Código Civil, es decir de los siglos XVIII y XIX; a lo que se añaden los nuevos principios de interpretación propuestos por la doctrina y filosofía del derecho de comienzos del siglo XX.


    En el tema interpretación de sentencias de garantías jurisdiccionales, la LOGJCC atribuye a la Corte Constitucional una competencia de gran alcance, cual es la discrecionalidad de revisar de oficio sentencias ejecutoriadas de estas garantías jurisdiccionales que escoja de todas las enviadas, aunque ninguna de las partes lo hubiera solicitado, sobre lo cual dictará la sentencia respectiva.[7]


    La LOGJCC fija las normas procesales para las siguientes acciones de garantías:


    1. Medidas cautelares;


    2. Acción de protección;


    3. Acción de hábeas corpus;


    4. Acción de hábeas data;


    5. Acción por incumplimiento;


    6. Acción extraordinaria de protección;


    7. Acción extraordinaria de protección de decisiones de la justicia indígena;


    8. Repetición contra servidoras y servidores públicos por violación de derechos;


    En el denominado “control abstracto de constitucionalidad” se regulan:


    1. Acción pública de inconstitucionalidad;


    2. Control constitucional de las enmiendas y reformas constitucionales;


    3. Control constitucional de los tratados internacionales;


    4. Control constitucional de las disposiciones legales de origen parlamentario;


    5. Control constitucional de los estados de excepción;


    6. Control constitucional de los mecanismos de participación popular directa;


    7. Control constitucional de las omisiones normativas;


    8. Control constitucional de las leyes objetadas por la Presidenta o Presidente de la República;


    9. Control constitucional de los estatutos de autonomía;


    10. Control constitucional de los actos normativos no parlamentarios y actos administrativos de carácter general;


    11. Acción de incumplimiento de sentencias constitucionales.


    Los fallos de la Corte Constitucional sobre “control concreto” de constitucionalidad tienen los efectos siguientes:


    “1. Cuando se pronuncie sobre la compatibilidad de la disposición jurídica en cuestión con las normas constitucionales, el fallo tendrá los mismos efectos de las sentencias en el control abstracto de constitucionalidad.


    2. Cuando se pronuncie únicamente sobre la constitucionalidad de la aplicación de la disposición jurídica, el fallo tendrá efectos entre las partes y para casos análogos. Para tal efecto, se deberá definir con precisión el supuesto fáctico objeto de la decisión, para que hacia el futuro las mismas hipótesis de hecho tengan la misma solución jurídica, sin perjuicio de que otras hipótesis produzcan el mismo resultado.”[8]


    Finalmente, la Corte Constitucional ostenta competencias para resolver conflictos de competencias o de atribuciones constitucionales entre funciones del Estado o entre los órganos establecidos en la Constitución y otras vinculadas con la destitución de la Presidenta de la República y de arrogación de funciones por parte de la Asamblea Nacional, previa su disolución por el Presidente de la República.


    Acciones constitucionales contempladas en la Constitución y las leyes aplicables


    En las acciones constitucionales la legitimación pasiva corresponde principalmente a los órganos públicos, administrativos, legislativos o judiciales, como originadores de las actuaciones o de los actos impugnados, con unas pocas excepciones en las que también pueden ser demandados los particulares, sean personas naturales o jurídicas.


    Obviamente que sólo puede demandarse a los órganos públicos por actos de autoridad, incluyendo actos y normas administrativas y leyes; así como sentencias judiciales y autos y resoluciones con fuerza de sentencia, en el caso de la Acción Extraordinaria de Protección. La acción de protección puede plantearse contra “cualquier autoridad pública no judicial”, además de los particulares, en ciertos casos. La Constitución se refiere exclusivamente a “derechos reconocidos en la Constitución”, sin distinguir que éstos sean fundamentales o no.


    El órgano público legitimado pasivo en la acción de protección es el que “violó o amenazó lesionar” derechos garantizados, o el representante o titular de la institución respectiva, así como la autoridad que expidió la orden y el que la ejecutó, conjuntamente contra ambos.


    Las mismas disposiciones se observan para el caso de las acciones de protección contra políticas públicas de que trata el Art. 88 de la Constitución de la República.


    La acción de protección también procede contra acciones u omisiones de particulares, sean personas naturales o jurídicas, en los casos previstos en el Art. 88 de la Constitución.


    El Código Orgánico de la Función Judicial se refiere asimismo a determinados actos administrativos imputables a particulares, lo que ha sido considerado anteriormente por la doctrina, pero que no se había contemplado en la legislación o la jurisprudencia ecuatoriana.


    Se pueden incoar la acción de protección contra los particulares, sean personas naturales o jurídicas, cuando son concesionarios o delegatarios del Estado para la prestación de servicios públicos o si presta los llamados servicios públicos impropios, es decir, aquellos servicios que, a pesar de su carácter de públicos, son prestados principalmente por los particulares, como transporte público, clínicas y hospitales, farmacias, etc. Asimismo, son pasibles de demandarse la acción de protección contra los particulares por violación de derechos que provoque daño grave. También pueden demandarse la acción de protección contra particulares “si la persona afectada se encuentra en estado de subordinación, indefensión o discriminación”.[9] Ostentan la legitimación pasiva en la acción de protección los particulares beneficiarios “de la acción u omisión”.


    La Constitución de 1998 también contemplaba la demanda de amparo constitucional contra los particulares por conductas que afecten “grave y directamente un interés comunitario, colectivo o un derecho difuso”.[10]


    La demanda de incumplimiento se dirige contra la autoridad, funcionario, la jueza o juez, o particular, renuente de cumplir las “normas que integran el sistema jurídico, así como el cumplimiento de sentencias o informes de organismos internacionales de derechos humanos.[11]


    La acción de hábeas data puede interponerse contra “entidades públicas o privadas”.[12]


    Las acciones cautelares o interdictos, son un complemento de las acciones constitucionales de protección de derecho, que el juez puede decretar preliminarmente y en forma provisional o confirmarlas o dictarlas en la sentencia correspondiente, sin perjuicio de su ejercicio independiente, en cuyo caso pasarían a constituirse en una acción autónoma.


    La Constitución dispone:


    “Se podrán ordenar medidas cautelares conjunta o independientemente de las acciones constitucionales de protección de derechos, con el objeto de evitar o hacer cesar la violación o amenaza de violación de un derecho.”[13] En toda demanda de garantía se puede solicitar medidas cautelares.


    Los interdictos, como medidas provisionales orientadas a suspender las amenazas aparentes de situaciones de hecho que atenten contra derechos subjetivos, se remontan al Derecho Romano y su establecimiento no prejuzga sobre el fondo del asunto que se discute. El típico interdicto del Derecho Romano que pervive en el Proceso Civil actual es el interdicto posesorio.


    La doctrina contempla la manifestación de la medida cautelar como suspendiendo, prohibiendo, disponiendo o reponiendo una actividad o medida de hecho.


    En toda demanda de garantía se pueden solicitar medidas cautelares, si el actor lo juzga oportuno.[14]


    Acción de protección


    La Ley Suprema contempla la “acción de protección”:


    “La acción de protección tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos en la Constitución, y podrá interponerse cuando exista una vulneración de derechos constitucionales, por actos u omisiones de cualquier autoridad pública no judicial; contra políticas públicas cuando supongan la privación del goce o ejercicio de los derechos constitucionales; y cuando la violación proceda de una persona particular, si la violación del derecho provoca daño grave, si presta servicios públicos impropios, si actúa por delegación o concesión, o si la persona afectada se encuentra en estado de subordinación, indefensión o discriminación”.[15]


    En el Ecuador los órganos públicos administrativos resuelven controversias y reclamos de los ciudadanos por medio de actos administrativos, que tienen diferentes denominaciones, pero que se denominan “Resoluciones” generalmente. Sin perjuicio de su denominación todos ellos son actos administrativos, cuya impugnación se resuelve en procedimientos administrativos que culminan en actos administrativos firmes o que causan estado. Estos actos administrativos son impugnables a través de la acción de protección, siempre que hayan lesionado derechos constitucionales. En la práctica de la acción de protección, con frecuencia aduce la sentencia que rechaza o inadmite el recurso, que no se han agotado los recursos puesto que existen acciones judiciales para reclamar la violación de derechos que se reclama, no obstante que el resultado de uno de estos procesos judiciales jamás podría demandarse en acción de protección, puesto que esta acción no puede incoarse contra decisiones judiciales.


    Amparo de derechos constitucionales


    Se conceptúa el “amparo” como el “procedimiento en virtud del cual se protege al ciudadano contra los actos que impliquen una lesión o violación de sus derechos y libertades fundamentales”[16].


    En el Código de Procedimiento Penal ecuatoriano, el “amparo de libertad” autoriza a “[t]oda persona privada de su libertad o que crea amenazada su libertad por un abuso de poder o violación de la ley por parte de una jueza o juez o autoridad pública; (para)… interponer, por sí misma o por terceros, una acción de amparo de libertad ante cualquier jueza o juez o Tribunal Penal del lugar donde se encuentre el recurrente” (Art. 422, Código de Procedimiento Penal). En el Código de Procedimiento Civil se encuentra el “amparo de posesión (Art. 687), el “amparo de pobreza (Arts. 890-895).


    La Constitución Política ecuatoriana de 1998 establecía el “amparo constitucional”, cuyo efecto era la “suspensión provisional” y la “suspensión definitiva” del acto o actuación impugnados.


    Este amparo constitucional procedía sobre un acto u omisión ilegítimos, que atentaban contra los derechos subjetivos del accionante, amenazando de manera inminente con causar un daño grave.


    Álvarez reconoce el nacimiento y original aplicación contemporánea de la figura del amparo constitucional en la legislación mexicana, afirmando que es en este país “donde la institución del amparo ha recibido su más amplio desarrollo”. Aclara, sin embargo, que el amparo constitucional español no “se encuentra influido por la regulación mexicana”[17].


    El autor mexicano Fix-Zamudio se refiere al origen de la institución en el derecho mexicano:


    “El proceso de amparo, calificado como acción o recurso,… surgió en el derecho latinoamericano como un aspecto de la revisión judicial norteamericana, pues si bien la denominación se debe a la tradición hispánica, los creadores de la institución en el ordenamiento mexicano… se inspiraron, y así lo reconocen de manera expresa, en el sistema judicial norteamericano, tal como había sido divulgado por Alexis de Tocqueville en su clásico libro La democracia en América.”[18]


    En México se establece el juicio de amparo “como instrumento específico para la tutela de todos los derechos consagrados constitucionalmente, incluyendo la libertad personal”, trascendiendo a varios ordenamientos de América Latina[19].


    En España, el “recurso de amparo”, de competencia del Tribunal Constitucional “parece establecer una doble protección jurisdiccional de los derechos y libertades”, al lado de “la tutela por parte de los tribunales ordinarios, o lo que se ha dado en llamar ‘el amparo ordinario’”. También se hace notar en España, la competencia de “instituciones supranacionales, como el Tribunal Europeo de Derechos Humanos”[20].


    El amparo se introduce en Ecuador en la Constitución de 1967 “como garantía procesal para la protección de los derechos constitucionales violados”, pero no se incluyó inequívocamente en la Constitución de 1979. La reforma constitucional de 1995 lo establece “como garantía procesal para la protección de los derechos constitucionales violados”, regulándose de manera definitiva en la reforma y codificación Constitucional de 1998.


    La vigente Constitución ecuatoriana modifica el alcance y las características del amparo constitucional de la Ley Suprema de 1998, con el apelativo de “acción de protección”, con la finalidad de garantizar “el amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos en la Constitución. También introduce la Acción Extraordinaria de Protección, recortada sobre la figura del “Recurso de Protección” del Derecho Constitucional español, lo que se verá más adelante en la sección correspondiente.


    Derechos reconocidos en la Constitución


    Tradicionalmente la doctrina del Derecho Constitucional, ha contemplado por lo menos dos partes suficientemente diferenciadas en la Constitución: la parte dogmática, sobre los derechos y la parte orgánica, que determina la estructura del Estado, con sus funciones y la Administración Pública, con sus entidades y órganos seccionales autónomos.


    Esta distinción entre parte orgánica y parte dogmática no es fácilmente percibida en la Constitución vigente. Por otra parte, la clásica distinción de los derechos como de primera, segunda y tercera (e incluso cuarta) generación tampoco se conserva, puesto que ya no existe la denominación tradicional de “derechos fundamentales”, que se encontraba en las Constituciones ecuatorianas más recientes y se conserva todavía en otras Constituciones, como la Constitución española de 1978, por ejemplo.


    La doctrina sobre derechos humanos considera los derechos fundamentales como aquellos que son consustanciales con la existencia del ser humano y sus libertades básicas, como la vida y la propiedad. Los derechos económicos son creaciones posteriores, básicamente del siglo XIX, consagrándose en el siglo XX los derechos sociales, como los relativos a la vivienda y otros similares. De reciente aparición, desde mediados del siglo XX son los derechos denominados de tercera y de cuarta generación, especialmente los derechos difusos para la conservación del medio ambiente y la defensa contra la contaminación, así como los derechos de los consumidores.


    En España, el recurso de amparo constitucional, entre otras características y condiciones, garantiza los llamados “derechos fundamentales”, diferentes de otros derechos reconocidos en la Constitución española. Por otra parte, la Constitución ecuatoriana y la reciente doctrina constitucional enfatizan que el texto constitucional no autoriza categorización de derechos, sin que pueda establecerse preferencias entre ellos. Asimismo, en la jurisprudencia existente sobre la “Acción Extraordinaria de Protección” se alude a “derechos fundamentales” y al “debido proceso”.


    A pesar de ser la Asamblea Nacional un cuerpo legislativo, es decir no judicial, sus actos legislativos son impugnables por otras vías ante la Corte Constitucional, pero sus actuaciones administrativas y sus actos corporativos, teóricamente también serían sujetos de la acción de protección.


    Como se vio líneas arriba, los particulares también son legitimados pasivos de la acción de protección cuando atentan o lesionan derechos constitucionales de las personas en los siguientes casos enumerados en el texto constitucional:


    Sin perjuicio de la interpretación literal de las palabras del texto constitucional, en vista de la escasa o ninguna jurisprudencia asentada sobre el alcance del término, cabe recurrir provisionalmente a los conceptos establecidos por el extinto Tribunal Constitucional en las acciones de amparo. En efecto, como se mencionó líneas arriba, la procedencia del amparo constitucional y la correspondiente jurisprudencia determinó los siguientes elementos indispensables: acto ilegítimo, que lesiona o amenaza lesionar derechos subjetivos constitucionales del accionante, que amenazan de manera inminente con causar un daño grave.


    El daño grave –manifestó el Tribunal Constitucional— se determina cuando el efecto que ha de producir el acto ilegítimo es grande, cuantioso o casi permanente, es decir, cuando la declaración de voluntad del accionado produce o va a producir una lesión eral en el derecho o los derechos del accionante o administrado y sus efectos son perjudiciales en gran medida”[21].


    Según el DRAE “dañar” consiste en “1. tr. Causar detrimento, perjuicio, menoscabo, dolor o molestia. U. t. c. prnl.” y “2. tr. Maltratar o echar a perder algo. U. t. c. prnl.”, mientras que “grave” se define en su segunda acepción como: “2. adj. Grande, de mucha entidad o importancia.”[22]


    Acción de acceso a la información pública


    “La acción de acceso a la información pública tendrá por objeto garantizar el acceso a ella cuando ha sido denegada expresa o tácitamente, o cuando la que se ha proporcionado no sea completa o fidedigna. Podrá ser interpuesta incluso si la negativa se sustenta en el carácter secreto, reservado, confidencial o cualquiera otra clasificación de la información. El carácter reservado de la información deberá ser declarado con anterioridad a la petición, por autoridad competente y de acuerdo con la ley.”[23]


    Acción de hábeas data


    “Toda persona, por sus propios derechos o como representante legitimado para el efecto, tendrá derecho a conocer de la existencia y a acceder a los documentos, datos genéticos, bancos o archivos de datos personales e informes que sobre sí misma, o sobre sus bienes, consten en entidades públicas o privadas, en soporte material o electrónico. Asimismo tendrá derecho a conocer el uso que se haga de ellos, su finalidad, el origen y destino de información personal y el tiempo de vigencia del archivo o banco de datos.


    Las personas responsables de los bancos o archivos de datos personales podrán difundir la información archivada con autorización de su titular o de la ley.


    La persona titular de los datos podrá solicitar al responsable el acceso sin costo al archivo, así como la actualización de los datos, su rectificación, eliminación o anulación. En el caso de datos sensibles, cuyo archivo deberá estar autorizado por la ley o por la persona titular, se exigirá la adopción de las medidas de seguridad necesarias. Si no se atendiera su solicitud, ésta podrá acudir a la jueza o juez. La persona afectada podrá demandar por los perjuicios ocasionados.”[24]


    Acción por incumplimiento


    “La acción por incumplimiento tendrá por objeto garantizar la aplicación de las normas que integran el sistema jurídico, así como el cumplimiento de sentencias o informes de organismos internacionales de derechos humanos, cuando la norma o decisión cuyo cumplimiento se persigue contenga una obligación de hacer o no hacer clara, expresa y exigible. La acción se interpondrá ante la Corte Constitucional[25]. Esta acción es diferente del procedimiento de sentencias y dictámenes constitucionales contemplado en el artículo 162 y siguientes de la LOGJCC.


    Acción de hábeas corpus


    “La acción de hábeas corpus tiene por objeto recuperar la libertad de quien se encuentre privado de ella de forma ilegal, arbitraria o ilegítima, por orden de autoridad pública o de cualquier persona, así como proteger la vida y la integridad física de las personas privadas de libertad.”[26]


    La acción extraordinaria de Protección


    “La acción extraordinaria de protección procederá contra sentencias o autos definitivos en los que se haya violado por acción u omisión derechos reconocidos en la Constitución, y se interpondrá ante la Corte Constitucional. El recurso procederá cuando se hayan agotado los recursos ordinarios y extraordinarios dentro del término legal, a menos que la falta de interposición de estos recursos no fuera atribuible a la negligencia de la persona titular del derecho constitucional vulnerado.”[27]


    PREÁMBULO A LA ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN


    La Constitución 2008 establece la Acción Extraordinaria de Protección como una garantía de control constitucional de las violaciones de los derechos constitucionales de los accionantes, incluyendo el derecho al debido proceso, de las decisiones judiciales, manifestadas a través de pronunciamientos ejecutoriados, es decir sentencias, pero también determinados autos, siempre que se hayan agotado las vías de impugnación contempladas en las normas procesales.


    La AEP se fundamenta también en los artículos 43, 44 y 63 de la Convención Americana de Derechos Humanos.


    Las personas legitimadas para incoar esta acción constitucional incluyen a las personas jurídicas de Derecho Privado y de Derecho Público. Se ha cuestionado la existencia de “derechos” del Estado y sus instituciones. La Corte Constitucional ha fallado en numerosas ocasiones en casos incoados por personas jurídicas de Derecho Público fundado en lesiones al derecho del debido proceso judicial, contemplado en la Constitución.


    Por otra parte, la principal causa de inadmisión de las demandas es que éstas se refieran a cuestiones de legalidad y no de violaciones de derechos constitucionales. Pero en el examen del debido proceso de la Corte Constitucional con frecuencia resulta tenue la distinción entre legalidad y constitucionalidad.


    En el caso de ser admitida la demanda de Acción Extraordinaria de Protección, la Sala de Admisión puede disponer que se suspenda la ejecución de la sentencia o auto impugnado, suspensión que se deja sin efecto en el caso de que la sentencia de la Corte rechace la demanda del actor. Esta suspensión no requiere que el peticionario rinda ninguna caución para el evento de que la sentencia de la Corte rechace la pretensión del accionante.


    Tanto el procedimiento establecido en la Constitución cuanto la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, contempla la posibilidad de las partes de pedir la práctica de pruebas y de la Corte Constitucional de solicitarlas de oficio. La realización de audiencias, pueden requerirse por las partes, pero es una potestad del juez ponente y del pleno, aceptar o rechazar este pedido o convocar de oficio a su celebración. Por otra parte, resulta invariable la convocatoria a los jueces o tribunales que han expedido la sentencia o el auto impugnado, aunque esto también es una facultad discrecional del juez ponente o del pleno de la Corte.


    La Corte Constitucional invoca la Constitución y determinada doctrina para conocer no solamente la violación de los derechos llamados “derechos fundamentales”, sino para ampliar el ámbito de competencia al universo más amplio de los “derechos constitucionales”.


    En la discusión sobre el “debido proceso”, la Corte Constitucional ha reiterado que ni ella misma ni el Tribunal de casación se encuentran habilitados para estudiar la “valoración de la prueba”, puesto que en todo caso se allanan a la “sana crítica” judicial. Pero la Corte Constitucional, establece la distinción entre la “valoración de la prueba” y la actuación y obtención de la prueba, puesto que estas últimas sí constituyen una materia de relevancia constitucional.


    Son principios y derechos constitucionales que especialmente rigen la actuación de la Corte Constitucional: debido proceso, tutela judicial efectiva, igualdad formal y seguridad jurídica.


    El proceso constitucional de la Acción Extraordinaria de Protección se contrae al examen de “la cosa juzgada”, siempre que se hayan agotado previamente los recursos disponibles. Los principios constitucionales y procesales mayormente invocados por la Corte Constitucional son el de iura novit curia y de la superación del “formulismo judicial”, aunque tales son principios generales de todas las instancias judiciales, pero que se encuentran reforzados en esta Acción. Por otra parte, el órgano judicial debe limitar su sentencia a las cuestiones definidas en la “traba de la litis”. Los fallos judiciales que infrinjan este principio incurren alguno de los vicios de incongruencia denominados extra petita, ultra petita o citra petita; mientras que las sentencias de la Corte Constitucional se pueden apartar de este principio. En fallos constitucionales, así mismo, la Corte Constitucional, invocando la superación del “formulismo judicial”, ha dejado sin efecto o dispuesto actuaciones no contempladas en la normativa procesal. Por ejemplo, ha dejado sin efecto resoluciones judiciales que rechazan la intervención de terceros que no han sido parte del proceso, aunque éstos habían demostrado extraprocesalmente que fueron excluidos ilegalmente; o ha dispuesto que se acepte el recurso de casación denegado, aunque el recurso se planteó antes de que se haya ejecutoriado la sentencia recurrida.


    La pretensión elemental que corresponde en la demanda en la acción extraordinaria de protección, es que se deje sin efecto la sentencia o auto impugnados por violaciones de los derechos de la accionante. En consecuencia, la Corte Constitucional ha negado que le competa declarar la “ilegalidad”, o incluso la “inconstitucionalidad” de una sentencia o auto impugnado. Adicionalmente, a base del principio de la reparación integral, la sentencia se modula sobre aspectos complementarios a la petición del actor, como: órdenes de libertad, indemnizaciones, considerándose la Corte competente para dictar “sentencias aditivas”, que suplen vacíos en la legislación vigente.


    En ciertos casos, las sentencias de la Corte dejan sin efecto el auto o la sentencia impugnada y en otros ordenan que “se retrotraiga” el proceso al momento de haberse cometido la vulneración del derecho del accionante; que se efectúen reliquidaciones; que el juez a quo tome una confesión judicial frustrada; que nombre peritos para establecer una justa valoración de un inmueble expropiado; o que se acepte un recurso de casación que había sido denegado. Se encuentra un caso en que la sentencia establece que se aceptó indebidamente un recurso de casación, pero en vez de dejar sin efecto la sentencia de casación, ordena retrotraer el proceso al momento de la aceptación del recurso, para que los jueces mismos sean los que rechacen el recurso por mal interpuesto.


    COMPETENCIAS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL EN LA AEP


    La Constitución 2008 vigente crea la Corte Constitucional y suprime el Tribunal Constitucional contemplado en la Constitución 1998, modificando y ampliando las competencias y las acciones constitucionales que le corresponden.


    Sin duda que la acción constitucional más nueva y también más relevante que consta en la Constitución vigente es la Acción Extraordinaria de Protección, para conocer las violaciones de los derechos constitucionales por parte de los órganos judiciales, siempre que las resoluciones que se cuestionan se encuentren ejecutoriadas y que se hayan agotado los recursos contemplados en las normas procesales. También se puede plantear demandas contra autos o sentencias ejecutoriadas, aunque no se hayan agotado todos los recursos disponibles, siempre que se pruebe que la falta de presentación de los recursos, no provenga de la negligencia del accionante, sino que la falta de impugnación se produjo por circunstancias ajenas y fuera del control de la parte perjudicada.


    Se ha justificado la instancia constitucional para enderezar una lesión a derechos constitucionales en una acción u omisión en sentencias o autos definitivos judiciales, que deben ser revisados en una instancia diferente, que es la Corte Constitucional[28].


    La Acción extraordinaria de protecciónsegún la Constitución “procederá contra sentencias o autos definitivos en los que se haya violado por acción u omisión derechos reconocidos, incluyendo el debido proceso, en la Constitución, y se interpondrá ante la Corte Constitucional. El recurso procederá cuando se hayan agotado los recursos ordinarios y extraordinarios contra sentencias, autos definitivos y resoluciones con fuerza de sentencia, demanda que se deberá plantear dentro del término legal, a menos que la falta de interposición de estos recursos no fuera atribuible a la negligencia de la persona titular del derecho constitucional vulnerado.”[29]


    A diferencia de la AEP, la competencia para conocer la Acción de Protección corresponde a los jueces y tribunales, proceso en el cual se impugnan actos de autoridad pública que vulneran derechos de las personas. “Se debe aclarar que tanto en la una acción como en la otra, es posible revisar las violaciones al debido proceso garantizado constitucionalmente, es decir, aquellas en las que se incurra en procesos judiciales o en procesos administrativos, pero como queda analizado, la revisión de estas violaciones se realiza, respectivamente, por los jueces, en acción de protección, o la Corte Constitucional, en acción extraordinaria de protección, conforme las competencias constitucionalmente otorgadas.”[30]


    La AEP procede contra resoluciones judiciales firmes y ejecutoriadas, es decir que no deben existir otras vías expeditas para su rectificación, sean éstas autos o sentencias, en cuyo juzgamiento el juez o tribunal ha incurrido en violación de derechos contenidos en la Constitución o en Tratados internacionales, incluyendo el debido proceso, por acción u omisión. Esta violación debe constar en la parte resolutiva de la sentencia y debe poderse apreciar de una “manera clara y directa, manifiesta, ostensible y evidente.” La violación a los derechos que se impugna debe ser manifiesta en el caso concreto, por lo cual no corresponde en controversias que se deban someter a prueba o debate y “no procedería en aquellas cuestiones dudosas o incompletas en la administración de justicia.”[31]


    Ni la declaratoria de inconstitucionalidad ni menos la de ilegalidad procede en la AEP. La inconstitucionalidad se declara a través de la Acción de Inconstitucionalidad prevista en la Constitución y la LOGJCC[32].


    Las competencias de la Corte Constitucional en la AEP son: “a) la de investigar y dar a conocer los hechos que puedan establecer fehacientemente (verdad); b) la de procesar a los responsables (justicia); c) obligación de reparar integralmente los daños materiales e inmateriales (reparación); y, d) la creación de órganos dignos de un Estado Democrático con la expulsión de los servidores públicos carentes de un deber de transparencia y eficacia.” Para su ejercicio corresponde que se identifique la acción u omisión judicial que lesiona garantías y derechos constitucionales, entre los cuales se encuentran la celeridad e inmediatez. La vulneración de este último principio causa “incertidumbre en quienes esperan el pronunciamiento de los órganos de administración de justicia.”[33]


    “Vías de hecho” de los jueces


    


    La Corte… (señala) los casos en los que se consideran actuaciones judiciales antijurídicas, que configuran “vías de hecho


    2 de los jueces, susceptibles de impugnación mediante esta acción:


    a. Defecto orgánico: presente cuando el funcionario judicial que emitió la decisión impugnada, carece totalmente de competencia para el efecto.


    b. Defecto procedimental absoluto: originado por la actuación del juez completamente apartada del procedimiento establecido.


    c. Defecto fáctico: ocasionado cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal que fundamenta la decisión.


    d. Defecto material o sustantivo: producido cuando se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o por la existencia de una evidente incongruencia entre los fundamentos y la decisión.


    e. Error inducido: presente cuando el juez o tribunal, víctima de un engaño por parte de terceros, por tal engaño, adoptó una decisión que afecta derechos constitucionales.


    f. Decisión sin motivación: consistente en la falta de cumplimiento de la obligación de determinar los fundamentos fácticos y jurídicos de las decisiones, pues la legitimidad de las funciones judiciales radica en la motivación de sus decisiones.


    g. Violación directa de la Constitución: en el entendido de que todo juez está en la obligación de observarla a fin de garantizar los derechos de las personas.”[34]


    La Corte Constitucional incluye las resoluciones del Tribunal Contencioso Electoral entre aquellas impugnables en Acción Extraordinaria de Protección[35].


    La Corte ha enfatizado que no le corresponde declarar la inconstitucionalidad de una sentencia o auto y “lo que hace es reparar, de manera integral, las presuntas vulneraciones a derechos constitucionales y al debido proceso.”[36]


    Una curiosa finalidad que adicionalmente atribuyen a la AEP un par de sentencias de la Corte a la Acción Extraordinaria de Protección es de “consolidar el control, la jurisdicción constitucional como una magistratura especializada capaz de poner límites a los poderes fácticos locales o externos, como fórmula primigenia para garantizar los derechos constitucionales de las personas, los colectivos y del entorno ambiental,…”,[37] concepto cuyos antecedentes no se encuentra en el texto o, en general, en la doctrina constitucional.
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    REQUISITOS DE LA DEMANDA


    El contenido de la demanda en la Acción Extraordinaria de Protección se encuentra determinado en la LOGJCC. Como se establece en la Constitución, las demandas pueden "ser propuestas oralmente o por escrito". No requiere de formalidades ni o del patrocinio de un abogado[38]para su presentación ni para la apelación[39], pero la Corte le podrá asignar "un defensor público, un abogado de la Defensoría del Pueblo o un asistente legal comunitario según lo que establece el Código Orgánico de la Función Judicial".[40] Tampoco requiere invocar la norma constitucional infringida,[41] no obstante, la LOGJCC dispone en las "normas comunes a todo procedimiento" la "demanda de la garantía específica", lo que deberá reducirse a escrito por la Corte Constitucional[42], así como la "[i]dentificación precisa del derecho constitucional violado en la decisión judicial"[43] y "un argumento claro sobre el derecho violado y la relación directa e inmediata, por acción u omisión de la autoridad judicial, con independencia de los hechos que dieron lugar al proceso"[44], lo cual debe probarse debidamente en el proceso. Estos últimos requisitos de la Acción Extraordinaria de Protección, requieren un conocimiento técnico jurídico que no podría ser cumplido por un lego por su propia cuenta, sin la asistencia de un abogado especializado.


    La demanda se debe presentar en la "judicatura, sala o tribunal" que dictó la sentencia o auto que se impugnan[45] "para ante la Corte Constitucional"[46]. Sin que proceda ningún tipo de calificación o consideración, el juez a quo deberá remitir el expediente a la Corte, sin más trámite[47], debiendo obtener previamente copias certificadas del expediente.


    La demanda debe establecer la relación entre "los principios, normas y derechos constitucionales presuntamente violados, frente a los hechos materiales que subyacen del caso concreto en razón de la documentación constante en el proceso objeto de análisis."[48]


    Asimismo, en la demanda deben encontrarse "debidamente incluidos todos los aspectos relevantes para la protección inmediata, eficaz y completa del derecho o garantía constitucional violado en el aspecto probatorio y el de decisión del mecanismo alterno de defensa"[49].


    Son requisitos sustanciales de la demanda:


    1. Identificar la violación constitucional que se acusa[50].


    2. El agotamiento de los recursos ordinarios y extraordinarios disponibles, "salvo que la falta de interposición de un recurso no sea atribuible a su negligencia"[51], es decir sólo procede contra "sentencias o actos definitivos"[52], o que los recursos correspondientes "sean ineficaces o inadecuados"[53].


    3. Que la acción se incoe dentro del plazo establecido en la LOGJCC, que es de veinte días desde la notificación de la decisión judicial[54].


    4. La irregularidad procesal que se acusa debe tener una incidencia determinante en la decisión que se impugna y afectar derechos constitucionales del accionante. Es decir, la AEP no procede cuando se trata de "pequeñas desviaciones del procedimiento", que "no incidan en la decisión final".


    5. Durante el proceso judicial correspondientes debe haberse alegado la vulneración de los derechos constitucionales correspondientes"[55].


    6. En la demanda también se podrán solicitar las medidas cautelares contempladas en la Constitución[56], conforme la LOGJCC[57].


    7. El señalamiento de la casilla constitucional o dirección de correo electrónico para recibir notificaciones[58].


    8. La firma o huella digital del accionante[59].


    Cuando la sentencia se hubiere presentado por interpuesta persona, en cualquier momento el afectado podrá comparecer para "modificar la demanda, desistir de la acción o deducir los recursos de ley aunque no haya comparecido antes."[60]


    En la demanda se señalará también la casilla constitucional o "dirección de correo electrónico para recibir notificaciones, así como la firma o huella digital del accionante."[61]


    "La Corte observará que en las demandas o peticiones que se presenten conste la pretensión concreta, el señalamiento de la casilla judicial, constitucional o dirección de correo electrónico para recibir notificaciones, así como la firma o huella digital del accionante.


    Impugnación de autos


    Entre los autos impugnables en AEP se encuentran:


    1. Los decretos con fuerza de sentencia[62].


    2. de llamamiento a juicio[63].


    3. Interlocutorio definitivo ejecutoriado.[64]


    4. En general, auto firme –que no es lo mismo que definitivo-[65].


    No se consideran autos impugnables:


    a. De admisión a la casación[66].


    b. Interlocutorio simple[67].


    c. Auto analizado previamente en Acción de Amparo Constitucional[68].


    


    LEGITIMACIÓN DE LAS PARTES


    


    Legitimación de personas de derecho privado y de derecho público


    "En ejercicio de la atribución prevista en el artículo 436, numeral 1 de la Constitución, esta Corte interpreta el artículo constitucional 437 en el sentido de que la legitimación activa en la acción extraordinaria de protección podrá ser ejercida por cualquier persona natural o jurídica, pública o privada, o entidad estatal."[69]


    Legitimación activa


    La legitimación corresponde a "los ciudadanos en forma individual o colectiva", "que han o hayan debido ser parte en un proceso" judicial, contra autos y resoluciones firmes o ejecutoriados.", que demuestren "que en el juzgamiento se ha violado, por acción u omisión, el debido proceso u otros derechos reconocidos en la Constitución."[70] Según la LOGJCC, esta acción puede ser interpuesta por cualquier persona o grupo de personas que han o hayan debido ser parte en un proceso por sí mismas o por medio de procurador judicial."[71]


    Conforme lo expresado en el párrafo anterior, pueden comparecer en esta acción las personas jurídicas de Derecho Privado, así como las de Derecho Público.


    La legitimación que corresponde a quienes "hayan debido ser parte en un proceso judicial", autoriza también a plantear la AEP a quienes no hayan sido partes del proceso cuya sentencia se impugna, siempre que en el proceso o en la sentencia se afecten sus derechos constitucionales o, debiendo haber sido partes en el proceso no han sido citados o notificados o hayan sido admitidos y no han comparecido en el juicio.


    Puede incoar la acción una persona diferente que el afectado, no obstante lo cual, este último podrá asistir a la audiencia y "en cualquier momento, modificar la demanda, desistir de la acción o deducir los recursos de ley aunque no haya comparecido antes."[72]


    Legitimación pasiva


    La legitimación pasiva en la Acción Extraordinaria de Protección corresponde necesariamente a los jueces y tribunales que han expedido los autos o sentencias impugnadas, personalmente, en lo cual no cabe la citación a los superiores o representantes de la Función Judicial. Así, el Presidente de la Corte Nacional de Justicia, aparentemente citado como representante de la Corte Nacional de Justicia, afirmó que no le correspondía presentar un informe de descargo en una audiencia convocada, puesto que "los autos fueron pronunciados por una Sala de lo Penal, que tiene autonomía e independencia en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales."[73]


    PROCEDIMIENTO DE ADMISIÓN DE LAS DEMANDAS Y SUSPENSIÓN DE LA SENTENCIA IMPUGNADA


    La Sala de Admisión procede conforme lo establecido en los artículos 94 y 437 de la Constitución vigente. La Secretaría General de la Corte Constitucional certifica que la Acción Extraordinaria de Protección no ha sido presentada anteriormente con identidad de sujeto, objeto y acción, en consecuencia, la solicitud, igualmente la Sala de Admisión de conformidad con la Resolución de 20 de octubre publicada en el Suplemento Registro Oficial No.- 451 de 22 de octubre del 2008 y en base a la LOGJCC, considera si en lo principal reúne los requisitos formales determinados en la Constitución y la LOGJCC admite a trámite la acción y dispone el sorteo correspondiente para la sustanciación de la acción.


    A base del sorteo el Caso se radica en una Sala de Sustanciación de la Corte Constitucional y se sortea asimismo al Juez Constitucional Sustanciador.


    La Sala avoca conocimiento de la causa, ordena se haga saber el contenido de la demanda y designa al Juez Sustanciador.


    Mediante providencia la Sala de Sustanciación de la Corte dispone, notificar con el contenido de la demanda a la accionada a fin de que presente un informe debidamente motivado de descargo sobre los argumentos que fundamentan la demanda, para lo cual, se da el plazo respectivo y fija la fecha para la audiencia pública; que puede diferirse a pedido del accionado o del accionante[74].


    La acción extraordinaria de protección se presenta ante el mismo juez o tribunal que dictó el auto o sentencia impugnados, que deberán notificar a la otra parte y remitir el expediente completo a la Corte Constitucional en el término máximo de cinco días, sin que pueda calificarla de alguna manera, puesto que ese examen le corresponde a la Sala de Admisión de la Corte Constitucional. Tampoco puede el juez o tribunal suspender los efectos del auto o sentencia impugnados,[75] pero sí puede la Corte Constitucional ordenar tal suspensión una vez que admite la acción, siempre que se lo haya solicitado.


    En la Sala de Admisión se sortean las causas entre los integrantes de la Sala "para establecer la jueza o juez ponente de los autos de admisibilidad", a base de lo cual se pronunciará la Sala, admitiendo, inadmitiendo, rechazando o solicitando que se complete o se aclare la demanda[76], en el término de diez días a partir del momento en que el expediente se encuentre al despacho[77].


    En esta etapa corresponde a la Sala de Admisión de la Corte Constitucional la admisión o inadmisión de la demanda. La inadmisión procede "cuando la demanda no cumpla los requisitos exigidos para el efecto, y siempre que no sean subsanables. En caso de que sean subsanables se deberá indicar con precisión los requisitos incumplidos para su respectiva corrección."


    La inadmisión de la demanda se produce en los siguientes casos:


    "1. Cuando la Corte carezca de competencia.


    2. Cuando la demanda se presente por fuera de los términos previstos en la ley.


    3. Cuando no se corrija o complete la demanda dentro del término de cinco días, concedido para el efecto.


    De la decisión de la Sala de Admisión no cabe recurso alguno y la misma causará ejecutoria."[78]


    La Sala de Admisión puede, disponer que el accionante aclare la demanda, "en el término de cinco días, bajo prevenciones de rechazo y archivo"[79].


    Una vez admitida la demanda al trámite mediante auto de la Sala de Admisión, puede también disponer, como medida cautelar la suspensión inmediata y provisional de la ejecución del auto o sentencia impugnados, de acuerdo con el Art. 87 de la Constitución, a solicitud del accionante.


    La suspensión de la sentencia o auto respectivo se fundamenta en el proceso cautelar determinado por la Constitución[80] y no contempla el rendimiento de una caución.


    Si la AEP se inadmite o se rechaza, la Secretaría General archiva la causa y devuelve el expediente al juez, sala o tribunal de origen[81].


    CITACIONES Y NOTIFICACIONES


    La "notificación" de la demanda al accionado le corresponde a la judicatura, sala o tribunal que dictó la decisión definitiva, ante la cual se ha presentado la AEP, "para ante la Corte Constitucional"[82]. Sin perjuicio de lo cual, a raíz de la admisión, la Sala de Admisiones de la Corte Constitucional, una vez designada por sorteo la jueza ponente, "notificará" a la persona accionada para que acuda a la celebración de la audiencia, que se realizará en el término de dos días[83].


    Tanto la jueza ponente como el Pleno podrán solicitar "informe" al juez de instancia de la resolución impugnada, para mejor resolver[84]. Esta comparecencia se produce generalmente en la Audiencia.


    LA AUDIENCIA


    Con la admisión de la demanda por parte de la Sala de Admisiones, se designa mediante sorteo a la jueza ponente y se notifica a las partes.


    El accionado contesta la demanda en la audiencia convocada y presenta las pruebas y justificativos pertinentes.


    Podrán concurrir a la Audiencia:


    1. El afectado.


    2. "Cualquier persona o grupo de personas que tenga interés en la causa"[85].


    3. El accionado.


    4. "[C]ualquier persona natural o jurídica que tuviere interés directo en el mantenimiento del acto u omisión que motivare la acción constitucional", en calidad de coadyuvante del accionado[86].


    5. "otras personas o instituciones, para mejor resolver"[87].


    La Audiencia se lleva a cabo aunque el accionado no concurra[88].También podrá celebrarse en ausencia de la persona afectada si su presencia "no es indispensable para probar el daño". En caso de ser indispensable su presencia para demostrar el daño, la inasistencia sin justa causa puede considerarse desistimiento tácito[89].


    La audiencia puede diferirse a pedido del accionante o de la accionada[90].


    La LOGJCC fija 20 minutos para la intervención de las partes y 10 minutos para replicar. Previa autorización del juez, los terceros interesados también pueden intervenir hasta por diez minutos[91]. A pesar de los expresado en la LOGJCC, el RSCC se refiere al otorgamiento de "un tiempo razonable", sin fijar lapsos de tiempo específicos, para que las partes efectúen sus exposiciones"[92].


    El accionado contesta la demanda y presenta las pruebas en la audiencia. Así, el efecto de la inasistencia del accionado es que no se abra el término de prueba y se pueda proceder directamente a la elaboración del proyecto de sentencia, -salvo que el accionante solicite la producción de pruebas-, para que el Pleno dicte la sentencia en el término de dos días tras la celebración de la audiencia. Tampoco se abre término de prueba en caso de que no hayan hechos que demostrar[93].


    Es potestativo de la jueza la suspensión de la audiencia, señalando nuevo día y hora para su continuación[94].


    El Pleno, previo a la expedición de la sentencia, puede convocar a audiencia, si lo considera necesario para formar su mejor criterio.


    VIOLACIÓN DE DERECHOS Y PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES


    Las derogadas "Reglas"[95], aluden a "derechos fundamentales" y "debido proceso" como objeto de la AEP, que se acogió en algunas sentencias,[96] lo que ocasionó confusiones, por su contradicción con los derechos constitucionales que garantiza la norma constitucional.


    La diferencia entre "derechos fundamentales" y "derechos constitucionales" es importante en la doctrina del Derecho Constitucional. El artículo 94 de la Constitución establece la AEP como protectora de "derechos reconocidos en la Constitución", sin restringir esta garantía solamente a los "derechos fundamentales", como sí lo restringen los tribunales constitucionales de España y de Colombia, por ejemplo. Locke y la Declaración de 1789 de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, comprendieron como derechos fundamentales la vida, la libertad y la propiedad, a lo que se añade la resistencia a la opresión y después los derechos políticos, sociales, culturales y de tercera y cuarta generación. Debe entenderse hoy, que el "derecho a la propiedad", es diferente que el "derecho patrimonial". Los derechos fundamentales, entre los cuales se encuentra el derecho a la propiedad, resultan indisponibles, mientras que los derechos patrimoniales pueden ser transados y tienen como título actos negociables, como contratos, donaciones, testamentos, decisiones administrativas, que son o pueden ser modulados por la normativa legal[97].


    En todo caso, la Corte Constitucional consideró en sus sentencias, durante la vigencia de las mencionadas "Reglas" que la garantía constitucional no se limitaba a los "derechos fundamentales", sino en general a todos los "derechos reconocidos en la Constitución"[98].


    DEBIDO PROCESO Y SEGURIDAD JURÍDICA


    Conceptualización del debido proceso


    Los derechos constitucionales actuales se podrían reducir, en general, a cinco: "el derecho general de libertad, el de igualdad, el de protección, el de organización y el del debido proceso", se ha señalado para destacar la importancia de este último derecho "como presupuesto para la realización de otros derechos constitucionales … La noción doctrinaria de observar al debido proceso en su interdependencia con otros derechos constitucionales, así como de mecanismo de protección de otros derechos, se encuentra plasmada en el artículo 11, numeral 6 de la Constitución de la República, que expresa: 'Todos los principios y derechos son inalienables, irrenunciables, indivisibles, interdependientes y de igual jerarquía'"[99].


    Para Álvarez Conde el derecho al debido proceso "es aquél que permite que la tutela jurisdiccional sea efectiva": "a) Derecho al Juez ordinario; b) Derecho a la asistencia de letrado; c) Derecho a ser informado de la acusación formulada; d) Derecho a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías; e) Derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa; f) Derecho a no declarar contra sí mismo y a no confesarse culpables; y g) Derecho a la presunción de inocencia"[100].


    Diferencias entre los derechos al debido proceso y de petición


    "El contenido esencial de este derecho (de petición) comprende: a) El ejercicio de la acción de pedir; b) La accesibilidad sin trabas, quedando desnaturalizado si se exigen fianzas, depósitos o requisitos formales más allá de los mínimos, como nombre, domicilio, petición firmada; c) que se presente ante el órgano competente; d) que sea considerado por parte de la autoridad, es decir, que se evalúe; y, d) que se conteste (con la motivación necesaria). Hay que indicar que para poner en marcha el aparato judicial, no procede el derecho de petición, pues se trata de una actuación que se encuentra reglada, sujeta a normas procesales. De presentarse mora en la actividad judicial en la tramitación de un proceso, lo que existirá, dependiendo de la gravedad de la misma, es transgresión del debido proceso y del derecho de acceso efectivo a la justicia y no vulneración al derecho de petición." No obstante, dentro del proceso también se encuentran aspectos administrativos, regidos por el Derecho Administrativo, por ejemplo, en la solicitud de copias de parte de la autoridad judicial, lo que recae en el derecho de petición; pero no es el caso de las diferentes peticiones para la impulsión del proceso, como la solicitud de pruebas, que se configura dentro del debido proceso[101].


    La aplicación del derecho al debido proceso


    "… es evidente también, que como consecuencia de la constitucionalización de la que ha sido objeto todo el aparato jurisdiccional, no sólo la Corte Constitucional es el órgano llamado a velar por el ejercicio y protección de los derechos constitucionales en la sustanciación de un proceso; por el contrario, dicha labor es responsabilidad y deber de todos los administradores de justicia del país a partir de los mecanismos jurisdiccionales pertinentes. Es el caso, por ejemplo, del derecho reconocido en el artículo 76, numeral 4 de la Constitución, cuya protección también compete a los órganos de la justicia ordinaria."[102]


    "En el caso de estudio, ciertamente los juzgadores de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia –ahora Corte Nacional de Justicia– en su sentencia dictada el 16 de octubre del 2008 a las 15h00, vulneraron el debido proceso al inobservar la jurisprudencia del Tribunal Constitucional que dilucidó la situación jurídica del Dr. Mario Chávez Salazar; no obstante, fallaron en grave perjuicio de la seguridad jurídica, configurando una situación jurídica ilegal, indebida y fraudulenta."[103]


    También corresponde a la Administración la aplicación del debido proceso[104].


    Consideraciones sobre la prueba


    "… es necesario establecer que el juez cumple con relación al proceso probatorio, cuando acepta y ordena la prueba solicitada y conduce la práctica de la misma, dentro de los términos o plazos legalmente determinados.


    En definitiva, si la Sala se pronunció sin contar con la totalidad de la prueba, no puede atribuirse la responsabilidad de sus miembros, pues revisado el proceso, se encuentra que lo que la parte actora solicitó, como era obligación del órgano judicial, fue oportunamente ordenado y evacuado por las instancias correspondientes, sin que, de otra parte, se encuentre escrito alguno de la demandante en el que insista en la solicitud de la información a las instituciones financieras que no han aportado la información solicitada, o que demuestre que haya dado las facilidades para obtener las copias de las piezas procesales de dos juicios, solicitadas como prueba, y obtenerlas para incorporarlas al expediente de apelación, hecho que era de su absoluta responsabilidad, ya que es obligación de la parte interesada acudir hasta los despachos judiciales y dar las facilidades para que se obtengan las copias solicitadas, cuyo costo no puede asumir la judicatura."[105]


    "…la valoración involucra un asunto atinente a la sana crítica del juez respecto a la prueba actuada por las partes procesales. Por consiguiente, se constituye en un asunto de legalidad que no forma parte del ámbito material de procedencia de la acción extraordinaria de protección y que es de competencia privativa de la justicia ordinaria.


    Con respecto a la actuación u obtención de pruebas, en tanto momento procesal previo a la valoración de las mismas por parte de la judicatura, este sí se constituye como un problema de relevancia constitucional siempre que se identifiquen vulneraciones a preceptos constitucionales en los términos previstos en el numeral 4 del artículo 76 de la Constitución."[106]


    Seguridad jurídica


    "La garantía del debido proceso consolida,… la seguridad jurídica que constituye el elemento esencial y patrimonio común de la cultura del Estado de derechos y justicia; garantiza la sujeción de todos los poderes del Estado a la Constitución y la ley; es la confiabilidad en el orden jurídico, la certeza sobre el derecho escrito y vigente, es decir, el reconocimiento y la previsión de la situación jurídica. Las Constituciones de nuestros países garantizan la seguridad jurídica a través de algunas concreciones, como el principio de la legalidad y el debido proceso. … la seguridad jurídica constituye uno de los deberes fundamentales del Estado; se encuentra reconocida y garantizada por nuestra Constitución de la República (artículo 82). Consigna que el derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y a la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por autoridades competentes."[107]


    La falta de diligencia debida en la expedición de un acto administrativo, "genera una atentado grave" contra "el derecho a la seguridad jurídica", sin que este pronunciamiento signifique que la Corte Constitucional está resolviendo cuestiones de pura legalidad[108].


    Tutela judicial efectiva


    La tutela judicial efectiva de los derechos contempla el acceso a los órganos jurisdiccionales que apliquen las garantías establecidas en la Constitución y la Ley. Consiste en el acceso a la justicia que sentencie dentro de un tiempo razonable y que la sentencia sea debidamente ejecutada.


    Una sentencia de AEP cita a Perrino, para quien la tutela judicial efectiva contempla el reconocimiento de los siguientes derechos:


    "a) A concurrir ante los tribunales de justicia y a obtener de ellos una sentencia útil;


    b) A acceder a una instancia judicial ordinaria y a lograr un control judicial suficiente sobre lo actuado…;


    c) A un juez natural e imparcial;


    d) A la eliminación de las trabas que impidan u obstaculicen el acceso a la jurisdicción;


    e) A la interpretación de las normas reguladoras de los requisitos de acceso a la jurisdicción en forma favorable a la admisión de la pretensión, evitándose incurrir en hermenéuticas ritualistas (in dubio pro actione);


    f) A que no se desestimen aquellas pretensiones que padecen de defectos que pueden ser subsanados;


    g) A la no aplicación en forma retroactiva de nuevas pautas jurisprudenciales con relación a los requisitos de admisibilidad, a fin de evitar situaciones de desamparo judicial;


    h) A peticionar y obtener tutela cautelar para que no se torne ilusorio el derecho que se defiende;


    i) Al cumplimiento de todas las etapas del procedimiento legalmente previsto, el cual deberá asegurar la posibilidad del justiciable a ser oído, y a ofrecer y producir la prueba pertinente antes de dictarse sentencia;


    j) A una decisión fundada que haga mérito de las principales cuestiones planteadas;


    k) A impugnar la sentencia definitiva;


    l) A tener la posibilidad de ejecutar en tiempo y forma la sentencia y, por ende, a su cumplimiento por parte de la autoridad condenada;


    m) Al desarrollo del proceso en una dimensión temporal razonable;


    n) A contar con asistencia letrada"[109].


    "La citación (de la demanda) por la prensa es una medida excepcional que procede cuando ha sido imposible determinar el domicilio, por lo que los presupuestos para su procedencia deben estimarse con estrictez y rigurosidad, no bastando la declaratoria bajo juramento, sino que el Juez deberá exigir que para la procedencia de tal citación excepcional, se demuestren las diligencias realizadas a tal efecto, y no se dé rienda suelta a argucias fraguadas por una de las partes para obstaculizar o impedir que la otra, en este caso, el demandado, comparezca al juicio y pueda ejercer su derecho a la defensa."[110]


    La falta de notificación constituye una clara violación del debido proceso. El vocablo del "despacho" incluye además de "resolver", también notificar. El término de noventa días previsto en el artículo 149 del Código Orgánico de la Función Judicial es de "resolver y notificar", aunque en materia penal se debe atender al "plazo, al que se refiere el artículo 348 del Código de Procedimiento Penal[111].


    Igualdad formal


    Se estima que se viola la igualdad formal (artículo 66 numeral 4) y el principio nulla poena sine lege (artículo 76 numeral 3 -de la Constitución-) cuando no se aplica respecto de todos los procesados, la amnistía concedida por la Asamblea Constituyente[112].


    "[E]n el curso del proceso, las partes gozan de iguales oportunidades para su defensa, lo cual tiene fundamento en la máxima audiatur et altera pars que equivale a la igualdad de los ciudadanos ante la Ley. A decir de Devis Echandía existen verdaderos derechos procesales subjetivos y públicos de las partes, como los de acción y contradicción (el primero del actor y el segundo del demandado) de aprobar o aducir pruebas al proceso, de recurrir contra las providencias desfavorables del juez. El ejercicio de estos derechos subjetivos procesales impone al juez, como órgano del Estado, deberes correlativos, que también son de derecho público; por ejemplo el deber de proveer o iniciar el proceso, de citar y oír al demandado o imputado, de decretar las pruebas oportuna y debidamente solicitadas por las partes, de atender los recursos que se interpongan en el tiempo y con las formalidades legales"[113].


    Las personas jurídicas pueden invocar también el derecho a la igualdad y el principio de la no discriminación. "La discriminación es el acto de hacer una distinción o segregación que atenta contra la igualdad de oportunidades". A base de lo determinado en artículo 1 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de discriminación, se contempla la "discriminación positiva"o la "acción afirmativa" y la discriminación negativa, que"se concreta cuando se realiza un prejuicio, una valoración previa que contradiga las observaciones científicas o las disposiciones legales con el afán de causar perjuicio."[114]


    "Formalismo" judicial


    La Corte Constitucional dejó sin efecto una sentencia porque el Tribunal que dictó la sentencia rechazó la alegación posterior del verdadero dueño de un inmueble, que no había sido parte del proceso. Tampoco la Corte de Casación acepto el conocimiento de la alegación, porque el reclamante verdadero dueño tampoco era parte del recurso de casación. "…la decisión judicial puede afectar directamente al titular del derecho que se debate en el proceso, sin que éste haya podido intervenir en el mismo por causas ajenas a su voluntad, como es el desconocimiento del juicio; de ahí que desatender un pedido de nulidad del proceso por no haber participado en él el solicitante, a pesar de haberse litigado sobre un bien de su propiedad, afectando de manera definitiva su derecho a la propiedad, constituye vulneración a la tutela judicial efectiva. … es necesario señalar que la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional ha solucionado definitivamente el asunto, al facultar, en el artículo 59, la presentación de la acción a quienes hayan sido o debido ser parte de un proceso"[115].


    Se dijo que debía aceptarse un recurso de casación, aunque éste se presentó antes de encontrarse ejecutoriada la sentencia. Correspondía al Tribunal advertir al recurrente que existía una solicitud de aclaración y ampliación, "y que el recurso de casación debía esperar o que no procedía por ser prematuro" para que vuelva a recurrir oportunamente[116].


    "DERECHOS" DEL ESTADO


    "Además, en lo que respecta a los sujetos de este derecho, la doctrina y jurisprudencia comparada han llegado a la clara conclusión de que la titularidad del derecho al debido proceso no corresponde solamente a las personas naturales, sino también a las personas jurídicas, incluidas las de Derecho Público… Así pues, en el caso sometido a conocimiento de esta Corte, la Procuraduría General del Estado y la Corporación Financiera Nacional, como instituciones que representan los intereses generales del Estado, debieron tener la posibilidad de ejercer su derecho al debido proceso en ambas dimensiones, tanto como una forma de participar en los procedimientos que se desarrollan en el curso normal de acciones del Estado constitucional, así como "mecanismo" para defender otros derechos controvertidos en un procedimiento judicial"[117].


    


    
      
        [38] Art. 86, 2., c), Constitución.

      


      
        [39] Art. 8, 7., LOGJCC.

      


      
        [40] Art. 8, 8., LOGJCC.

      


      
        [41] Ibídem.

      


      
        [42] Art. 8, 2. a., LOGJCC.

      


      
        [43] Art. 61, 5., LOGJCC.

      


      
        [44] Art. 62, 1., LOGJCC.

      


      
        [45] Art. 62, LOGJCC.

      


      
        [46] Art. 35, RSCC.

      


      
        [47] Ibídem.

      


      
        [48] Sentencia N° 002-09-SEP-CC, Caso: 0111-09-EP. Juez sustanciador:Dr. Patricio Herrera Betancourt, SRO Nº 590,14 de Mayo del 2009.

      


      
        [49] Sentencia: No. 007-09-SEP-CC, Caso: 0050-08-EP. Jueza Sustanciadora:Dra. Nina Pacari Vega, SRO Nº 602, 1º de Junio del 2009; Sentencia No. 011-09-SEP-CC, Caso: 0038-08-EP, Acéptase la acción extraordinaria de protección planteada por la Corporación Financiera Nacional y la Compañía UNYSIS S.A.; en consecuencia, déjase sin efecto por vulnerar derechos del debido proceso y tutela judicial efectiva, las sentencias dictadas el 22 de junio del 2002 por el Juez Primero de lo Civil de Guayaquil; y, el 25 de octubre del 2007 por los Magistrados de la II Sala de lo Civil y Mercantil e Inquilinato de la ex Corte Superior de Justicia de Guayaquil, dentro del juicio civil ordinario Nº 493-04, Ponencia: Dr. Edgar Zárate Zárate, SRO Nº 637, 20 de julio de 2009; sentencia N° 021-09-SEP-CC, Caso: 0177-09-EP, Quito, D. M., 13 de agosto del 2009, Jueza Constitucional Sustanciadora:doctora Nina Pacari Vega, SRO Nº 25, 14 de Septiembre del 2009.

      


      
        [50] Diferente de los aspectos de "mera legalidad", que son de competencia de otras acciones.

      


      
        [51] Art. 94, Constitución: "…El recurso procederá cuando se hayan agotado los recursos ordinarios y extraordinarios dentro del término legal, a menos que la falta de interposición de estos recursos no fuera atribuible a la negligencia de la persona titular del derecho constitucional vulnerado."

      


      
        [52] Art. 94, Constitución.

      


      
        [53] Art. 61, 3., LOGJCC.

      


      
        [54] Art. 60, LOGJCC.

      


      
        [55] Sentencia Nº 027-09-SEP-CC, Caso: 0011-08-EP, Quito, D.M., 08 de octubre del 2009, Declárase improcedente la acción extraordinaria de protección presentada por el Municipio del Distrito Metropolitano de Quito, Juez Sustanciador: doctor Hernando Morales Vinueza, SRO Nº 58, 30 de Octubre del 2009.

      


      
        [56] Art. 87, Constitución.

      


      
        [57] Art. 32, LOGJCC: "…La petición podrá ser interpuesta conjuntamente con el requerimiento de cualquiera de las garantías jurisdiccionales previstas en la Constitución, cuando tenga por objeto detener la violación del derecho. En estos casos, las medidas cautelares se tramitarán previamente a la acción para declarar la violación de derechos por lo que no se requerirá la calificación del requerimiento para que proceda la orden de medidas cautelares; de ser procedente, la jueza o juez podrá ordenar las medidas cautelares cuando declare la admisibilidad de la acción. El requerimiento se tramitará de conformidad con lo dispuesto en esta ley. El peticionario deberá declarar si ha interpuesto otra medida cautelar por el mismo hecho."

      


      
        [58] Art. 10. RSCC.

      


      
        [59]Ibídem.

      


      
        [60] Art. 11. LOGJCC.

      


      
        [61] Art. 10. RSCC.

      


      
        [62] Sentencia No. 007-09-SEP-CC, Caso: 0050-08-EP. SRO Nº 602, 1º de Junio del 2009.

      


      
        [63] Sentencia N. º 0010-10-SEP-CC, Caso Nº 0502-09-EP, Juez Constitucional Sustanciador (A):Dr. Luis Jaramillo Gavilanes, SRO Nº 177, 22 de Abril del SRO Nº 177, 22 de Abril del 2010.

      


      
        [64] Ibídem.

      


      
        [65] Ibídem.

      


      
        [66] Sentencia N° 017-09-SEP-CC, Caso: 0061-08-EP, Quito, D. M., 23 de julio de 2009, Juez Constitucional Ponente: Dr. MSc. Alfonso Luz Yunes, SRO Nº 651, 7 de Agosto del 2009.

      


      
        [67] Sentencia N. º 0010-10-SEP-CC, Caso Nº 0502-09-EP, Juez Constitucional Sustanciador (A):Dr. Luis Jaramillo Gavilanes, SRO Nº 177, 22 de Abril del SRO Nº 177, 22 de Abril del 2010.

      


      
        [68] Sentencia Nº 012-10-SEP-CC, Caso Nº 0226-09-EP, Jueza Sustanciadora:Dra. Nina Pacari Vega, SRO Nº 192, 13 de Mayo del 2010.

      


      
        [69] Sentencia Nº 027-09-SEP-CC, Caso: 0011-08-EP, Quito, D.M., 08 de octubre del 2009, Juez Declárase improcedente la acción extraordinaria de protección presentada por el Municipio del Distrito Metropolitano de Quito, Sustanciador:doctor Hernando Morales Vinueza, SRO Nº 58, 30 de Octubre del 2009; Sentencia 010-09-SEP-CC, Casos : 0125-09-EP Y 0171-09-EP (Acumulados), Acéptanse las acciones extraordinarias de protección formuladas por los accionantes, en virtud de existir violación al derecho de igualdad formal, por no haberse aplicado, con respecto a todos los procesados, la amnistía concedida por la Asamblea Constituyente, dictada mediante Resolución sin número de la Asamblea Constituyente, publicada en el SRO No. 378 del 10 de julio del 2008; en consecuencia, dispónese a la Primera Sala Penal de la Corte Nacional de Justicia la aplicación inmediata de dicha amnistía, ,Juez Constitucional Sustanciador: Dr. Patricio Pazmiño Freire, SRO Nº 637, 20 de Julio del 2009; Sentencia Nº 027-09-SEP-CC, Caso: 0011-08-EP, Quito, D.M., 08 de octubre del 2009, Declárase improcedente la acción extraordinaria de protección presentada por el Municipio del Distrito Metropolitano de Quito, Juez Sustanciador:doctor Hernando Morales Vinueza, SRO Nº 58, 30 de Octubre del 2009.


        "ii) si bien el artículo 437 habla de todo ciudadano, éste debe ser leído de forma integral en relación con los artículos: 10 "Las personas […] gozarán de los derechos garantizados en la Constitución y en los instrumentos internacionales" y 86.1 "cualquier persona […] podrá proponer las acciones previstas en la Constitución."; iii) de no ser así, se estaría restringiendo el acceso gratuito a la justicia de cualquier persona o grupo de personas, comunidad, pueblo o nacionalidad y a exigir de ella el cumplimiento de las garantías constitucionales que se expresan en el derecho a la tutela judicial efectiva (Art. 86.1 CREA la luz de estos parámetros Constitucionales y de los Derechos Humanos, queda claro que -por ciudadanos que acceden a la justicia- debe entenderse a todas las personas. De esta forma se considera que se debe tomar en cuenta lo siguiente: i) que las personas en general tienen pleno derecho de acceder a la Acción Extraordinaria de Protección, siempre y cuando se cumplan los parámetros establecidos en el artículo 437.1 y 2 de la Constitución de la República; ii) Las personas jurídicas de derecho público y privado son también sujetas de procesos judiciales, para quienes también les son aplicables los principios de igualdad en el proceso y acceso efectivo a la justicia.


        Acéptase la demanda de acción extraordinaria de protección y déjase sin efecto los autos de fechas 23 de febrero del 2005 (fojas 15) y 10 de marzo del 2005, (fojas 16), expedidos por el Juzgado Quinto de lo Civil de Pichincha, dentro del juicio Nº 1154-2004, Quito, D. M., 29 de septiembre del 2009, Caso: 0009-09-EP, Juez Constitucional Ponente:doctor Patricio Pazmiño Freire.

      


      
        [70] Art. 437, Título IX, Supremacía de la Constitución, Capítulo segundo Corte Constitucional; y Art. 59, Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales.

      


      
        [71] Art. 59, LOGJCC.

      


      
        [72] Art. 11, LOGJCC.

      


      
        [73] Acéptanse las acciones extraordinarias de protección formuladas por los accionantes, en virtud de existir violación al derecho de igualdad formal, por no haberse aplicado, con respecto a todos los procesados, la amnistía concedida por la Asamblea Constituyente, dictada mediante Resolución sin número de la Asamblea Constituyente, publicada en el SRO No. 378 del 10 de julio del 2008; en consecuencia, dispónese a la Primera Sala Penal de la Corte Nacional de Justicia la aplicación inmediata de dicha amnistía, Sentencia 010-09-SEP-CC, Casos : 0125-09-EP Y 0171-09-EP (Acumulados), Juez Constitucional Sustanciador: Dr. Patricio Pazmiño Freire, SRO Nº 637, 20 de Julio del 2009.

      


      
        [74] Sentencia No. 007-09-SEP-CC, Caso: 0050-08-EP. SRO Nº 602, 1º de Junio del 2009.

      


      
        [75] Art. 62.- Admisión, LOGJCC.

      


      
        [76] Art. 12, RSCC.

      


      
        [77] Art. 35, RSCC.

      


      
        [78] Art. 12, RSCC., SRO Nº 127, 10 de Febrero del 2010.

      


      
        [79] Art. 12, RSSCC.

      


      
        [80] Art. 87, Constitución: "Art. 87.-Se podrán ordenar medidas cautelares conjunta o independientemente de las acciones constitucionales de protección de derechos, con el objeto de evitar o hacer cesar la violación o amenaza de violación de un derecho."

      


      
        [81] Art. 35, RSCC.

      


      
        [82] Art. 62, LOGJCC.

      


      
        [83] Art. 57, LOGJCC.

      


      
        [84] Art. 36, RSCC.

      


      
        [85] Art. 12, LOGJCC.

      


      
        [86] Ibídem.

      


      
        [87] Art. 14, LOGJCC.

      


      
        [88] Art. 14, LOGJCC.

      


      
        [89] Art. 15, LOGJCC.

      


      
        [90] Sentencia No. 007-09-SEP-CC, Caso: 0050-08-EP. SRO Nº 602, 1º de Junio del 2009: En esta sentencia se detalla el diferimiento de la audiencia a petición de la accionada, lo que sin duda, debe poderse aplicar también a una petición del accionante.

      


      
        [91] Art. 14, LOGJCC.

      


      
        [92] Art. 22, RSCC.

      


      
        [93]Art. 57, LOGJCC.

      


      
        [94] Art. 14, LOGJCC.

      


      
        [95] Reglas de Procedimiento para el Ejercicio de las Competencias de la Corte Constitucional para el Período de Transición: Art. 52 letra b.

      


      
        [96] Sentencia No. 001-09-SEP-CC, Caso: 0084-09-EP. Juez Constitucional Ponente: Dr. Roberto Bhrunis Lemarie, SRO Nº 571, 16 de Abril del 2009.

      


      
        [97] Sentencia N° 021-09-SEP-CC, Caso: 0177-09-EP, Quito, D. M., 13 de agosto del 2009, Jueza Constitucional Sustanciadora:doctora Nina Pacari Vega, SRO Nº 25, 14 de Septiembre del 2009, citando a Ferrajoli.

      


      
        [98] Sentencia No. 003-09-SEP-CC, Caso: 0064-08-EP. Jueza Sustanciadora: Dra. Nina Pacari Vega; Sentencia No. 007-09-SEP-CC, Caso: 0050-08-EP, Jueza Sustanciadora:Dra. Nina Pacari Vega, SRO Nº 602, 1º de Junio del 2009; sentencia N° 021-09-SEP-CC, Caso: 0177-09-EP Quito, D. M., 13 de agosto del 2009, Jueza Constitucional Sustanciadora:doctora Nina Pacari Vega, SRO Nº 25, 14 de Septiembre del 2009.

      


      
        [99] Sentencia N° 026-09-SEP-CC, Caso: 0126-09-EP, Juez Sustanciador:doctor Edgar Zárate Zárate, SRO Nº 54, 26 de Octubre del 2009; cita de Carlos Bernal Pulido, El Derecho de los Derechos, Universidad Externado de Colombia, Bogotá 2005.

      


      
        [100] Sentencia Nº 0011-10-SEP-CC, Caso Nº 0529-09-EP, Quito, D. M., 08 de abril de 2010, Juez Constitucional Sustanciador: Dr. Roberto Bhrunis Lemarie, SRO Nº 183, 30 de Abril del 2010.

      


      
        [101] Sentencia N° 018-09-SEP-CC, Caso: 0166-09-EP, Quito, D. M., 23 de julio del 2009, Declárase improcedente la acción extraordinaria de protección presentada por Juan Carlos Criollo Tabango y Norma Graciela Pinto Tabango, Juez Constitucional Sustanciador: Dr. Hernando Morales Vinueza SRO, 7 de Agosto del 2009.

      


      
        [102] Sentencia Nº 022-10-SEP-CC, Caso Nº 0049-09-EP, Quito, D. M., 11 de mayo de 2010, Acéptase parcialmente la acción extraordinaria de protección de-mandada por el Banco del Pacífico y déjase sin efecto la sentencia emitida por la Segunda Sala de Conjueces de lo Civil y Mercantil de la ex Corte Suprema de Justicia en el Recurso de Casación Nº 100-2003, Ponencia: Dr. Patricio Herrera Betancourt y Dr. Luis Jaramillo Gavilanes, SRO Nº 202, 28 de Mayo del 2010.

      


      
        [103] Sentencia N.º 017-10-SEP-CC, Caso N.º 0241-09-EP, Acéptase la acción extraordinaria de protección planteada por el Presidente Ejecutivo de TAME, Teniente General César Alfonso Naranjo Anda, y déjase sin efecto la sentencia en la cual se aceptó el recurso de casación interpuesto contra la sentencia dictada por el Tribunal Distrital Nº 1 de lo Contencioso Administrativo de Quito el 6 de febrero del 2006, Juez Constitucional Ponente: Doctor Patricio Herrera Betancourt, SRO Nº 228, 5 de Julio del 2010 –hay cuatro votos salvados.

      


      
        [104] Sentencia Nº 0011-10-SEP-CC, Caso Nº 0529-09-EP, Quito, D. M., 08 de abril de 2010, Niégase la acción extraordinaria de protección planteada por el economista Fernando Guijarro Cabezas, Director General del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, Juez Constitucional Sustanciador: Dr. Roberto Bhrunis Lemarie, SRO Nº 183, 30 de Abril del 2010.

      


      
        [105] Sentencia N. º 0009-10-SEP-CC, Caso N. º 0595-09-EP, Quito, D. M., 08 de abril de 2010, Deséchase la demanda de acción extraordinaria de protección planteada por la abogada Silvia Elena Buendía Silva, en razón de no haberse constatado la vulneración de derechos alegada Juez Constitucional Sustanciador: Doctor Hernando Morales Vinueza, SRO Nº 183, 30 de Abril del 2010.

      


      
        [106] Sentencia Nº 022-10-SEP-CC, Caso N. º 0049-09-EP, D. M., 11 de mayo de 2010, Acéptase parcialmente la acción extraordinaria de protección de-mandada por el Banco del Pacífico y déjase sin efecto la sentencia emitida por la Segunda Sala de Conjueces de lo Civil y Mercantil de la ex Corte Suprema de Justicia en el Recurso de Casación Nº 100-2003, Quito, Ponencia: Dr. Patricio Herrera Betancourt y Dr. Luis Jaramillo Gavilanes, SRO Nº 202, 28 de Mayo del 2010.

      


      
        [107] Sentencia Nº 014-10-SEP-CC, Caso Nº 0371-09-EP, Quito, D. M., 15 de abril del 2010, Acéptase la acción extraordinaria de protección planteada por el señor Javier Espinosa Terán, Gerente General de la Compañía AUTEC S. A, Juez Constitucional Ponente:Dr. Patricio Herrera Betancourt, SRO Nº 192, 13 de Mayo del 2010.

      


      
        [108] Sentencia Nº 003-10-SEP-CC, Caso Nº 0290-09-EP, Quito D. M., 13 de Enero de 2010, Acéptase la acción extraordinaria de protección planteada en contra de la sentencia de casación de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia del 23 de marzo del 2009, dejándola sin efecto, Jueza Constitucional Sustanciadora: Dra. Ruth Seni Pinoargote, SRO Nº 117, 27 de Enero del 2010.

      


      
        [109] Sentencia N° 023-09-SEP-CC, Caso: 0399-09-EP, Quito, D. M., 24 de septiembre del 2009, Juez Sustanciador: doctor Diego Pazmiño Holguín, SRO Nº 43, 8 de Octubre del 2009.

      


      
        [110] Sentencia Nº 020-10-SEP-CC, Caso N.º 0583-09-EP, Quito, D. M., 11 de mayo de 2010, Acéptase la acción extraordinaria de protección planteada por el señor José Aurelio Fabara Figueroa, Presidente de la Compañía Vial Fabara y Asociados Cía. Ltda., Juez Constitucional Ponente: Doctor Patricio Herrera Betancourt, SRO Nº 228, 5 de Julio del 2010.

      


      
        [111] 2010 Sentencia Nº 0010-10-SEP-CC, Caso Nº 0502-09-EP, Juez Constitucional Sustanciador (A):Dr. Luis Jaramillo Gavilanes, SRO Nº 177, 22 de Abril del 2010.

      


      
        [112] Casos : 0125-09-EP Y 0171-09-EP (ACUMULADOS), Acéptanse las acciones extraordinarias de protección formuladas por los accionantes, en virtud de existir violación al derecho de igualdad formal, por no haberse aplicado, con respecto a todos los procesados, la amnistía concedida por la Asamblea Constituyente, dictada mediante Resolución sin número de la Asamblea Constituyente, publicada en el SRO No. 378 del 10 de julio del 2008; en consecuencia, dispónese a la Primera Sala Penal de la Corte Nacional de Justicia la aplicación inmediata de dicha amnistía, Juez Constitucional Sustanciador: Dr. Patricio Pazmiño Freire, SRO Nº 637, 20 de Julio del 2009

      


      
        [113] Sentencia Nº 014-10-SEP-CC, D. M., Caso N.º 0371-09-EP, 15 de abril del 2010, Acéptase la acción extraordinaria de protección planteada por el señor Javier Espinosa Terán, Gerente General de la Compañía AUTEC S. A, Quito, Juez Constitucional Ponente:Dr. Patricio Herrera Betancourt, SRO Nº 192, 13 de Mayo del 2010

      


      
        [114] Sentencia Nº 023-10-SEP-CC, Caso N.º 0490-09-EP, Quito, D. M., 11 de mayo de 2010, Niégase la acción extraordinaria de protección, Jueza Constitucional Ponente: Doctora Nina Pacari Vega, SRO Nº 202, 28 de Mayo del 2010.

      


      
        [115] Sentencia N.º 016-10-SEP-CC, Casos N° 0092-09-EP y 0619-09-EP Acumulados, Quito, D. M., 29 de abril del 2010, Acéptanse las acciones extraordinarias de protección planteadas por las empresas Petroecuador y Oleoducto de Crudos Pesados; declárase la existencia de violación de los derechos a la tutela judicial efectiva, el debido proceso y la seguridad jurídica, déjase sin efecto la sentencia de casación emitida por la Primera Sala de lo Civil y Mercantil de la ex Corte Suprema de Justicia del 28 de julio del 2008, en el juicio ordinario 138-2007; y, dispónese que la Sala de Conjueces de la Primera Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte Nacional de Justicia proceda a dictar la sentencia correspondiente tomando en cuenta las disposiciones constitucionales y legales pertinentes, Juez Sustanciador:Dr. Hernando Morales Vinueza, SRO Nº 202, 28 de Mayo del 2010

      


      
        [116] Sentencia N.º 015-10-SEP-CC, Caso N.º 0135-09-EP, Quito, D. M., 15 de abril del 2010, Acéptase la acción extraordinaria de protección planteada por el Ministerio de Finanzas, signada con el Nº 0135-09-EP, mediante la cual se impugna el auto dictado el 18 de febrero del 2008, por los jueces del Tribunal Distrital Nº 2 de lo Contencioso Administrativo, con sede en Guayaquil, el cual rechazó el recurso de casación interpuesto contra la sentencia dictada el 23 de mayo del 2005, Juez Sustanciador: Dr. Patricio Herrera Betancourt, SRO Nº 196, 19 de Mayo del 2010

      


      
        [117] Sentencia No. 011-09-SEP-CC, Caso: 0038-08-EP, Ponencia: Dr. Edgar Zárate Zárate, SRO Nº 637, 20 de julio de 2009. Cita a: Tribunal Constitucional del Perú, Exp. N° 1612-2003-AA/TC, disponible en Internet enhttp://tc.gob.pe/jurisprudencia/2003/01612-2003-AA.html. También, Carlos Bernal Pulido, El Derecho de los derechos, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2005.

      

    


 
    

    TÉCNICAS DE APROXIMACIÓNPARA LA ELABORACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LA SENTENCIA


    "El juez constitucional debe esforzarse por hallar las interpretaciones que mejor sirvan a la óptima defensa de los derechos fundamentales. La legitimidad de una Corte Constitucional depende fuertemente de la capacidad de argumentar su interpretación de la Constitución y apelar mediante tal interpretación a las opciones y valores ciudadanos. Como bien lo dice Robert Alexy: los jueces constitucionales ejercen una "representación argumentativa"[118].


    Retroactividad en la aplicación de las normas constitucionales


    La Corte Constitucional, señalando el contenido garantista de la Constitución de 2008, dispone que los derechos constitucionales al debido proceso y la tutela judicial efectiva, también deben aplicarse a resoluciones dictadas con anterioridad a la vigencia de la nueva Constitución.


    Armonización de los derechos constitucionales


    Se contrastan lo métodos de jerarquización y de ponderación de los derechos constitucionales con la determinación de su "contenido esencial". Más bien que determinar "limitaciones, garantías y balances" entre derechos constitucionales diferentes, procede la armonización de los derechos aparentemente contradictorios entre sí, para lo cual se requiere determinar su "contenido esencial" y también contemplan "los límites internos de cada derecho en litigio, hacia su naturaleza, el bien que protegen, su finalidad y su ejercicio funcional." Se cita el Tribunal Constitucional español que encuentra el "contenido esencial" acudiendo a la concepción del derecho y el interés jurídicamente protegido como "núcleo y médula de los derechos subjetivos."[119]


    Iura novit curia


    La Corte Constitucional "está plenamente facultada para analizar y pronunciarse sobre una serie de aspectos no argüidos por las partes y que podrían devenir en vulneraciones a derechos constitucionales."[120]


    SENTENCIA EN LA ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN


    


    Efectos de las sentencias


    En la AEP el juez no declara la inconstitucionalidad de las resoluciones firmes y ejecutoriadas, sino que procede a "reparar, de manera integral, las presuntas vulneraciones a derechos constitucionales y al debido proceso."[121]


    La sentencia de la AEP puede:


    1. Dejar sin efecto la sentencia impugnada, aceptando total o parcialmente la demanda[122].


    2. Disponer que se "retrotraiga" el proceso a un momento procesal donde se produjo la vulneración de derechos reclamada[123].


    3. Disponer que el tribunal a quo proceda a dictar "la sentencia tomando en cuenta las disposiciones constitucionales y legales pertinentes. …"[124].


    Adicionalmente, en diferentes sentencias se encuentran órdenes para:


    1. Reliquidación de remuneraciones del accionante durante el tiempo que desempeñó un cargo público del cual se lo declaró cesante[125].


    2. Que el tribunal a quo nombre peritos para efectuar nuevos avalúos del inmueble[126].


    3. Disponer "la inmediata libertad del accionante"[127].


    Sentencias integradoras y sentencias aditivas


    La sentencia de la Acción de Inconstitucionalidad que declara la inconstitucionalidad de una norma legal, en efecto la expulsa del ordenamiento jurídico. La Corte contempla adicionalmente la reparación que corresponde en casos de ausencia u omisión normativa a través de sentencias "integradoras" y "aditivas". No obstante que en alguna parte de la sentencia que se cita a continuación se niega que el juez constitucional esté legislando. Más adelante, en la referencia a las sentencias "aditivas" se afirma que "actúa como un auténtico legislador positivo…que crea una norma nueva que es ley para los aplicadores del derecho": "la omisión legislativa que genera un vacío legal, es cubierta por la labor interpretativa de la Corte Constitucional. Se podría decir, entonces, que la omisión derivada de la norma significa exclusión, por lo que, la eliminación de esa omisión implica incluir, en el acceso a la justicia, a la accionante que ha sido marginada o discriminada como producto del vacío legal."[128] La LOGJCC establece el "Control constitucional de las omisiones normativas"[129].


    No se explica cómo la aplicación de la "labor interpretativa" de la Corte en una AEP se compagina con la competencia que ostenta la misma Corte en el examen de omisiones normativas con similares efectos en ambas acciones, especialmente porque la Corte ha manifestado expresamente que una AEP no se puede pronunciar sobre una inconstitucionalidad,[130] y aplicando la misma lógica se deduciría que tampoco en una AEP se puede pronunciar sobre omisiones normativas, aunque en el caso citado no sé tal vez la interpretación de la sentencia es la única vía expedita para hacer justicia a la accionante.


    Para "…asegurar la integridad y la supremacía de la Constitución, (la Corte) debe incorporar en el orden legal los mandatos constitucionales. Por ello, si el juez para decidir un caso, se encuentra frente a una indeterminación legal, ya sea porque el enunciado legal es insuficiente, …, ya sea porque el enunciado es contrario a la Constitución, el juez debe proyectar los mandatos constitucionales directamente al caso, …". Se niega que en este caso el juez constitucional esté legislando, sino aplicando el "principio de efectividad"[131].


    En las sentencias aditivas, "el juez constitucional actúa como un auténtico legislador positivo, ya que crea una norma nueva que es ley para los aplicadores del Derecho pero que no ha sido querida o establecida por el legislador".


    Efecto vinculante de las sentencias


    "De conformidad con lo dispuesto en el artículo 436, numeral 6de la Constitución de la República, la Corte Constitucional es competente para expedir sentencias que constituirán jurisprudencia vinculante respecto de las acciones extraordinarias de protección."[132]


    
      
        [118] Sentencia N° 014-09-SEP-CC, Caso: 0006-08-EP, Quito, D. M., 21 de julio de 2009, Deséchase la acción extraordinaria de protección planteada por Víctor Hugo Castillo Villalonga en contra de la sentencia dictada el 22 de octubre del 2008 por los Magistrados de la II Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia, señores doctores: Luis Abarca Galeas, Rodrigo Serrano Valarezo y Máximo Ortega Ordóñez, dentro del juicio: Recurso de Revisión N° 100-KA-08, Ponencia: Doctores Nina Pacari Vega y Roberto Bhrunis Lemarie. RO Nº 648, 4 de Agosto del 2009.

      


      
        [119] Sentencia Nº 003-10-SEP-CC, Caso Nº 0290-09-EP, Quito D. M., 13 de Enero de 2010, Acéptase la acción extraordinaria de protección planteada en contra de la sentencia de casación de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia del 23 de marzo del 2009, dejándola sin efecto, Jueza Constitucional Sustanciadora: Dra. Ruth Seni Pinoargote, SRO Nº 117, 27 de Enero del 2010.

      


      
        [120] Sentencia Nº 0010-10-SEP-CC, Caso Nº 0502-09-EP, Juez Constitucional Sustanciador (A):Dr. Luis Jaramillo Gavilanes, SRO Nº 177, 22 de Abril del 2010.

      


      
        [121] Sentencia N° 015-09-SEP-CC, Caso: 0031-08-EP, Jueza Constitucional Ponente: doctora Ruth Seni Pinoargote, SRO Nº 651, 7 de Agosto del 2009.

      


      
        [122] Sentencia Nº 003-10-SEP-CC, Caso Nº 0290-09-EP, Quito D. M., 13 de Enero de 2010, Acéptase la acción extraordinaria de protección planteada en contra de la sentencia de casación de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia del 23 de marzo del 2009, dejándola sin efecto, Jueza Constitucional Sustanciadora: Dra. Ruth Seni Pinoargote, SRO Nº 117, 27 de Enero del 2010.

      


      
        [123] Sentencia Nº 0004-10-SEP-CC, Caso Nº 0388-09-EP, Declárase la existencia de la violación a los derechos de la tutela judicial efectiva y debido proceso y, en consecuencia, acéptase la acción extraordinaria de protección planteada por Freddy Martín Romero Romoleroux, Juez Sustanciador: Dr. Hernando Morales Vinueza,SRO Nº 159, 26 de Marzo del 2010; Sentencia Nº 0004-10-SEP-CC, Caso N. º 0388-09-EP, Quito, D. M., 24 de febrero del 2010, Acéptase la acción extraordinaria de protección planteada por el señor Faisal Antonio Misle Zaidan, por haberse demostrado la violación de los derechos de tutela judicial efectiva y seguridad jurídica, Juez Sustanciador: Dr. Hernando Morales Vinueza, SRO Nº 159, 26 de Marzo del 2010; Sentencia N.º 014-10-SEP-CC, Caso Nº 0371-09-EP, Quito, D. M., 15 de abril del 2010, Acéptase la acción extraordinaria de protección planteada por el señor Javier Espinosa Terán, Gerente General de la Compañía AUTEC S. A, Sentencia Nº 014-10-SEP-CC, Caso Nº 0371-09-EP, Juez Constitucional Ponente:Dr. Patricio Herrera Betancourt, SRO Nº 192, 13 de Mayo del 2010

      


      
        [124] Sentencia N.º 016-10-SEP-CC, Casos N° 0092-09-EP y 0619-09-EP, Quito, D. M., 29 de abril del 2010, Acumulados, Juez Sustanciador:Dr. Hernando Morales Vinueza, SRO Nº 202, 28 de Mayo del 2010

      


      
        [125] Sentencia N. º 003-10-SEP-CC, Caso N º 0290-09-EP, Quito D. M., 13 de Enero de 2010, Acéptase la acción extraordinaria de protección planteada en contra de la sentencia de casación de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia del 23 de marzo del 2009, dejándola sin efecto, Jueza Constitucional Sustanciadora: Dra. Ruth Seni Pinoargote, SRO Nº 117, 27 de Enero del 2010

      


      
        [126] Sentencia N. º 0005-10-SEP-CC, Caso N. º 0041-09-EP,Quito, D. M., 24 de febrero del 2010, Niégase la acción extraordinaria de protección deducida por el señor Vicente Antonio Habze Auad, por los derechos que representa de la compañía Panificadora Automática Rey Pan C. A., por improcedente Juez Sustanciador: Dr. MSc. Alfonso Luz Yunes, SRO Nº 159, 26 de Marzo del 2010

      


      
        [127] Sentencia N° 026-09-SEP-CC, Caso: 0126-09-EP, Juez Sustanciador:doctor Edgar Zárate Zárate, SRO Nº 54, 26 de Octubre del 2009

      


      
        [128] Acéptase la acción extraordinaria de protección planteada por Julia Celmira Jaramillo Jiménez, Quito D. M., 19 de mayo de 2009, Sentencia No. 007-09-SEP-CC, Caso: 0050-08-EP. SRO Nº 602, 1º de Junio del 2009, Jueza Sustanciadora:Dra. Nina Pacari Vega.

      


      
        [129] "Capítulo IX Control constitucional de las omisiones normativas. Art. 128.- Alcance.-El control abstracto de constitucionalidad comprende el examen de las omisiones normativas, cuando los órganos competentes omiten un deber claro y concreto de desarrollar normativamente los preceptos constitucionales. Este control se sujetará al régimen general de competencia y procedimiento del control abstracto de constitucionalidad."

      


      
        [130] "En el evento de que esta Corte declarare la inconstitucionalidad de sentencias o autos a partir de una acción extraordinaria de protección, atentaría directamente contra el principio de interpretación sistemática de la Constitución, que en lo principal propugna que la interpretación de los distintos preceptos constitucionales, se haga de manera integral, de esa forma se evitará que la interpretación de uno de ellos prive de eficacia a otro. En este caso, atribuirle efectos de inconstitucionalidad a la acción extraordinaria de protección no solo que desnaturalizaría a esta garantía, sino que, incluso, privaría de eficacia a la acción pública de inconstitucionalidad prevista en el artículo 436 numeral 2 de la Constitución de la República." (Sentencia N° 015-09-SEP-CC, Caso: 0031-08-EP, Quito, D. M., 23 de julio de 2009. Jueza Constitucional Ponente: doctora Ruth Seni Pinoargote, SRO Nº 651, 7 de Agosto del 2009).

      


      
        [131] Ibídem.

      


      
        [132] Sentencia No. 007-09-SEP-CC, Caso: 0050-08-EP. SRO Nº 602, 1º de Junio del 2009.

      

    


 
    

    TEXTOS CITADOS DE LAS SENTENCIAS


    Antecedentes jurídicos constitucionales


    “Es precisamente a partir del principio de hermenéutica constitucional que ha de comprenderse el alcance de los derechos constitucionales fundamentales, el acceso a la administración de justicia y a un debido proceso sin dilaciones injustificadas. Dentro del marco jurídico contenido en el artículo 1 de la Constitución de la República “el Ecuador es un Estado Constitucional de derechos […]”. Para evidenciar el deber de revisar los fallos del Tribunal Contencioso Electoral, cabe identificar el significado de Estado Constitucional, lo cual implica un constitucionalismo rígido, a saber existen los siguientes cambios: a) un cambio de paradigma del derecho, se afirma que el principio de legalidad es una norma en la cual se reconoce el derecho positivo existente; b) subordinación de la legalidad a la Constitución, jerárquicamente superior a las leyes; y, c) evidencia la verificación del precedente. Ante todo cambian las condiciones de las leyes y de los fallos de la justicia ordinaria y electoral en este caso, la finalidad es generar una coherencia con el contenido de los principios constitucionales.


    El constitucionalismo, impone también las obligaciones y prohibiciones de contenido, correlativos a los derechos de libertad y otros derechos sociales. 2 El Estado de derechos esquematiza una evolución histórica en relación al derecho (Estado Liberal de Derecho), pues en sentido amplio implica que todos los poderes públicos y privados, están sometidos a los derechos y controles contenidos en la Constitución de la República, dentro de este contexto se materializa el principio de Supremacía Constitucional contenido en el artículo 424 de la Constitución vigente que dice:


    ‘La Constitución es la norma suprema y prevalece sobre cualquier otra del ordenamiento jurídico. Las normas y los actos del poder público deberán mantener conformidad con las disposiciones constitucionales; en caso contrario carecerán de eficacia jurídica.’


    (GARCÍA Villegas Furicio y UPRIMNY Rodrigo, ¿Qué hacer con la tutela contra sentencias?” Tomado de: Yepesdejusticia.org/admin/file.php?table=documentos_publicacion&field=archivo&id=25)


    “En un Estado Constitucional de Derechos, como el adoptado por nuestro país con la Constitución de la República del Ecuador del 2008, la persona humana debe ser el objetivo primigenio, donde la misma aplicación e interpretación de la ley sólo sea posible en la medida que esta normativa se ajuste y no contradiga la Carta Fundamental y la Carta Internacional de los Derechos Humanos.


    En este marco, la Corte Constitucional está llamada a cumplir dos objetivos fundamentales: salvaguardar y defender el principio de la supremacía constitucional; y proteger los derechos, garantías y libertades públicas.”


    (Sentencia No. 007-09-SEP-CC, Caso: 0050-08-EP. SRO Nº 602, 1º de junio de 2009)


    La Acción Extraordinaria de Protección procede con la finalidad de proteger los derechos que se encuentren vulnerados por las sentencias, autos definitivos y resoluciones con fuerza de sentencia, definitiva y ejecutoriada, conforme mandato constitucional contenido en los artículos 94 y 437 que dicen:


    Art. 94.- “La Acción Extraordinaria de Protección procederá contra sentencias o autos definitivos en que se haya violado por acción u omisión derechos reconocidos en la constitución, y se interpondrá ante la Corte Constitucional”


    Art. 437 “[…] constará el cumplimento de los siguientes requisitos:


    1. Que se trate de sentencias, autos y resoluciones firmes o ejecutoriadas;


    2. Que el recurrente demuestre que en el juzgamiento se ha violado, por acción u omisión, el debido proceso u otros derechos reconocidos en la Constitución.”


    (Sentencia No. 001-09-SEP-CC, SRO Nº 571, 16 de abril de 2009. Caso: 0084-09-EP. Juez Constitucional Ponente: Dr. Roberto Bhrunis Lemarie).


    “…atribuirle efectos de inconstitucionalidad a la acción extraordinaria de protección no solo que desnaturalizaría a esta garantía, sino que, incluso, privaría de eficacia a la acción pública de inconstitucionalidad prevista en el artículo 436 numeral 2 de la Constitución de la República.


    Así también, y corroborando la equivocada pretensión del accionante en la presente acción (que se declare la ilegalidad de las sentencias y autos), obra del proceso, que la accionante, con fecha 28 de mayo del 2007, planteó juicio de nulidad de la sentencia ejecutoriada pronunciada en el Juicio Ejecutivo Nº 495-A- 97, mismo que fue aceptado a trámite el 13 de junio del 2007 y que actualmente se tramita en el Juzgado Quinto de lo Civil del Guayas con el número 365-C- 2007. A partir de ello, se colige que la accionante pretende que esta Corte se pronuncie sobre la ilegalidad de la sentencia y autos demandados, cuando existe un proceso atinente al objeto central de esta acción, ventilándose en la actualidad ante la justicia ordinaria.


    (Sentencia N° 015-09-SEP-CC, Caso: 0031-08-EP, Quito, D. M., 23 de julio de 2009, Jueza Constitucional Ponente: doctora Ruth Seni Pinoargote, SRO Nº 651, 7 de agosto de 2009).


    Casación como examen de legalidad


    “Si bien es cierto que en la sentencia se han enunciado preceptos constitucionales que obviamente deben ser observados por todos los juzgadores y juzgadoras, al resolver un recurso extraordinario como es la casación, es menester determinar en la especie si existen o no violaciones de la ley en la sentencia; es decir, la naturaleza de la casación corresponde a un examen de legalidad, existiendo otros mecanismos para determinar la constitucionalidad cuando se consideren violados los derechos.”


    (Sentencia Nº 003-10-SEP-CC, Caso Nº 0290-09-EP, Quito D. M., 13 de enero de 2010, Acéptase la acción extraordinaria de protección planteada en contra de la sentencia de casación de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia del 23 de marzo de 2009, dejándola sin efecto, Jueza Constitucional Sustanciadora: Dra. Ruth Seni Pinoargote, SRO Nº 117, 27 de enero de 2010).


    “… el recurrente puede interponer el recurso de casación inmediatamente de notificada la sentencia, o luego de sustanciada la aclaración o ampliación, es decir, que interpuesto el recurso en la primera circunstancia no se obra contra la norma, siendo cosa distinta si se lo interpusiera fuera de término, en cuyo caso cabría su inadmisión, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 7 de la Ley de Casación.


    … lo acertado, diligente y responsable hubiese sido que el Tribunal Contencioso, siendo consecuente con su análisis de que primero se agote la aclaración para luego sustanciar la casación, dicte una providencia dando a conocer que se ha solicitado aclaración y ampliación y que el recurso de casación debía esperar o que no procedía por ser prematuro, con lo cual se subsanaba, de manera cruzada entre los demandados en el juicio 025-04-3, la falta de información en cuanto a los tiempos; por lo que el Ministerio de Finanzas, desde el análisis e interpretación que hace esta Corte del texto del artículo 5 de la Ley de Casación, podía optar por presentar el pedido de aclaración o directamente interponer el recurso de casación, y lo hizo por esta última alternativa.


    (Sentencia N.º 015-10-SEP-CC, Caso N.º 0135-09-EP, Quito, D. M., 15 de abril del 2010, Acéptase la acción extraordinaria de protección planteada por el Ministerio de Finanzas, signada con el Nº 0135-09-EP, mediante la cual se impugna el auto dictado el 18 de febrero del 2008, por los jueces del Tribunal Distrital Nº 2 de lo Contencioso Administrativo, con sede en Guayaquil, el cual rechazó el recurso de casación interpuesto contra la sentencia dictada el 23 de mayo del 2005, Juez Sustanciador: Dr. Patricio Herrera Betancourt, SRO Nº 196, 19 de Mayo del 2010).


    La competencia de la Corte Constitucional


    “Es en este escenario, de un Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social, democrático, soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico como el nuestro, conforme lo señala el artículo 1 de la Constitución de la República del Ecuador, que la acción extraordinaria de protección, establecida en el artículo 94 de la Norma Suprema, edifica una múltiple garantía de protección a favor de la víctima de violación de derechos constitucionales o del debido proceso, bien sea por la acción u omisión en sentencias o autos definitivos dictados por un órgano de la Función Judicial; por ende, cuando se refiera a un derecho constitucional violado por acción u omisión, su reclamo de tutela, debe plantearse ante una instancia diferente de la que expidió el fallo presuntamente infractor; esto es, que en el caso de sentencias judiciales, la instancia distinta a la función Judicial, la competente, es la Corte Constitucional.”


    (Sentencia N° 014-09-SEP-CC, Caso: 0006-08-EP, D. M., 21 de julio de 2009, Deséchase la acción extraordinaria de protección planteada por Víctor Hugo Castillo Villalonga en contra de la sentencia dictada el 22 de octubre del 2008 por los Magistrados de la II Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia, señores doctores: Luis Abarca Galeas, Rodrigo Serrano Valarezo y Máximo Ortega Ordóñez, dentro del juicio: Recurso de Revisión N° 100-KA-08 Quito, Ponencia: Doctores Nina Pacari Vega y Roberto Bhrunis Lemarie, Registro Oficial Nº 648, del 4 de agosto de 2009).


    “…como lo ha señalado la Corte Constitucional de Colombia, en la Sentencia número T- 808/07 “(…) la procedencia de la tutela contra sentencias no habilita al juez constitucional para pronunciarse sobre todos los extremos de la litis. Su competencia se limita, exclusivamente, a estudiar la posible violación de los derechos fundamentales a raíz de la decisión impugnada y sólo cuando ya no existe un recurso judicial ordinario para estudiar esta cuestión. Justamente por esta razón, para evitar una ilegítima usurpación de competencias, el juez tiene la carga de demostrar, de manera clara y suficiente, que el asunto sobre el cual se pronuncia se refiere, no a una cuestión de aquellas que le competen al juez ordinario como la simple interpretación del derecho legislado o la valoración de las pruebas, sino a una cuestión de estricta relevancia constitucional. (…)” Sentencia Nº T-808/2007, Corte Constitucional de Colombia, pág. electrónica:


    www.corteconstitucional.gov.co,


    (Sentencia No. 006-09-SEP-CC, Caso: 0002-08-EP, Deséchase la acción extraordinaria de protección planteada por José Ricardo Serrano Salgado, Ministro de Minas y Petróleos (E), Juez Sustanciador: Dr. Edgar Zárate Zárate, SRO Nº 605, 4 de junio de 2009).


    “Conforme queda analizado, la Corte Constitucional es competente para conocer las acciones extraordinarias de protección, mediante las cuales se impugnan decisiones judiciales, en tanto que los jueces y juezas de la República son competentes para conocer las acciones de protección, mediante las cuales se impugnan actos de autoridad pública, en ambos casos, por vulneración de derechos de las personas. Se debe aclarar que tanto en la una acción como en la otra, es posible revisar las violaciones al debido proceso garantizado constitucionalmente, es decir, aquellas en las que se incurra en procesos judiciales o en procesos administrativos, pero como queda analizado, la revisión de estas violaciones se realiza, respectivamente, por los jueces, en acción de protección, o la Corte Constitucional, en acción extraordinaria de protección, conforme las competencias constitucionalmente otorgadas.”


    (Sentencia No. 013-09-SEP-CC, Caso: 0232-09-EP, Quito, D. M., 14 de julio de 2009, Deséchase la acción extraordinaria de protección presentada por el señor Miguel Romeo Cruz Andrade, Gerente de la Compañía Ejecutrans S. A. Juez Constitucional Sustanciador: Dr. Manuel Viteri Olvera, SRO Nº 638, 21 de julio de 2009).


    Parámetros de la Acción Extraordinaria de Protección


    “Ante situaciones bastante delicadas y anómalas que pueden y/o podrían proponerse ante la Corte Constitucional por esta acción, buscando la anulación de la decisión judicial, caben precisarse ciertos límites y/o parámetros que debe observar la acción extraordinaria de protección.


    Es, precisamente, en aquella distinción entre las causas que son susceptibles de acción extraordinaria de protección, en donde radica la importancia del rol que cumple la Corte Constitucional, puesto que mediante un ejercicio valorativo, este órgano constitucional debe revisar, para su admisión, si se cumple con dos requisitos:


    1) Que se trate de fallos, vale decir, sentencias, autos y resoluciones firmes y ejecutoriadas; y,


    2) Que el accionante demuestre que en el juzgamiento, ya sea por acción u omisión, se ha violado el debido proceso u otros derechos reconocidos en la Constitución.


    En lo que tiene que ver a la procedencia de esta acción, se deben observar los siguientes requerimientos:


    1) Que exista una violación contra un derecho constitucional, ya sea por acción u omisión; en este caso, de aquellos que tienen por destinatario al juez en su función de interpretar y aplicar el derecho y que a su vez, generan obligaciones, ya sea de hacer o no hacer, cuyo incumplimiento no puede carecer de vías de exigibilidad en un estado constitucional de derechos y justicia social como el nuestro. Cabe señalar que la acción extraordinaria de protección tiene su fundamento, además, en la Convención Americana de Derechos Humanos, artículos 43, 44 y 63.


    2) Que la violación contra un derecho constitucional, ya sea por acción u omisión, se produzca en la parte resolutiva de la sentencia, sin que exista otro mecanismo idóneo para reclamar la prevalencia del derecho constitucional violado.


    3) Que la violación contra un derecho constitucional, ya sea por acción u omisión, pueda ser deducida de manera clara y directa, manifiesta, ostensible y evidente.


    4) Que la violación contra un derecho constitucional, ya sea por acción u omisión, por vía negativa queda excluida la posibilidad de practicar pruebas, a fin de determinar el contenido y alcance de la presunta violación a un derecho constitucional; y,


    5) Que no exista, a diferencia de la acción extraordinaria de protección, otro mecanismo idóneo de defensa judicial para reclamar el derecho constitucional violado, del cual puede predicarse la misma inmediatez y eficacia para la protección efectiva, idónea y real del derecho constitucional violado.


    En síntesis, se puede decir que la acción extraordinaria de protección procede cuando haya intervenido un órgano judicial; cuando dicha intervención haya tenido lugar en el juicio; cuando en el juicio se haya resuelto una cuestión justiciable mediante sentencia o auto definitivo; cuando el fallo cause agravio; cuando en el fallo se hayan violado, por acción u omisión, derechos reconocidos en la Constitución o Tratados Internacionales vigentes en el país, referentes a derechos humanos o a las reglas del debido proceso; cuando esta acción se haya propuesto una vez que se han agotado los recursos ordinarios y extraordinarios que se puedan proponer dentro del término legal, a no ser que la falta de interposición de estos recursos no pueda ser atribuible a la negligencia del titular del derecho constitucional violado; cuando estos requisitos subsistan al momento en que la Corte Constitucional resuelva; y, cuando el fallo o auto impugnado, sea una sentencia o auto definitivo de iguales características, vale decir definitivo; esto es, que la violación por acción u omisión de derechos reconocidos en la Constitución, en la sentencia o auto definitivo, sea consecuencia directa de dicha sentencia o auto expedido por un órgano de la función judicial, violación que se deduzca manifiesta y directamente de la parte resolutoria de la sentencia, ya que esto es lo que realmente vincula y produce efectos reales.


    La acción extraordinaria de protección sólo puede alegarse contra sentencias o autos expedidos por órganos de la Función Judicial que pongan fin al proceso.


    Cabe señalar que la violación de un derecho constitucional puede consistir en un acto u omisión del juez al dictar la sentencia o un auto definitivo, y esta acción u omisión debe violar derechos constitucionales, reglas del debido proceso o derechos constantes en los Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos; insistiéndose en que dicha violación debe ser manifiestamente ilegal o arbitraria en el caso concreto y por ello resultaría innecesario someter la controversia a un marco más amplio de debate o prueba, razón por la cual, esta acción, que como su nombre lo señala, es “extraordinaria”, no procedería en aquellas cuestiones dudosas o incompletas en la administración de justicia.


    Para decidir si cabe o no la acción extraordinaria de protección, … hay que investigar si el acto del juzgador viola o violó derechos constitucionales y si se han respetado o no las normas del debido proceso.


    A manera de corolario, en este apartado … cabe señalar que en materia constitucional exclusivamente, la que suscita la acción de protección constitucional extraordinaria y su definición e impugnación trata de que la Corte Constitucional únicamente examine la conformidad de la sentencia con los derechos constitucionales consagrados en la Constitución, pues la violación a un derecho constitucional le corresponde conocer a la Corte Constitucional en forma exclusiva actualmente.


    Cuando la Corte Constitucional conoce de una acción extraordinaria de protección, debe examinar si existían o no otros mecanismos de defensa judicial aplicables al caso; debe avaluar los hechos en que se basa la demanda y el alcance de derechos o garantías constitucionales violados y si resultan debidamente incluidos todos los aspectos relevantes para la protección inmediata, eficaz y completa del derecho o garantía constitucional violado en el aspecto probatorio y el de decisión del mecanismo alterno de defensa; pues de no ser así, cualquier aspecto del derecho constitucional del actor, no puede ser dictaminado por la Corte Constitucional a través de los procedimientos previstos para la protección, puesto que cualquier otra garantía que se reconozca carecería de sentido si no existe la posibilidad de ejercerla.”


    (Sentencia No. 007-09-SEP-CC, Caso: 0050-08-EP, Quito D. M., 19 de mayo de 2009, Acéptase la acción extraordinaria de protección planteada por Julia Celmira Jaramillo Jiménez, Jueza Sustanciadora:Dra. Nina Pacari Vega, SRO Nº 602, 1º de junio de 2009; sentencia N° 021-09-SEP-CC, Caso: 0177-09-EP, Quito, D. M., 13 de agosto de 2009, Jueza Constitucional Sustanciadora:doctora Nina Pacari Vega, SRO Nº 25, 14 de septiembre de 2009).


    Agotamiento de recursos disponibles


    “Art. 94 de la Constitución de la República:


    “…agotar todos los recursos ordinarios y extraordinarios…”


    Art. 52 literal c de la Constitución de la República:


    “que se hayan agotado todos los medios procesales de impugnación”


    De lo expuesto se concluye que existen dos dimensiones en las que se hacen referencia las normas (supra) mencionadas.


    En primer lugar, ¿a qué se refiere la Constitución con recursos ordinarios y extraordinarios? Esta clase de recursos son aquellos que se interponen respecto de autos y sentencias definitivas, es decir, no marcan el inicio de una causa, sino que en la continuidad del proceso existen decisiones que son sujetas a la interposición de recursos. Existen dos clases generales:


    a) los recursos horizontales, como son los de ampliación y aclaración; y,


    b) recursos verticales, como la apelación, nulidad y de hecho, los cuales generan competencia de la causa a una instancia superior de la Administración de Justicia, como son las Cortes Provinciales.


    Dentro de este género se encuentran los Recursos de Casación, Hecho y Revisión que interpuestos dentro del término indicado por la ley, generan competencia para que avoque conocimiento de esos recursos la Corte Nacional de Justicia. Las sentencias o autos sujetos de los recursos señalados suspenden la formación de la cosa juzgada material, hasta que hayan sido agotados, así como lo hace la falta de interposición de los referidos recursos.


    Por otro lado, ¿qué se debe entender por agotados todos los medios procesales? Cabe indicar que en este caso, el espectro de análisis es más amplio que el anterior, ya que por medios procesales se debe entender a las acciones judiciales que se generan con ocasión a la pretensión de la resolución de un conflicto que ingresa al sistema de justicia como por ejemplo la presentación de la demanda sobre un conflicto en particular. Ahora bien, existen demandas que se pueden presentar sobre procesos ya iniciados, pero no respecto de la misma causa o motivo que dio origen a la primera demanda, sino que más bien atañen a conflictos originados en el proceso o a los denominados incidentes dentro del juicio, como son: el juicio de recusación, de nulidad o los incidentes como las tercerías coadyuvantes y excluyentes.


    (Sentencia Nº 013-10-SEP-CC, Caso Nº 0212-09-EP, Quito, D. M., 15 de abril del 2010, Juez Sustanciador: Dr. Roberto Bhrunis Lemarie, SRO Nº 196, 19 de mayo de 2010).


    “Que el auto impugnado es un decreto con fuerza de sentencia y que textualmente dice: “Reclamo Administrativo Nro. 0001 – 2008.- Para Julia Jaramillo Jiménez, en la casilla judicial Nro. 772.- En Loja, a 21 de noviembre de 2008 a las 8h37.- Por cuanto la accionante no ha justificado haber dado cumplimiento previamente a lo establecido en la primera parte del Art. 418 del Código de Procedimiento Penal, me abstengo de tramitar la presente acción. En consecuencia devuélvase toda la documentación presentada, sin necesidad de dejar copias en el Tribunal.- Notifíquese.- F).- Dra. Mercy Hurtado Flores.- Presidenta Subrogante del Ttp-L.-”


    (Sentencia No. 007-09-SEP-CC, Caso: 0050-08-EP. SRO Nº 602, 1º de junio de 2009)


    “el auto de admisión del recurso de casación interpuesto por la Procuraduría General del Estado, no constituye un auto definitivo, pues, como se ha señalado, precisamente, permite que el juicio continúe hasta la decisión final que será adoptada por la Sala Especializada de la Corte Nacional de Justicia.”


    (Sentencia N° 017-09-SEP-CC, Caso: 0061-08-EP, Quito, D. M., 23 de julio de 2009, Juez Constitucional Ponente: Dr. MSc. Alfonso Luz Yunes, SRO Nº 651, 7 de agosto de 2009).


    “La sentencia cuestionada, por la forma, respeta las normas del juicio de razonabilidad, que según Manuel Atienza debe contener: a) respetar las normas de la lógica deductiva, así se evidencia que entre las premisas y los considerandos existe coherencia; b) respetar los principios de razonabilidad práctica,…”


    (Sentencia No. 001-09-SEP-CC, Caso: 0084-09-EP. Juez Constitucional Ponente: Dr. Roberto Bhrunis Lemarie, SRO Nº 571, 16 de abril de 2009).


    Impugnación de autos


    “Respecto de los autos definitivos que son motivo de revisión de esta Corte Constitucional a través de Acción Extraordinaria de Protección, cabe señalar lo contenido en el numeral 1 del artículo 437 de la Constitución del República, ad fine de su primera parte dice: “[…] autos definitivos, y resoluciones con fuerza de sentencia.”


    En general, un auto es un acto procesal, de tribunal o juez, plasmado en una resolución judicial fundamentada expresamente, que decide sobre el fondo, incidentes o cuestiones previas según lo alegado o probado por las partes. En plural, la palabra “autos”, significa expediente. Las principales clases de auto son:


    1. Mera interlocutoria o providencia.[133]


    2. Auto interlocutorio simple.[134] (AIS)


    3. Auto interlocutorio definitivo.[135] (AID)


    4. Auto de vista.[136]


    5. Auto supremo.[137]


    Auto Interlocutorio Definitivo (Art. 276 CPC).- Resolución judicial que tiene fuerza de sentencia, por cuanto excepcionalmente, deciden o definen una situación jurídica determinada y el auto de verbigracia que alude a una excepción perentoria, auto final de instrucción sobreseyendo al imputado, auto de reposición de obrados, auto que declara contencioso un proceso, auto de deserción, etc.[138]


    Mero Interlocutoria o Providencia (CPC, 270 y 271).- Acto procesal de tribunal plasmado en una resolución judicial no fundada expresamente, que decide sobre cuestiones de mero trámite y peticiones secundarias o accidentales.


    Auto interlocutorio.- Resolución que decide de fondo sobre incidentes o cuestiones previas (Auto Interlocutorio Simple) y que fundamentada expresamente (Auto Interlocutorio Definitivo) tiene fuerza de sentencia (Art. 276 CPC), por cuanto excepcionalmente, deciden o definen una situación jurídica determinada (como la admisión y la resolución dentro de la misma de aspectos importantes del proceso).


    Auto Interlocutorio Simple.- Resolución judicial fundamentada que no afecta a lo principal de un proceso, por dictarse un incidente que debe expedirse en 5 u 8 días desde que entra a despacho del juez. Por ejemplo, auto de rechazo de demanda, auto inicial, auto de cierre de plazo probatorio, auto de concesión de libertad provisional.


    Finalmente, cabe señalar que el auto definitivo que vulnere, de forma evidente, derechos constitucionales o el debido proceso, puede ser motivo de Acción Extraordinaria de Protección. El caso que se analiza es un auto que califica la demanda de medida cautelar y existe una providencia de ratificación que fue apelada; en consecuencia, se encuentra ejecutoriada.


    Una vez que se encuentra ejecutoriado el auto definitivo, procede la Acción Extraordinaria de Protección, siempre y cuando exista una probabilidad de vulnerar el debido proceso y los derechos constitucionales, de tal forma que cause impunidad y que de ninguna forma llegue a ser considerada tal decisión como legítima ni justa.


    Ahora bien, la causa que se examina en el voto salvado identifica que no es procedente por la forma y el fondo, circunstancia con la que esta sentencia discrepa, por considerar, de manera fundamentada que los autos emitidos por la Jueza Quinta de lo Civil de Pichincha son definitivos, más aún porque sostiene criterios que limitaron derechos anteriormente concedidos en sede administrativa y constitucional. En definitiva, por la naturaleza jurídica, es un auto interlocutorio definitivo (supra), el mismo que fue apelado y ratificado.[139] Cabe mencionar que se presentaron los recursos de nulidad y de hecho, aspectos procesales que vuelven definitivos y ejecutoriados los autos que se impugnan, requisitos indispensables para el presente examen de constitucionalidad, lo cual posibilita la instrumentalización de esta sentencia. …


    Toda vez que hemos definido que, en el caso concreto, el auto de admisión es definitivo conceptualmente y materialmente ya que permite el inicio de una causa que trató asuntos ya resueltos anteriormente en vía constitucional por el juez primero de lo penal del Guayas (supra), implica un análisis del principio constitucional non bis in ídem, por existir un doble juzgamiento. Respecto de este principio, cabe responder la siguiente pregunta ¿qué regula y a quién protege? [140] El principio constitucional non bis in ídem, como principio general, evita que exista un doble juzgamiento e incluso se inicie una causa por el mismo hecho[141] cuando existen las siguientes circunstancias: identidad de sujetos, objetos, fundamentos normativos, finalidad y alcances.[142] Es empleado para evitar que una pretensión, resuelta mediante una decisión judicial contra la cual no procede ningún recurso, sea nuevamente presentada ante otro juez, es decir, no deba resolver dos veces el mismo asunto.[143]”


    Hay dos votos salvados: Dr. MSc. Alfonso Luz Yunes, y Dra. Ruth Seni Pinoargote, que sostienen que el auto impugnado es provisional y que, por lo tanto no susceptible de reclamación en acción extraordinaria de protección.


    (Sentencia: 024-09-SEP-CC, Caso: 0009-09-EP, Quito, D. M., 29 de septiembre de 2009, Acéptase la demanda de acción extraordinaria de protección y déjase sin efecto los autos de fechas 23 de febrero del 2005 (fojas 15) y 10 de marzo del 2005, (fojas 16), expedidos por el Juzgado Quinto de lo Civil de Pichincha, dentro del juicio Nº 1154-2004, Juez Constitucional Ponente:doctor Patricio Pazmiño Freire, SRO Nº 47, 15 de octubre de 2009).


    “¿Procede la acción extraordinaria de protección respecto a un auto de llamamiento a juicio? En el casosub iudice, se trata de un auto de llamamiento a juicio, el mismo que fue emitido por la Tercera Sala de lo Penal de la Corte Provincial de Justicia del Guayas como consecuencia de la concesión del recurso de apelación interpuesto en contra de un auto de sobreseimiento definitivo. Si bien es cierto–como lo arguye la parte accionada–que de conformidad con el artículo 232 del Código de Procedimiento Penal, las declaraciones contenidas en el auto de llamamiento a juicio no surten efectos irrevocables en el juicio, y por otro, marca el inicio de una nueva etapa procesal, no lo es menos que en ocasiones anteriores, en casos análogos al presente, este tipo de autos ya han sido objeto de acciones extraordinarias de protección Corte Constitucional del Ecuador, Sentencia No. 010-09-SEP-CC.


    Las razones fundamentales para ello, y que justifican la analogía con la Sentencia N.º 010-09-SEP-CC, se circunscriben en primer término, en la imposibilidadque tienen las partesde interponer recursos verticales respecto al mismo. En efecto, pese a que la disposición citada por el accionante relacionada a laimposibilidad legal de interponer recurso alguno respecto a lo que resuelva la Corte Superior de la apelación,–artículo 347 del Código Penal–fue declarada inconstitucional vía Resolución N.º 006-2003-DI, es evidente que en la práctica, a pesar de que los efectos del mismo puedan ser eventualmente revocados de oficio por el Tribunal Penal en la siguiente etapa procesal, un auto de estas características no puede ser revocado a solicitud de parte. Y así lo determina la propia Tercera Sala de lo Penal de la Corte Provincial del Guayas a fs. 79 del proceso, que textualmente señala:


    En virtud de ello, esta Corte constata que el accionante ha agotado los mecanismos judiciales existentes, y además, que se trata de un auto firme–que no es lo mismo que definitivo–característica que de conformidad con el artículo 437, numeral 1 de la Constitución lo hace objeto de una acción extraordinaria de protección.


    El elemento sustancial que acredita la procedencia de la garantía respecto a un auto de estas características, que marca el inicio de una nueva etapa procesal, se justifica en la posibilidad que tiene el mismo de revestir o generar vulneraciones a derechos constitucionales o debido proceso; en ese supuesto, con mayor razón el juez constitucional debe revisar y subsanar todos aquellos vicios que pudieren afectar la siguiente etapa procesal, y en definitiva, todo el proceso penal.


    En ese contexto, el auto objeto de la presente acción se entiende firme, y en consecuencia, la Acción Extraordinaria de Protección es objetivamente procedenteCorte Constitucional de la República del Ecuador, Sentencia No. 009 - 09 - SEP - CC.”


    (Sentencia Nº 0010-10-SEP-CC, Caso Nº 0502-09-EP, Juez Constitucional Sustanciador (A):Dr. Luis Jaramillo Gavilanes, SRO Nº 177, 22 de abril de 2010).


    “El auto del 25 de enero del 2007 dictado por el Tribunal Superior de Conciliación y Arbitraje que fue motivo de análisis al resolver el recurso de amparo Nº 1316-07-RA por el ex Tribunal Constitucional, ¿puede ser nuevamente impugnado por la vía de una acción extraordinaria de protección?


    Si la pretensión del legitimado activo es el de intentar un nuevo cobro con valores superiores a los recibidos por no estar de acuerdo con el valor cobrado anteriormente, la acción extraordinaria de protección deviene en improcedente, puesto que la misma no fue creada como una instancia adicional para resolver inconformidades de las partes.


    Por otro lado, esta Corte considera que la Constitución Política de 1998 contemplaba que las resoluciones del ex Tribunal Constitucional eran inapelables (artículos 95 y 278) y, de igual manera, la Ley Orgánica de Control Constitucional vigente a esa fecha, en su artículo 14 también estipulaba que sus resoluciones eran inapelables. A partir del 20 de octubre del 2008, por mandato constitucional, la Corte Constitucional sustituye al ex Tribunal Constitucional. De ahí que en caso de admitir la demanda se produciría una inconstitucionalidad, puesto que la Corte Constitucional, habiendo sustituido al ex Tribunal Constitucional y al ser órganos de última instancia no son competentes para volver a analizar sus propios fallos, por lo tanto se estaría desnaturalizando el objeto para el cual fue creada la Acción Extraordinaria de Protección.


    En conclusión, el auto del 25 de enero del 2007 dictado por el Tribunal Superior de Conciliación y Arbitraje al haber sido analizado en la Acción de Amparo Constitucional Nº 1316-07-RA por parte del Ex Tribunal Constitucional, no es procedente ser revisado en la Acción Extraordinaria de Protección.”


    (Sentencia Nº 012-10-SEP-CC, Caso Nº 0226-09-EP, Desecháse la acción extraordinaria de protección planteada por Walter Segundo Criollo Játiva y otros en contra del auto dictado el 25 de enero del 2007 por el Tribunal Superior de Conciliación y Arbitraje, dentro del conflicto colectivo de trabajo deducido por el Comité Especial de Trabajadores del H. Consejo Provincial del Guayas en contra de su empleador. Por tanto, queda en firme el auto emitido por el Tribunal Superior de Conciliación y Arbitraje del 25 de enero del 2007, Jueza Sustanciadora:Dra. Nina Pacari Vega, SRO Nº 192, 13 de Mayo del 2010).


    El objeto de la AEP


    En sí, la Acción Extraordinaria de Protección plantea que ante la impunidad se debe cumplir las siguientes obligaciones a saber: a) la de investigar y dar a conocer los hechos que puedan establecer fehacientemente (verdad); b) la de procesar a los responsables (justicia); c) obligación de reparar integralmente los daños materiales e inmateriales (reparación); y, d) la creación de órganos dignos de un Estado Democrático con la expulsión de los servidores públicos carentes de un deber de transparencia y eficacia. Por ello, se exige la identificación de la acción u omisión por parte de los operadores de justicia; el primero, comprende la acción por parte del Estado para provocar injusticia e incertidumbre, ya sea vulnerando expresamente en las sentencias las garantías constitucionales llamados a proteger o las normas del debido proceso; La segunda, se refiere a la abstención de las acciones por parte del Estado, que indudablemente vulnera los principios de celeridad, inmediatez y causan incertidumbre en quienes esperan el pronunciamiento de los órganos de administración de justicia. En ese sentido, se procede a revisar las sentencias firmes que principalmente se hayan dictado por encima de la verdad material.


    (Sentencia No. 001-09-SEP-CC, Caso: 0084-09-EP. Juez Constitucional Ponente: Dr. Roberto Bhrunis Lemarie), SRO Nº 571, 16 de abril de 2009).


    Actuaciones judiciales antijurídicas que configuran vías de hecho de los jueces


    “…, es necesario señalar que los defectos que pudieren presentarse en las actuaciones de los jueces no siempre vulnerarán derechos y por tanto podrán ser objeto de acción extraordinaria de protección. La Corte pasa a señalar los casos en los que se consideran actuaciones judiciales antijurídicas, que configuran vías de hecho de los jueces, susceptibles de impugnación mediante esta acción:


    a. Defecto orgánico: presente cuando el funcionario judicial que emitió la decisión impugnada, carece totalmente de competencia para el efecto.


    b. Defecto procedimental absoluto: originado por la actuación completamente apartada del juez del procedimiento establecido.


    c. Defecto fáctico: ocasionado cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal que fundamenta la decisión.


    d. Defecto material o sustantivo: producido cuando se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o por la existencia de una evidente incongruencia entre los fundamentos y la decisión.


    e. Error inducido: presente cuando el juez o tribunal, víctima de un engaño por parte de terceros, por tal engaño, adoptó una decisión que afecta derechos constitucionales.


    f. Decisión sin motivación: consistente en la falta de cumplimiento de la obligación de determinar los fundamentos fácticos y jurídicos de las decisiones, pues la legitimidad de las funciones judiciales radica en la motivación de sus decisiones.


    g. Violación directa de la Constitución: en el entendido de que todo juez está en la obligación de observarla a fin de garantizar los derechos de las personas.”


    (Sentencia Nº 027-09-SEP-CC, Caso: 0011-08-EP, Quito, D.M., 08 de octubre de 2009, Declárase improcedente la acción extraordinaria de protección presentada por el Municipio del Distrito Metropolitano de Quito, Juez Sustanciador:doctor Hernando Morales Vinueza, SRO Nº 58, 30 de octubre de 2009).


    “…el representante de la Función Electoral, procediendo a exponer que el caso no amerita la intervención de la Corte Constitucional, por el hecho de que el órgano electoral es quien debe pronunciarse en última y definitiva instancia en los casos relacionados con los derechos políticos de participación que se expresen a través del sufragio. Finalmente, aclaró que la Corte Constitucional no debería intervenir en los asuntos de la justicia electoral


    Competencia


    El Pleno de la Corte Constitucional es competente para conocer y pronunciarse sobre las acciones extraordinarias de protección, en éste caso, de la sentencia emitida por el Tribunal Contencioso Electoral signada con el numero 07-2009, en virtud de lo contenido en los artículos 94 y 437 de la Constitución vigente y artículos 52, 53, 54 Ibídem, de las Reglas del Procedimiento para el Ejercicio de las Competencias de la Corte Constitucional, para el periodo de Transición.”


    (Sentencia No. 001-09-SEP-CC, Caso: 0084-09-EP. Juez Constitucional Ponente: Dr. Roberto Bhrunis Lemarie, SRO Nº 571, 16 de abril de 2009)


    “Sistema de protección de derechos en la Constitución de la República.


    La Constitución de la República ha diseñado un sistema de garantías de los derechos de las personas en tres ámbitos: a) Garantías normativas, es decir, a través de la obligación de todo órgano con potestad normativa de adecuar las leyes y más instrumentos normativos a los derechos previstos constitucionalmente y en instrumentos internacionales, y a aquellos necesarios para garantizar la dignidad del ser humano o de las comunidades, pueblos o nacionalidades; b) políticas públicas y servicios públicos, los que tanto en la formulación, ejecución y evaluación, como en su control, garantizarán el buen vivir, y todos los derechos serán reformulados en caso de que sus efectos vulneren o amenacen vulnerar derechos o se adoptarán medidas alternativas que concilien los derechos en conflicto; se realizarán con garantía de distribución equitativa y solidaria del presupuesto, y que en todas las fases de las políticas y servicios públicos se contará con la participación de las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades; y, c) garantías jurisdiccionales consistentes en acciones que las personas, de manera individual o colectiva, puedan interponer en tutela de sus derechos.”


    (Sentencia No. 013-09-SEP-CC, Caso: 0232-09-EP, Quito, D. M., 14 de julio de 2009, Deséchase la acción extraordinaria de protección presentada por el señor Miguel Romeo Cruz Andrade, Gerente de la Compañía EJECUTRANS S. A. Juez Constitucional Sustanciador: Dr. Manuel Viteri Olvera, SRO Nº 638, 21 de julio de 2009).


    “La accionante, en su libelo de demanda, deja constancia que su pretensión o los efectos que persigue a partir la concesión de la presente acción extra ordinaria de protección son los siguientes:


    […] a fin de que en resolución se declare la inconstitucionalidad e ilegalidad de los actos y en especial las sentencias y autos de los señores ya mencionados.


    A partir del argumento trascrito, esta Corte considera oportuno recordar a la accionante, que la naturaleza de la acción extraordinaria de protección, delimitada en líneas anteriores, no es la de una instancia adicional; es decir, a partir de ella no se puede pretender que se declare la ilegalidad de actos o sentencias emitidas en sede ordinaria. La acción extraordinaria de protección, como se mencionó previamente, es una garantía inherente a la justicia constitucional, y por ello, su análisis se circunscribe únicamente a la constatación de violaciones al debido proceso u otros derechos reconocidos en la Constitución.


    Por otro lado, en cuanto a sus efectos, resulta claro que a partir de la concesión de una acción extraordinaria de protección, el juez constitucional no declara la inconstitucionalidad de las sentencias, autos y resoluciones firmes y ejecutoriadas, lo que hace es reparar, de manera integral, las presuntas vulneraciones a derechos constitucionales y al debido proceso. En el evento de que esta Corte declarare la inconstitucionalidad de sentencias o autos a partir de una acción extraordinaria de protección, atentaría directamente contra el principio de interpretación sistemática de la Constitución, que en lo principal propugna que la interpretación de los distintos preceptos constitucionales, se haga de manera integral, de esa forma se evitará que la interpretación de uno de ellos prive de eficacia a otro. En este caso, atribuirle efectos de inconstitucionalidad a la acción extraordinaria de protección no solo que desnaturalizaría a esta garantía, sino que, incluso, privaría de eficacia a la acción pública de inconstitucionalidad prevista en el artículo 436 numeral 2 de la Constitución de la República.”


    (Sentencia N° 015-09-SEP-CC, Caso: 0031-08-EP, Quito, D. M., 23 de julio de 2009, Jueza Constitucional Ponente: doctora Ruth Seni Pinoargote, SRO Nº 651, 7 de agosto de 2009).


    “QUINTA.-Corresponde el siguiente análisis: El recurrente, respecto al segundo requisito, es decir, su obligación de demostrar que en el juzgamiento se haya violado, por acción u omisión, el Debido Proceso y otros derechos fundamentales, se limita única y exclusivamente a transcribir el texto del artículo 76 y algunos de sus numerales, sin que esto pueda constituir requisito válido en los términos que exige la Constitución; es decir, no es suficiente enunciar los artículos vulnerados, ya que los derechos fundamentales y especialmente los que tienen relación a las normas del Debido Proceso, deben ser explicados de manera clara y precisa, de modo tal que aquel argumento que señala que el Recurso de Nulidad debía ser aceptado porque supuestamente se habría violentado una de las solemnidades sustanciales como es la citación, señalando que se debió investigar en la guía telefónica para dar con su paradero, es ignorar, precisamente, que una de las formas de citación es a través de la prensa, por así disponerlo el artículo 59, inciso 5 del Código de Procedimiento Penal, en concordancia con el artículo 82 del Código de Procedimiento Civil.”


    (Sentencia N° 017-09-SEP-CC, Caso: 0061-08-EP, Quito, D. M., 23 de julio de 2009, Deséchase la Acción Extraordinaria de Protección propuesta por el señor Vicente Hernando Carrera Bracho, Juez Constitucional Ponente: Dr. MSc. Alfonso Luz Yunes, SRO Nº 651, 7 de agosto de 2009).


    Jurisdicción constitucional como límite a los “poderes fácticos”


    “Con el surgimiento del neoconstitucionalismo y de conformidad con la realidad ecuatoriana, es preciso e ineludible, consolidar el control, la jurisdicción constitucional como una magistratura especializada capaz de poner límites a los poderes fácticos locales o externos, como fórmula primigenia para garantizar los derechos fundamentales de las personas, los colectivos y del entorno ambiental, como un órgano especializado que coadyuva a que nazca, crezca y se consolide el Estado Social y Democrático de los Derechos, donde se reconoce la unicidad, universalidad e interdependencia de todos los derechos: individuales, económicos, sociales, culturales, colectivos y ambientales, para que todos los derechos sean para todas las personas”.


    (Sentencia N° 014-09-SEP-CC, Caso: 0006-08-EP, Quito, D. M., 21 de julio de 2009, Deséchase la acción extraordinaria de protección planteada por Víctor Hugo Castillo Villalonga en contra de la sentencia dictada el 22 de octubre del 2008 por los Magistrados de la II Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia, señores doctores: Luis Abarca Galeas, Rodrigo Serrano Valarezo y Máximo Ortega Ordóñez, dentro del juicio: Recurso de Revisión N° 100-KA-08, Ponencia: Doctores Nina Pacari Vega y Roberto Bhrunis Lemarie, RO Nº 648, 4 de agosto de 2009).


    


    
      
        [133] Código de Procedimiento Civil, Art. 271.- (Reformado por la Disposición Reformatoria segunda, num. 3 de la Ley s/n, R.O. 544-S, 9-III-2009).- Decreto es la providencia que la jueza o el juez dicta para sustanciar la causa, o en la cual ordena alguna diligencia.

      


      
        [134] Art. 270.- (Reformado por la Disposición Reformatoria segunda, num. 3 de la Ley s/n, R.O. 544-S, 9-III-2009).- Auto es la decisión de la jueza o el juez sobre algún incidente del juicio.

      


      
        [135] Art. 276.- En las sentencias y en los autos que decidan algún incidente o resuelvan sobre la acción principal, se expresará el asunto que va a decidirse y los fundamentos o motivos de la decisión.

      


      
        [136] Art. 289.- (Reformado por la Disposición Reformatoria segunda, num. 3 de la Ley s/n, R.O. 544-S, 9-III-2009).- Art. 281. Los autos y decretos pueden aclararse, ampliarse, reformarse o revocarse, por la misma jueza o juez que los pronunció, si lo solicita alguna de las partes dentro del término fijado en él.

      


      
        [137] El auto supremo es el emitido por la Corte Nacional de Justicia, analiza asuntos sobre derecho y no sobre los hechos.

      


      
        [138] Corte Constitucional del Ecuador, Voto Salvado, Segunda Sala, caso No.- 0002-2008-EP.

      


      
        [139] Juzgado Quinto de los Civil de Pichincha, Sobre el Recurso de Apelación.- Quito, 12 de Mayo del 2005 Providencia General.- Por ser legal y haberse interpuesto dentro de término, en el efecto devolutivo concédase el recurso de apelación deducido por el demandado; en consecuencia, previo el cumplimiento de las formalidades legales y apercibimiento a las partes en rebeldía elévense los autos al Superior.

      


      
        [140]Escudero, J, El Derecho a la Verdad y su Problemático Reconocimiento, Tesis de Maestría en Derecho Constitucional UASB, 2009, p. 65 -77

      


      
        [141] 16 Conforme las Resoluciones del Tribunal Constitucional Ecuatoriano (Sentencias 536-98-RA,534-2003-RA, 0315-06-RA), se han ido aclarando el alcance del non bis in ídem. “Este principio implica la improcedencia (…) deiniciar un proceso por segunda vezpor el mismo hecho.” El desarrollo de las sentencias implica un avance interpretativo que abarca incluso la prohibición de iniciar un proceso por la misma causa, ya que el texto constitucional hace referencia a la prohibición de sancionar por segunda vez, en un sentido finalista. El avance que proyecta, como se señala, se refiere a la prohibición de iniciar un proceso por segunda vez, específicamente, el inicio de una causa que responde a hechos ya sancionados implica la prohibición de investigación en contra de la persona ya sancionada, en tanto, no cabe denuncia para el inicio de un proceso penal ya que al encontrarse en la fase de instrucción fiscal llevaa argumentar de que existen dos procesos penales por los mismos hechos, contra el mismo sujeto.

      


      
        [142] Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-1189-20005

      


      
        [143] Corte Constitucional de Colombia, sentencia ST 652 -1996.

      

    


 
    

    Legitimación en la Acción Extraordinaria de Protección


    "4. En ejercicio de la atribución prevista en el artículo 436, numeral 1 de la Constitución, esta Corte interpreta el artículo constitucional 437 en el sentido de que la legitimación activa en la acción extraordinaria de protección podrá ser ejercida por cualquier persona natural o jurídica, pública o privada, o entidad estatal."


    (Sentencia Nº 027-09-SEP-CC, Caso: 0011-08-EP, Quito, D.M., 08 de octubre de 2009, Declárase improcedente la acción extraordinaria de protección presentada por el Municipio del Distrito Metropolitano de Quito, Juez Sustanciador:doctor Hernando Morales Vinueza, SRO Nº 58, 30 de octubre de 2009)


    Legitimación de personas jurídicas de Derecho Público y de Derecho Privado


    "Al respecto, cabe mencionar lo alegado por el demandado PFIZER IRELAND PHARMACEUTICA, quien sostiene que no es procedente la admisión de esta acción porque no ha sido presentada por "los ciudadanos en forma individual o colectiva."


    Si bien es cierto que para la admisión de la acción se debe tener en cuenta lo establecido por la Constitución en su artículo 437, que dice:


    "Los ciudadanos en forma individual y colectiva podrán presentar una acción extraordinaria de protección contra sentencias, autos definitivos y resoluciones con fuerza de sentencia […]".


    Sin lugar a dudas, la acción propuesta por el señor Ho Chi Vega Rodríguez, en calidad de representante de una persona jurídica de derecho privado (Acromax Laboratorio Químico Farmacéutico S. A.), se refiere a la protección de derechos constitucionales de su representada, circunstancia que difiere de la literalidad de la norma constitucional ya que ésta, de forma expresa, se remite a "los ciudadanos […] de forma individual o colectiva". Ciudadano en sentido laxo es el miembro de una comunidad política (Estado). La condición de miembro de dicha comunidad se conoce como ciudadanía.


    En ese sentido, el representante de PFIZER propone que la Corte Constitucional realice una interpretación literal del artículo 437 de la Constitución la República, aspecto que de ser aceptado por la Corte, pondría de relieve un límite al acceso de la Acción Extraordinaria de Protección, visión que afecta a varios grupos, así por ejemplo: las personas jurídicas de derecho público y privado, los extranjeros, refugiados, comunidades, pueblos y nacionalidades; esta circunstancia imposibilitaría la exigibilidad de sus derechos constitucionales.


    En sentido técnico constitucional, hacer uso exclusivo de la interpretación literal fuera de la unidad constitucional y restrictiva es una noción descartada por esta Corte, ya que la Constitución no está conformada por componentes estancos, sino que debe ser entendida en su integralidad y unidad.


    La Constitución vigente pone distancias con los principios filosóficos que estuvieron vigentes en la Constitución de 1998, de carácter legalista y administrativista. Con relación a este apartado, es indispensable plasmar una interpretación integral de la Constitución identificando los siguientes cambios estructurales: : i) no existe división de los derechos constitucionales, todos son exigibles (Art. 3.1 CRE); ii) si bien el artículo 437 habla de todo ciudadano, éste debe ser leído de forma integral en relación con los artículos: 10 "Las personas […] gozarán de los derechos garantizados en la Constitución y en los instrumentos internacionales" y 86.1 "cualquier persona […] podrá proponer las acciones previstas en la Constitución."; iii) de no ser así, se estaría restringiendo el acceso gratuito a la justicia de cualquier persona o grupo de personas, comunidad, pueblo o nacionalidad y a exigir de ella el cumplimiento de las garantías constitucionales que se expresan en el derecho a la tutela judicial efectiva (Art. 86.1 CRE); y, iv) en este sentido, la justicia constitucional debe ser entendida en el marco de su contexto e integridad (Art. 428 CRE).


    El principio de acceso a la justicia, identificado en el artículo 86.1 de la Constitución de la República, es claro: "cualquier persona, grupos de personas, comunidad, pueblo nacionalidad podrá proponer las acciones previstas en la Constitución." La Acción Extraordinaria de Protección es una garantía jurisdiccional que propone la revisión de sentencias y autos que afecten al debido proceso o derechos constitucionales de personas naturales o jurídicas. Esta acción realiza una particular precisión respecto de los derechos que protege, ya que debe comprobarse la acción u omisión de la vulneración, por lo que al respecto se realiza el siguiente análisis.


    ¿Por qué la Acción Extraordinaria de Protección es una acción prevista para el ejercicio de todas las personas? Porque busca revisar los autos y sentencias que son parte de un proceso judicial. El derecho al debido proceso contiene en sí el derecho a la igualdad en el proceso.


    Entonces, es imperativo definir: ¿en qué consiste la igualdad en el proceso? Para ello, la Corte Constitucional, para periodo de transición, se remite a la Decisión de la Corte Interamericana de Derechos Humanos respecto al artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que en lo principal dice:


    "Derecho a la igualdad en el proceso, el artículo 1.1 de la Convención Americana establece la obligación de los Estados Parte de respetar los derechos reconocidos en ella y garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social."


    El principio de no discriminación es un principio básico y general relativo a todos los derechos fundamentales y humanos (Art. 11.2 CRE), que informa su goce y ejercicio. En este sentido, la Corte Interamericana ha tenido oportunidad de señalar:


    "El artículo 1.1 de la Convención, que es una norma de carácter general cuyo contenido se extiende a todas las disposiciones del tratado, dispone la obligación de los Estados Partes de respetar y garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos y libertades allí reconocidos <<sin discriminación alguna>>. Es decir, cualquiera sea el origen o la forma que asuma, todo tratamiento que pueda ser considerado discriminatorio respecto del ejercicio de cualesquiera de los derechos garantizados en la Convención es per se incompatible con la misma."[144]


    El artículo 25 de la Convención también consagra el derecho de acceso a la justicia, principalmente, establece la obligación positiva del Estado de conceder a todas las personas bajo su jurisdicción un recurso judicial efectivo contra actos violatorios de sus derechos fundamentales.


    A la luz de estos parámetros Constitucionales y de los Derechos Humanos, queda claro que -por ciudadanos que acceden a la justicia- debe entenderse a todas las personas. De esta forma se considera que se debe tomar en cuenta lo siguiente: i) que las personas en general tienen pleno derecho de acceder a la Acción Extraordinaria de Protección, siempre y cuando se cumplan los parámetros establecidos en el artículo 437.1 y 2 de la Constitución de la República; ii) Las personas jurídicas de derecho público y privado son también sujetas de procesos judiciales, para quienes también les son aplicables los principios de igualdad en el proceso y acceso efectivo a la justicia.


    La Corte Constitucional, para el período de transición, con la finalidad de dejar en claro el tema del acceso a la justicia por parte de todas las personas, se remite al derecho comparado. Así, tenemos que el Tribunal Constitucional de Perú, al respecto, dice: "[…] el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva reconocido […] en la Constitución, implica que cuando una persona pretenda la defensa de sus derechos o intereses legítimos, ella debe ser atendida por un órgano jurisdiccional mediante un proceso dotado de un conjunto de garantías mínimas"[145].


    Sobre la base del derecho a la tutela judicial efectiva, lo cual implica garantizar tanto el acceso a los órganos de justicia, como el derecho al debido proceso, la peticionaria Acromax Laboratorios Compañía Farmacéuticas S. A., legalmente representada por Ho Chi Vega Rodríguez, se encuentra legitimada para interponer la presente Acción de Extraordinaria de Protección, en virtud de cumplir con los requerimientos establecidos en los artículos: 10 "Las personas […] gozarán de los derechos garantizados en la Constitución y en los instrumentos internacionales"; 86.1 "cualquier persona […] podrá proponer las acciones previstas en la Constitución"; 439 "las acciones constitucionales podrán ser presentadas por cualquier ciudadana o ciudadano"; así como el artículo 54 de las Reglas de Procedimiento para el Ejercicio de las Competencias de la Corte Constitucional para el periodo de transición. Cabe resaltar que el sistema constitucional vigente es abierto en el acceso a la justicia constitucional en esta materia".


    (Itálicas: Caso: 0009-09-EP, Quito D. M., 29 de septiembre de 2009, Acéptase la demanda de acción extraordinaria de protección y déjase sin efecto los autos de fechas 23 de febrero del 2005 (fojas 15) y 10 de marzo del 2005, (fojas 16), expedidos por el Juzgado Quinto de lo Civil de Pichincha, dentro del juicio Nº 1154-2004, Juez Constitucional Ponente:doctor Patricio Pazmiño Freire, SRO Nº 47, 15 de octubre de 2009).


    "Partiendo desde una acepción distinta respecto del mismo concepto de igualdad, es decir, laigualdad como derecho subjetivo, de la lectura de los artículos constitucionales anteriormente invocados se deduce que la igualdad no será sólo un principio jurídico indeterminado que esté presente en el ordenamiento, sino que será, además de aquello, un verdadero y auténtico derecho subjetivo que puede ser invocado también por las personas jurídicas, pero con un tratamiento que responda a su propia naturaleza, esto es, que no todos los sujetos jurídicos son uniformes, por tanto podría recibir un trato diferenciado y no por ello será discriminatorio, es decir, si el trato diferenciado queda claramente justificado y es razonable, proporcional y congruente, no habrá discriminación, puesto que están de por medio las relaciones jurídicas concretas.


    Al ser posible que las personas jurídicas puedan demandar frente a la vulneración de derechos como el de la igualdad, es necesario precisar sobre lo que implica el principio de la no discriminación.


    La discriminación es el acto de hacer una distinción o segregación que atenta contra la igualdad de oportunidades. Generalmente, se usa la "no discriminación" para referirse a la violación de la igualdad de derechos para los individuos por cuestión social, racial, religiosa, orientación sexual, razones de género o étnico-culturales, entre otros. De ahí que tomando una parte del artículo 1 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de discriminación, encontramos que la "discriminación positiva"o la "acción afirmativa" se produce cuando se observan las diferencias y se favorece a un grupo de individuos de acuerdo a sus características o circunstancias, sin perjudicar de ninguna manera a otros grupos; en cambio, la discriminación negativase concreta cuando se realiza un prejuicio, una valoración previa que contradiga las observaciones científicas o las disposiciones legales con el afán de causar perjuicio.


    Según Cesar Rodríguez, en su texto titulado Derecho a la igualdad, "los ingresos, la clase social y la raza, factores tales como el género, el origen étnico, la nacionalidad, la filiación religiosa o la ideología política" dan lugar a las formas de discriminación.


    En otras palabras, la discriminación ha sido una de las principales fuentes de desigualdad, debido a que como ciertos grupos están marginados de las decisiones, se les priva de ciertos derechos fundamentales, tales como la salud, la seguridad social y la educación, entre otros."


    (Sentencia Nº 023-10-SEP-CC, Caso Nº 0490-09-EP, Quito, D. M., 11 de mayo de 2010, Niégase la acción extraordinaria de Protección, Jueza Constitucional Ponente: Doctora Nina Pacari Vega, SRO Nº 202, 28 de mayo de 2010)


    Legitimación Activa


    El peticionario se encuentra legitimado para interponer la presente acción de extraordinaria de protección, en virtud de cumplir con los requerimientos establecidos en el artículo 437 que expone: "Los ciudadanos en forma individual o colectiva podrán presentar una Acción Extraordinaria de Protección contra sentencia […]". Así como, por lo contenido en el artículo 439 que dice: "las acciones constitucionales podrán ser presentadas por cualquier ciudadana o ciudadano" de la Constitución vigente y el artículo 54 de las Reglas de Procedimiento para el Ejercicio de las Competencias de la Corte Constitucional para el Periodo de Transición. Cabe resaltar, que el sistema constitucional vigente es abierto en el acceso a la justicia constitucional en esta materia. Significa un cambio esencial, respecto de la Constitución anterior, que prohíbe la revisión de las sentencias.


    (Sentencia No. 001-09-SEP-CC, Caso: 0084-09-EP, Juez Constitucional Ponente: Dr. Roberto Bhrunis Lemarie, SRO Nº 571, 16 de abril de 2009.


    Legitimación pasiva


    "El doctor José Vicente Troya Jaramillo, Presidente de la Corte Nacional de Justicia, señaló que no puede ser considerado como demandado, en razón de que los autos fueron pronunciados por una Sala de lo Penal, que tiene autonomía e independencia en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales, de modo que en lo que respecta al compareciente, no se cumplen con los requisitos establecidos en las Reglas de procedimiento para el ejercicio de las competencias de la Corte Constitucional, para el período de transición, al no haber tramitado ni pronunciado auto o providencia alguna en el juicio que ha sido impugnado. Considera que no le corresponde presentar un informe de descargo, como se dispone en la providencia dictada por la Primera Sala de Sustanciación el 06 de mayo de 2009."


    (Sentencia 010-09-SEP-CC, Casos: 0125-09-EP Y 0171-09-EP (Acumulados), Acéptanse las acciones extraordinarias de protección formuladas por los accionantes, en virtud de existir violación al derecho de igualdad formal, por no haberse aplicado, con respecto a todos los procesados, la amnistía concedida por la Asamblea Constituyente, dictada mediante Resolución sin número de la Asamblea Constituyente, publicada en el SRO No. 378 del 10 de julio del 2008; en consecuencia, dispónese a la Primera Sala Penal de la Corte Nacional de Justicia la aplicación inmediata de dicha amnistía, Juez Constitucional Sustanciador: Dr. Patricio Pazmiño Freire, SRO Nº 637, 20 de julio de 2009)


    La demanda en la acción extraordinaria de protección


    


    "Requisitos a observarse para la aproximación al juzgamiento en una acción de protección"


    "Determinación de los problemas jurídico-constitucionales a ser examinados en el presente caso. Corresponde a esta Corte proceder a efectuar un análisis en virtud del cual se cotejen los principios, normas y derechos constitucionales presuntamente violados, frente a los hechos materiales que subyacen del caso concreto en razón de la documentación constante en el proceso objeto de análisis."


    (Sentencia N° 002-09-SEP-CC, Caso: 0111-09-EP. Juez sustanciador:Dr. Patricio Herrera Betancourt, SRO Nº 590,14 de mayo de 2009).


    "Tratándose de una nueva garantía de protección de derechos, es necesario determinar los requisitos generales de procedencia, que la Corte pasa a señalar en la siguiente síntesis:


    a. Que la impugnación que se realice tenga trascendencia constitucional, en razón del objetivo de la acción, orientada a conocer la afectación de derechos de las partes en las decisiones judiciales, razón por la que la Corte no puede conocer cuestiones de otra naturaleza, como aspectos de mera legalidad por ejemplo, cuya definición corresponde a otras jurisdicciones.


    b. Que la persona afectada haya agotado todos los medios de defensa judicial existentes, salvo que la falta de interposición de un recurso no sea atribuible a su negligencia. En consecuencia, el actor de este tipo de acción debe acudir a todos los mecanismos judiciales previstos por el ordenamiento jurídico en defensa de sus derechos; de lo contrario, ocurriría que la jurisdicción constitucional sustituiría a la función judicial ordinaria en sus competencias, desnaturalizando su carácter extraordinario al convertirla en un mecanismo alternativo.[146]


    c. Que sea interpuesta en un término razonable a partir de la fecha de adopción de la decisión judicial que originó la vulneración del derecho, a fin de no sacrificar los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica, mediante un reclamo que se realice años después de emitida la decisión y evitar así que el conjunto de las decisiones judiciales sean colocadas en situación de absoluta incertidumbre que les despoje de la condición de mecanismos institucionales legítimos de resolución de conflictos.


    d. Que la irregularidad procesal sea de tal naturaleza que incida de manera determinante en la decisión adoptada y cuyo resultado sea la afectación de los derechos constitucionales de quien interpone esta acción, por lo que pequeñas desviaciones del procedimiento que no incidan en la decisión final no pueden ser materia de esta acción.


    e. Que exista una razonable identificación de los hechos que generaron la vulneración como de los derechos que han resultado vulnerados y que, siempre que sea posible, haya sido alegada en el proceso judicial, a fin de que la pretensión ante la Corte cuente con un sustento razonable sobre la afectación de sus derechos que permita a ésta dilucidar de mejor manera y decidir en el caso.


    f. Que se trate de autos o sentencias emitidos fuera de la jurisdicción constitucional, ya que en esta sede se debate precisamente sobre protección de los derechos, debate que no puede prolongarse de manera indefinida."


    (Sentencia Nº 027-09-SEP-CC, Caso: 0011-08-EP, Quito, D.M., 08 de octubre de 2009, Declárase improcedente la acción extraordinaria de protección presentada por el Municipio del Distrito Metropolitano de Quito, Juez Sustanciador:doctor Hernando Morales Vinueza, SRO Nº 58, 30 de octubre de 2009)


    Derechos y Garantías Constitucionales


    "La jurisprudencia colombiana citada en diferentes sentencias alude a la "posible violación de los derechos fundamentales", lo que difiere con la Acción Extraordinaria de Protección que, según sentencias de la Corte Constitucional conoce las infracciones a "derechos constitucionales" y no solamente a los derechos fundamentales; estableciendo, no obstante una conceptualización diferente que la tradicional, puesto que también incluye ocasionalmente entre los derechos fundamentales los denominados tradicionalmente derechos económico y sociales."


    (Sentencia No. 007-09-SEP-CC, Caso: 0050-08-EP. Jueza Sustanciadora:Dra. Nina Pacari Vega, SRO Nº 602, 1º de junio de 2009)


    "La Constitución, en el artículo 94, al determinar que la acción extraordinaria de protección procederá contra sentencias o autos definitivos en los que se hayan violado, por acción u omisión, derechos reconocidos en la Constitución, evidencia el espíritu garantista de la actual Carta Constitucional, la misma que consagra como el más alto deber del Estado ecuatoriano la protección de los derechos que nos asisten a todas las personas. Bajo esta dinámica, cabe destacar que el texto constitucional habla de derechos constitucionales, lo cual comprende un universo mucho más amplio que la categoría de derechos fundamentales, empleada en el Art. 52 literalbde las Reglas de Procedimiento para el Ejercicio de las Competencias de la Corte Constitucional para el Período de Transición, en donde, como requisito de procedibilidad se determina que el recurrente demuestre que en el juzgamiento se han violado, por acción u omisión, el debido proceso u otros derechos fundamentales. Por ende, y aplicando un criterio de jerarquización normativa, la Corte ha de entender que lo que prima es la disposición constitucional y su espíritu garantista ante lo cual esta acción extraordinaria de protección se hace extensiva a la violación de derechos constitucionales.


    La naturaleza extraordinaria de este recurso obliga a que su procedencia se dé, exclusivamente, cuando se hayan agotado los recursos ordinarios o extraordinarios, lo cual coloca a la acción extraordinaria de protección como una medida excepcional a ser invocada exclusivamente ante el agotamiento de la vía jurisdiccional en todas sus fases; solo ahí, la Corte Constitucional y exclusivamente respecto a una resolución definitiva en donde se hayan violado derechos constitucionales o normas del debido proceso, podrá actuar, situación parecida a lo que acontece en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos.


    La garantía de esta acción extraordinaria se hace extensiva no solo a acciones, sino también a omisiones, entendiendo aquella como el dejar de hacer algo teniendo la obligación jurídica de hacerlo, lo cual aplicado a la institución en estudio armoniza la obligatoriedad de todo funcionario público y de los particulares a respetar la Constitución y las normas contenidas en ella, en donde se incorporan, tanto las normas del debido proceso, como los derechos que nos asisten a las personas.


    En fin, la acción extraordinaria de protección pretende amparar los derechos que nos asisten a las personas, derechos que emanan de una visión amplia que no se limitan exclusivamente a derechos fundamentales, sino que en concordancia con las tendencias modernas del constitucionalismo, lejos de competir unos derechos con otros, siguiendo una suerte de "darwinismo jurídico", lo que se pretende es que todos los derechos constitucionales sean protegidos por esta acción."


    (Sentencia No. 007-09-SEP-CC, Caso: 0050-08-EP, Quito D. M., 19 de mayo de 2009, Acéptase la acción extraordinaria de protección planteada por Julia Celmira Jaramillo Jiménez, Jueza Sustanciadora:Dra. Nina Pacari Vega, SRO Nº 602, 1º de junio de 2009; sentencia N° 021-09-SEP-CC, Caso: 0177-09-EP, Quito, D. M., 13 de agosto de 2009, Jueza Constitucional Sustanciadora:doctora Nina Pacari Vega, SRO Nº 25, 14 de Septiembre de 2009).


    Bajo esta dinámica, cabe destacar que el texto constitucional habla de derechos constitucionales, lo cual comprende un universo mucho más amplio que la categoría de derechos fundamentales, empleada en el Art. 52, literal b de las Reglas de Procedimiento para el Ejercicio de las Competencias de la Corte Constitucional para el Período de Transición, en donde, como requisito de procedibilidad, se determina que el recurrente demuestre que en el juzgamiento se ha violado por acción u omisión, el debido proceso u otros derechos fundamentales; por ende, y aplicando un criterio de jerarquización normativa, la Corte ha de entender que lo que prima es la disposición constitucional y su espíritu garantista, ante lo cual, esta acción extraordinaria de protección se hace extensiva a la violación de derechos constitucionales.


    (Sentencia No. 003-09-SEP-CC, Caso: 0064-08-EP. Jueza Sustanciadora: Dra. Nina Pacari Vega, SRO Nº 602, 1º de junio de 2009.)


    "En sí, la Acción Extraordinaria de Protección plantea que ante la impunidad se debe cumplir las siguientes obligaciones a saber: a) la de investigar y dar a conocer los hechos que puedan establecer fehacientemente (verdad); b) la de procesar a los responsables (justicia); c) obligación de reparar integralmente los daños materiales e inmateriales (reparación); y, d) la creación de órganos dignos de un Estado Democrático con la expulsión de los servidores públicos carentes de un deber de transparencia y eficacia. Por ello, se exige la identificación de la acción u omisión por parte de los operadores de justicia; el primero, comprende la acción por parte del Estado para provocar injustita e incertidumbre, ya sea vulnerando expresamente en las sentencias las garantías constitucionales llamados a proteger o las normas del debido proceso; La segunda, se refiere a la abstención de las acciones por parte del Estado, que indudablemente vulnera los principios de celeridad, inmediatez y causan incertidumbre en quienes esperan el pronunciamiento de los órganos de administración de justicia. En ese sentido, se procede a revisar las sentencias firmes que principalmente se hayan dictado por encima de la verdad material."


    (Sentencia No. 001-09-SEP-CC, Caso: 0084-09-EP. Juez Constitucional Ponente: Dr. Roberto Bhrunis Lemarie, SRO Nº 571, 16 de abril de 2009).


    "… verificará si existe de forma contundente circunstancias que vulneren… derechos fundamentales o debido proceso, de forma tal que provoquen impunidad e incertidumbre."


    (Sentencia No. 001-09-SEP-CC, Caso: 0084-09-EP. Juez Constitucional Ponente: Dr. Roberto Bhrunis Lemarie, SRO Nº 571, 16 de abril de 2009).


    "La Constitución de la República del Ecuador, adoptada a partir del 20 de octubre del 2008, consagra para aquellas controversias sobre violación de derechos constitucionales por parte de las autoridades judiciales, el principio de la doble instancia judicial, a lo cual se agrega esta acción de la eventual revisión de fallos (sentencias o autos definitivos) vía protección constitucional extraordinaria por parte de la Corte Constitucional. Vale decir que la acción extraordinaria de protección se configura como un verdadero derecho constitucional para reclamar y/o exigir una conducta de obediencia y acatamiento estricto a los derechos constitucionales de los ciudadanos por parte de las autoridades judiciales."


    (Sentencia No. 007-09-SEP-CC, Caso: 0050-08-EP, Jueza Sustanciadora:Dra. Nina Pacari Vega, SRO Nº 602, 1º de junio de 2009)


    Derechos fundamentales


    "Al responder a la pregunta: ¿Qué son los derechos fundamentales? encontramos, por ejemplo, que el tratadista Locke dice: la vida, la libertad y la propiedad [147]; el artículo 2 de la Declaración de 1789 dice: la libertad, la propiedad y la resistencia a la opresión, ratificado en el artículo 17 el carácter de derecho sagrado e inviolable de la propiedad [148]; Marshall, ampliando el catálogo de los derechos fundamentales, incluye en la misma clase la de los derechos civiles, tanto la libertad como la propiedad [149].


    La mezcla en una misma categoría de figuras heterogéneas entre sí, como de un lado los derechos de libertad, y de otro el derecho de propiedad, fruto de la yuxtaposición de las doctrinas iusnaturalistas y de la tradición civilista y romanista, es, por tanto, una operación originaria llevada a cabo por el primer liberalismo que ha condicionado, hasta nuestros días, la teoría de los derechos en su totalidad y con ella, la del Estado de derecho (anterior modelo vigente en nuestro país) [150].


    En esta posición existe una equivocación, nos dice Ferrajoli, debido al carácter polisémico de la noción de derecho de propiedad con el que se entiende al mismo tiempo el derecho a ser propietario y a disponer de los propios derechos de propiedad, que es un aspecto de la capacidad jurídica y de la capacidad de obrar reconducible sin más a la clase de los derechos civiles, y el concreto derecho de propiedad sobre este o aquel bien; confusión que a más de ser fuente de un grave equívoco teórico, ha sido responsable de dos opuestas incomprensiones y de dos consiguientes operaciones políticas: la valorización de la propiedad en el pensamiento liberal como derecho del mismo tipo que la libertad y, a la inversa, la desvalorización de las libertades en el pensamiento marxista, desacreditadas como derechos burgueses a la par de la propiedad [151].


    A partir de estas premisas (libertad y propiedad), y en términos generales entre derechos fundamentales y derechos patrimoniales, siguiendo al mismo Ferrajoli, existen entre estas cuatro claras diferencias estructurales aptas para generar dentro del dominio de los derechos una gran división, si se quiere usar una misma palabra para designar situaciones tan diversas, así:


    a) La primera diferencia consiste en el hecho de que los derechos fundamentales (tanto los derechos de libertad como la vida, y los derechos civiles, incluidos los de suponer y adquirir los bienes objeto de propiedad, del mismo modo que los derechos políticos y sociales) son derechos universales –omnium–, en el sentido lógico de la cuantificación universal de la clase de los sujetos que son titulares; mientras que los derechos patrimoniales (derecho a la propiedad y demás derechos reales, incluidos los de crédito) son derechos singulares –singuli– en igual sentido lógico, de que para cada uno de ellos existe un titular determinado con exclusión de todos los demás. Por consiguiente, los primeros, derechos fundamentales están reconocidos a todos sus titulares en igual forma y medida; los segundos (derechos patrimoniales) pertenecen a cada uno de manera diversa, tanto por la cantidad como por la calidad, unos son inclusivos y forman la base de la igualdad jurídica –égalité en droits–, los otros son exclusivos y por ello están en la base de la desigualdad jurídica –inégalité en droits– [152].


    b) Una segunda diferencia es que los derechos fundamentales son derechos indisponibles, inalienables, inviolables, intransigibles, personalísimos –intuito personae–; mientras que los derechos patrimoniales son derechos disponibles por su naturaleza, negociables, alienables, pecuniarios –intuito pecuniae–; los primeros permanecen invariables y los segundos se acumulan; los derechos patrimoniales, al tener un objeto consistente en un bien patrimonial, se adquieren, se cambian, se venden; las libertades, por el contrario, no se cambian ni se acumulan; los derechos patrimoniales sufren alteraciones y hasta podrían extinguirse por su ejercicio; un bien de propiedad se consume, se vende, se permuta o se da en arrendamiento; en cambio, el derecho a la vida, los derechos a la integridad personal o los derechos civiles y políticos no se consumen [153].


    c) La tercera diferencia es que los derechos patrimoniales, al contrario de los derechos fundamentales, son disponibles y están, pues, sujetos a vicisitudes, o sea, destinados a ser constituidos, modificados o extinguidos por actos jurídicos; esto quiere decir que tienen por título actos de tipo negociable o, en todo caso, actuaciones singulares como contratos, donaciones, testamentos, sentencias, decisiones administrativas, por cuya virtud se producen, modifican o extinguen. Por su parte, los derechos fundamentales tienen su título inmediatamente en la ley, en el sentido de que son todos ex lege, o sea, conferidos a través de reglas generales de rango habitualmente constitucional; dicho en otras palabras, mientras que los derechos fundamentales son normas, los derechos patrimoniales son predispuestos por normas [154].


    d) La cuarta diferencia que nos enseña Ferrajoli estriba en que mientras los derechos patrimoniales son, por así llamarlos, "horizontales", los derechos fundamentales son "verticales"; esto en un doble sentido: primero, en cuanto a que las relaciones jurídicas mantenidas por los titulares de derechos patrimoniales son relaciones íntersubjetivas de tipo civilista –contractual, sucesorio y similares– mientras que las relaciones que se producen entre los titulares de los derechos fundamentales son de tipo publicista, vale decir del individuo frente al Estado; el segundo sentido hace referencia a que mientras a los derechos patrimoniales les corresponde la genérica prohibición de no lesión –en el caso de los derechos reales, o bien obligaciones de deber en el caso de los derechos personales o de crédito– a los derechos fundamentales, cuando tengan expresión en normas constitucionales, les corresponden prohibiciones y obligaciones a cargo del Estado, cuya violación es causa de invalidez de las leyes y de las demás decisiones públicas, cuya observancia es, por el contrario, condición de legitimidad de los poderes públicos [155].


    Así analizados y entendidos en su verdadera dimensión y diferenciación los derechos fundamentales y los derechos patrimoniales, se colige que en el presente caso, debido a que se trata de un derecho patrimonial, el derecho de propiedad resulta ser el núcleo central de la demanda en cuestión sin que se evidencie violación de derechos constitucionales.


    (Sentencia N° 021-09-SEP-CC, Caso: 0177-09-EP, Quito, D. M., 13 de agosto de 2009, Jueza Constitucional Sustanciadora:doctora Nina Pacari Vega, SRO Nº 25, 14 de septiembre de 2009)


    "Son 'derechos fundamentales' todos aquellos derechos subjetivos que corresponden universalmente a todos los seres humanos en cuanto dotados del status de personas, ciudadanos o personas con capacidad de obrar; entendiendo por 'derecho subjetivo' cualquier expectativa positiva (de prestaciones) o negativa (de no sufrir lesiones) adscrita a un sujeto por una norma jurídica; y por status la condición de un sujeto, prevista así mismo por una norma jurídica positiva, como presupuesto de su idoneidad para ser titular de situaciones jurídicas y/o autor de los actos que son ejercicio de éstas".


    Tradicionalmente, desde el Estado liberal francés se asocia a la noción de derechos fundamentales con los tradicionales derechos civiles y políticos; sin embargo, dentro de la dinamia que caracteriza al Derecho y en especial a los Derechos Humanos, aquellos se hacen extensivos a otros derechos como los Económicos, Sociales y Culturales, o de los derechos de última generación, que en su conjunto constituyen una amalgama de derechos que deben ser protegidos por los jueces constitucionales.


    La Constitución vigente, en su artículo 94 determina que: "la acción extraordinaria de protección procederá contra sentencias o autos definitivos en los que se haya violado por acción u omisión derechos reconocidos en la Constitución […]"; aquello evidencia el espíritu garantista de la actual Carta Constitucional, la misma que consagra como el más alto deber del Estado ecuatoriano la protección de los derechos que nos asisten a todas las personas. Bajo esta dinámica cabe destacar que el texto constitucional habla de derechos constitucionales, lo cual comprende un universo mucho más amplio que la categoría derechos fundamentales, empleada en el artículo 52, literal b de las Reglas de Procedimiento para el Ejercicio de las Competencias de la Corte Constitucional, para el período de transición, en donde como requisito de procedibilidad se determina que el recurrente demuestre que en el juzgamiento se ha violado, por acción u omisión, el debido proceso u otros derechos fundamentales. Por ende y aplicando un criterio de jerarquización normativa, la Corte ha de entender que lo que prima es la disposición constitucional y su espíritu garantista, ante lo cual esta acción extraordinaria de protección se hace extensiva a la violación de derechos constitucionales."


    (Sentencia No. 003-09-SEP-CC, Caso: 0064-08-EP, Quito, D. M., 14 de mayo de 2009, Deséchase la acción extraordinaria de protección planteada por el ingeniero Marcelo Ramiro Rodríguez Pintado, Jueza Sustanciadora: Dra. Nina Pacari Vega, SRO Nº 602, 1º de junio de 2009; Sentencia N. º 003-10-SEP-CC, Caso N. º 0290-09-EP, Quito D. M., 13 de enero de 2010, Acéptase la acción extraordinaria de protección planteada en contra de la sentencia de casación de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia del 23 de marzo de 2009, dejándola sin efecto, Jueza Constitucional Sustanciadora: Dra. Ruth Seni Pinoargote, SRO Nº 117, 27 de enero de 2010).


    Derechos fundamentales y derechos constitucionales


    En repetidas sentencias, la Corte Constitucional alude a su papel de protectora de los "derechos constitucionales" y no solamente de los "derechos fundamentales". La Corte Constitucional de Colombia, En una Resolución limita su competencia a 'estudiar la posible violación de los derechos fundamentales' [156]


    Tradicionalmente, desde el Estado Liberal francés, se asocia la noción de derechos fundamentales con los tradicionales derechos civiles y políticos, sin embargo, dentro de la dinamia que caracteriza al Derecho, y en especial a los Derechos Humanos, aquellos se hacen extensivos a otros derechos como los Económicos, Sociales y Culturales o de los derechos de última generación que, en su conjunto, constituyen una amalgama de derechos que deben ser protegidos por los jueces constitucionales. … Bajo esta dinámica, cabe destacar que el texto constitucional hace alusión a derechos constitucionales, lo cual comprende un universo mucho más amplio que la categoría de derechos fundamentales. En fin, la acción extraordinaria de protección pretende amparar los derechos que nos asisten a las personas, derechos que, en una visión amplia, no se limitan exclusivamente a derechos fundamentales, sino que en concordancia con las tendencias modernas del constitucionalismo, lejos de competir unos derechos con otros, siguiendo una suerte de "darwinismo jurídico", lo que pretende es que todos los derechos constitucionales sean protegidos por esta acción."


    (Sentencia N° 015-09-SEP-CC, Caso: 0031-08-EP, Quito, D. M., 23 de julio de 2009, Jueza Constitucional Ponente: doctora Ruth Seni Pinoargote, SRO Nº 651, 7 de agosto de 2009).


    Tutela judicial efectiva


    "En doctrina, el derecho a la tutela efectiva, imparcial y expedita de los derechos de las personas, tiene relación con el derecho de acceso a los órganos jurisdiccionales para luego de un proceso que observe las garantías mínimas establecidas en la Constitución y en la ley, hacer justicia; por tanto, se puede afirmar que su contenido es amplio y se diferencian tres momentos: el primero relacionado con el acceso a la justicia, el segundo con el desarrollo del proceso en un tiempo razonable, y el tercero que dice relación con la ejecución de la sentencia, esto es, acceso a la jurisdicción, debido proceso y eficacia de la sentencia. Al respecto, para el profesor Pablo Esteban Perrino[157] (la tutela judicial efectiva comprende el reconocimiento de los siguientes derechos:


    a) "A ocurrir ante los tribunales de justicia y a obtener de ellos una sentencia útil;


    b) A acceder a una instancia judicial ordinaria y a lograr un control judicial suficiente sobre lo actuado …;


    c) A un juez natural e imparcial;


    d) A la eliminación de las trabas que impidan u obstaculicen el acceso a la jurisdicción;


    e) A la interpretación de las normas reguladoras de los requisitos de acceso a la jurisdicción en forma favorable a la admisión de la pretensión, evitándose incurrir en hermenéuticas ritualistas (in dubio pro actione);


    f) A que no se desestimen aquellas pretensiones que padecen de defectos que pueden ser subsanados;


    g) A la no aplicación en forma retroactiva de nuevas pautas jurisprudenciales con relación a los requisitos de admisibilidad, a fin de evitar situaciones de desamparo judicial;


    h) A peticionar y obtener tutela cautelar para que no se torne ilusorio el derecho que se defiende;


    i) Al cumplimiento de todas las etapas del procedimiento legalmente previsto, el cual deberá asegurar la posibilidad del justiciable a ser oído, y a ofrecer y producir la prueba pertinente antes de dictarse sentencia;


    j) A una decisión fundada que haga mérito de las principales cuestiones planteadas;


    k) A impugnar la sentencia definitiva;


    l) A tener la posibilidad de ejecutar en tiempo y forma la sentencia y, por ende, a su cumplimiento por parte de la autoridad condenada;


    m) Al desarrollo del proceso en una dimensión temporal razonable;


    n) A contar con asistencia letrada".


    (Sentencia N° 023-09-SEP-CC, Caso: 0399-09-EP, Quito, D. M., 24 de septiembre de 2009, Juez Sustanciador: doctor Diego Pazmiño Holguín, SRO Nº 43, 8 de octubre de 2009).


    Citación por la prensa


    "… pone en evidencia que la sentencia emitida por el Juez de instancia, el Juez Cuarto de lo Civil de Pichincha, que condena al demandado, da por hecho la afirmación del actor, en el juicio ejecutivo, que desconocía el domicilio demandado, sin apreciar que la citación por la prensa es una medida excepcional que procede cuando ha sido imposible determinar el domicilio, por lo que los presupuestos para su procedencia deben estimarse con estrictez y rigurosidad, no bastando la declaratoria bajo juramento, sino que el Juez deberá exigir que para la procedencia de tal citación excepcional, se demuestren las diligencias realizadas a tal efecto, y no se dé rienda suelta a argucias fraguadas por una de las partes para obstaculizar o impedir que la otra, en este caso, el demandado, comparezca al juicio y pueda ejercer su derecho a la defensa."


    (Sentencia Nº 020-10-SEP-CC, Caso N.º 0583-09-EP, Quito, D. M., 11 de mayo de 2010, Acéptase la acción extraordinaria de protección planteada por el señor José Aurelio Fabara Figueroa, Presidente de la Compañía Vial Fabara y Asociados Cía. Ltda., Juez Constitucional Ponente: Doctor Patricio Herrera Betancourt, SRO Nº 228, 5 de julio de 2010).


    Derecho de igualdad formal


    "Violación de la igualdad formal (artículo 66 numeral 4) y el principio nulla poena sine lege (artículo 76 numeral 3). Tanto el doctor Juan Falcón Puig, como el abogado Jorge Guzmán Ortega, reclaman la aplicación de la resolución de amnistía sin número de la Asamblea Constituyente, publicada en el SRO número 378 del 10 de julio del 2008 por la que se concedió la amnistía a favor del Ab. Luis Villacís Guillén, ex Gerente de la Agencia de Garantía de Depósitos.


    Sentencia: 1.- Aceptar las acciones extraordinarias de protección formuladas por los accionantes, en virtud de existir violación al derecho de igualdad formal, por no haberse aplicado, con respecto a todos los procesados, la amnistía concedida por la Asamblea Constituyente, dictada mediante Resolución sin número de la Asamblea Constituyente, publicada en el SRO No. 378 del 10 de julio de 2008; en consecuencia, disponer a la Primera Sala Penal de la Corte Nacional de Justicia la aplicación inmediata de dicha amnistía. …".


    (Itálicas: Casos : 0125-09-EP y 0171-09-EP (Acumulados), Acéptanse las acciones extraordinarias de protección formuladas por los accionantes, en virtud de existir violación al derecho de igualdad formal, por no haberse aplicado, con respecto a todos los procesados, la amnistía concedida por la Asamblea Constituyente, dictada mediante Resolución sin número de la Asamblea Constituyente, publicada en el SRO No. 378 del 10 de julio del 2008; en consecuencia, dispónese a la Primera Sala Penal de la Corte Nacional de Justicia la aplicación inmediata de dicha amnistía, Juez Constitucional Sustanciador: Dr. Patricio Pazmiño Freire, SRO Nº 637, 20 de julio de 2009).


    "Según el principio de la verdad procesal, el juez resuelve un caso en base a la verdad procesal, la que surge del proceso, es decir, la que consta en los elementos probatorios y de convicción agregados a los autos, puesto que para el juez lo importante y único es la verdad procesal, ya que su decisión tendrá que ceñirse a ella, y solo entonces será recta y legal.


    Uno de los ejes del derecho procesal es el de la igualdad de las partes ante la ley procesal[158],por lo que en el curso del proceso, las partes gozan de iguales oportunidades para su defensa, lo cual tiene fundamento en la máximaaudiator et altera pars,que equivale a la igualdad de los ciudadanos ante la Ley. A decir de Devis Echandía existen verdaderos derechos procesales subjetivos y públicos de las partes, como los de acción y contradicción (el primero del actor y el segundo del demandado) de aprobar o aducir pruebas al proceso, de recurrir contra las providencias desfavorables del juez. El ejercicio de estos derechos subjetivos procesales impone al juez, como órgano del Estado, deberes correlativos, que también son de derecho público; por ejemplo el deber de proveer o iniciar el proceso, de citar y oír al demandado o imputado, de decretar las pruebas oportuna y debidamente solicitadas por las partes, de atender los recursos que se interpongan en el tiempo y con las formalidades legales".


    (Sentencia Nº 014-10-SEP-CC, Caso N.º 0371-09-EP, Quito, D. M., 15 de abril del 2010, Acéptase la acción extraordinaria de protección planteada por el señor Javier Espinosa Terán, Gerente General de la Compañía AUTEC S. A, Juez Constitucional Ponente:Dr. Patricio Herrera Betancourt, SRO Nº 192, 13 de Mayo del 2010).


    "Partiendo desde una acepción distinta respecto del mismo concepto de igualdad, es decir, laigualdad como derecho subjetivo, de la lectura de los artículos constitucionales anteriormente invocados se deduce que la igualdad no será sólo un principio jurídico indeterminado que esté presente en el ordenamiento, sino que será, además de aquello, un verdadero y auténtico derecho subjetivo que puede ser invocado también por las personas jurídicas, pero con un tratamiento que responda a su propia naturaleza, esto es, que no todos los sujetos jurídicos son uniformes, por tanto podría recibir un trato diferenciado y no por ello será discriminatorio, es decir, si el trato diferenciado queda claramente justificado y es razonable, proporcional y congruente, no habrá discriminación, puesto que están de por medio las relaciones jurídicas concretas.


    Al ser posible que las personas jurídicas puedan demandar frente a la vulneración de derechos como el de la igualdad, es necesario precisar sobre lo que implica el principio de la no discriminación.


    La discriminación es el acto de hacer una distinción o segregación que atenta contra la igualdad de oportunidades. Generalmente, se usa la "no discriminación" para referirse a la violación de la igualdad de derechos para los individuos por cuestión social, racial, religiosa, orientación sexual, razones de género o étnico-culturales, entre otros. De ahí que tomando una parte del artículo 1 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de discriminación, encontramos que la "discriminación positiva"o la "acción afirmativa" se produce cuando se observan las diferencias y se favorece a un grupo de individuos de acuerdo a sus características o circunstancias, sin perjudicar de ninguna manera a otros grupos; en cambio,la discriminación negativase concreta cuando se realiza un prejuicio, una valoración previa que contradiga las observaciones científicas o las disposiciones legales con el afán de causar perjuicio.


    Según Cesar Rodríguez, en su texto titulado Derecho a la igualdad, 'los ingresos, la clase social y la raza, factores tales como el género, el origen étnico, la nacionalidad, la filiación religiosa o la ideología política' dan lugar a las formas de discriminación.


    En otras palabras, la discriminación ha sido una de las principales fuentes de desigualdad, debido a que como ciertos grupos están marginados de las decisiones, se les priva de ciertos derechos fundamentales, tales como la salud, la seguridad social y la educación, entre otros."


    (Sentencia Nº 023-10-SEP-CC, Caso Nº 0490-09-EP, D. M., 11 de mayo de 2010, Niégase la acción extraordinaria de Quito, Jueza Constitucional Ponente: Doctora Nina Pacari Vega, SRO Nº 202, 28 de mayo de 2010)


    Seguridad jurídica


    "Con aquello no pretendemos que la Corte Constitucional resuelva cuestiones de mera legalidad, sino que dentro de la interpretación integral a la luz de la Constitución, la falta de diligencia en cuanto a la emisión de una resolución, genera un atentado grave hacia el derecho a la seguridad jurídica, siendo este derecho un pilar fundamental para la configuración de cualquier Estado constitucional y democrático."


    (Sentencia Nº 003-10-SEP-CC, Caso N. º 0290-09-EP, Quito D. M., 13 de enero de 2010, Acéptase la acción extraordinaria de protección planteada en contra de la sentencia de casación de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia del 23 de marzo de 2009, dejándola sin efecto, Jueza Constitucional Sustanciadora: Dra. Ruth Seni Pinoargote, SRO Nº 117, 27 de enero de 2010).


    "SÉPTIMA.- La garantía del debido proceso consolida, a su vez, la seguridad jurídica que constituye el elemento esencial y patrimonio común de la cultura del Estado de derechos y justicia; garantiza la sujeción de todos los poderes del Estado a la Constitución y la ley; es la confiabilidad en el orden jurídico, la certeza sobre el derecho escrito y vigente, es decir, el reconocimiento y la previsión de la situación jurídica. Las Constituciones de nuestros países garantizan la seguridad jurídica a través de algunas concreciones, como el principio de la legalidad y el debido proceso.


    Según Rudolf Streinz:


    'Seguridad Jurídica como desafío a la jurisdicción Constitucional: Si el derecho es la condición fundamental de la seguridad jurídica, entonces está unido simultáneamente e indisolublemente con la justicia y la seguridad jurídica, ya que ambas son partes esenciales de la idea del derecho'.


    Desde este punto de vista, la seguridad jurídica constituye uno de los deberes fundamentales del Estado; se encuentra reconocida y garantizada por nuestra Constitución de la República (artículo 82). Consigna que el derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y a la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por autoridades competentes."


    (Sentencia Nº 014-10-SEP-CC, Caso Nº 0371-09-EP, Quito, D. M., 15 de abril del 2010, Acéptase la acción extraordinaria de protección planteada por el señor Javier Espinosa Terán, Gerente General de la Compañía AUTEC S. A, Juez Constitucional Ponente:Dr. Patricio Herrera Betancourt, SRO Nº 192, 13 de Mayo del 2010).


    Debido proceso


    "Carlos Bernal Pulido manifiesta que de la extensa lista de derechos constitucionales contenidos en las constituciones actuales, se podría reducir a cinco los derechos constitucionales generales, estos son: el derecho general de libertad, el de igualdad, el de protección, el de organización y el del debido proceso[159]. Lo señalado por el autor colombiano denota la importancia de la garantía constitucional del debido proceso como presupuesto para la realización de otros derechos constitucionales, sean éstos los de libertad, o conocidos también como derechos civiles y políticos en la nomenclatura clásica, así como los del buen vivir, o también llamados derechos económicos, sociales y culturales. La noción doctrinaria de observar al debido proceso en su interdependencia con otros derechos constitucionales, así como de mecanismo de protección de otros derechos, se encuentra plasmada en el artículo 11, numeral 6 de la Constitución de la República, que expresa: "Todos los principios y derechos son inalienables, irrenunciables, indivisibles, interdependientes y de igual jerarquía".


    (Sentencia N° 026-09-SEP-CC, Caso: 0126-09-EP, Juez Sustanciador:doctor Edgar Zárate Zárate, SRO Nº 54, 26 de octubre de 2009).


    "Aducen los demandantes, de la acción extraordinaria de protección, que se ha vulnerado este derecho en el proceso ejecutivo, sin que puntualicen los casos y la forma en que ha sido vulnerado. Al respecto, es necesario determinar que la norma señalada contiene el denominado <derecho de petición> consistente 'en la posibilidad de dirigirse a los poderes públicos y ser escuchado y respondido por ellos'[160], derecho que garantiza que las personas que acudan ante las autoridades a presentar solicitudes, en demanda de atención en cualquier ámbito de la actividad estatal, deben recibir atención oportuna y que las respuestas que reciban contengan una razonable fundamentación de manera que los peticionarios conozcan los motivos de la respuesta recibida. El contenido esencial de este derecho comprende: a) El ejercicio de la acción de pedir; b) La accesibilidad sin trabas, quedando desnaturalizado si se exigen fianzas, depósitos o requisitos formales más allá de los mínimos, como nombre, domicilio, petición firmada; c) que se presente ante el órgano competente; d) que sea considerado por parte de la autoridad, es decir, que se evalúe; y,


    d) que se conteste (con la motivación necesaria). [161]


    Hay que indicar que para poner en marcha el aparato judicial, no procede el derecho de petición, pues se trata de una actuación que se encuentra reglada, sujeta a normas procesales. De presentarse mora en la actividad judicial en la tramitación de un proceso, lo que existirá, dependiendo de la gravedad de la misma, es transgresión del debido proceso y del derecho de acceso efectivo a la justicia y no vulneración al derecho de petición.


    Ahora bien, en el ámbito judicial, adicionalmente a los actos eminentemente judiciales, existen otros de carácter administrativo, a los que se aplican normas del derecho administrativo, y es en este ámbito que el derecho fundamental de petición alcanza a las actuaciones de la función judicial, es decir, el derecho a solicitar, por ejemplo, la expedición de copias a una autoridad judicial, así como a la administrativa, lo que si forma parte del núcleo esencial del derecho de petición, por lo que se considerará que el derecho a obtener copias constituye manifestación del derecho a obtener pronta resolución a las peticiones formuladas, constituyendo, por tanto, parte del núcleo esencial del derecho de petición.


    En el caso de análisis, del proceso constan las distintas peticiones realizadas por los demandados para impulsar el proceso, fundamentalmente, en la etapa probatoria, las que, como se ha puntualizado, no forman parte del derecho de petición, por constituir elementos de otros derechos fundamentales como son el debido proceso o el acceso a la justicia. La petición realizada para la concesión de copias certificadas del proceso, fue atendida oportunamente por el Juez. En conclusión, no existe vulneración al derecho de petición."


    (Sentencia N° 018-09-SEP-CC, Caso: 0166-09-EP, Quito, D. M., 23 de julio de 2009, Declárase improcedente la acción extraordinaria de protección presentada por Juan Carlos Criollo Tabango y Norma Graciela Pinto Tabango, Juez Constitucional Sustanciador: Dr. Hernando Morales Vinueza, SRO, 7 de agosto de 2009).


    "Tal como lo ha señalado esta Corte en ocasiones anteriores, la falta de notificación se traduce en una clara violación a normas del debido proceso. En efecto, la notificación comprende el acto de informar a las partes la actuación de su órgano jurisdiccional determinándose, en esencia, la publicidad y transparencia de los procesos, los mismos que sólo están garantizados si las partes intervinientes en el mismo se hallan informadas debidamente de todas las actuaciones que se realizan en un proceso, aspectos íntimamente relacionados con los derechos a la defensa y seguridad jurídica. La notificación trasciende el hecho de una simple formalidad para transformarse en un derecho adquirido por parte de quienes intervienen en una contienda legal; sólo mediante el ejercicio de este derecho a ser notificado se hacen legítimos derechos consustanciales al debido proceso dentro de un Estado Constitucional de Derechos y Justicia Sentencia No. 012-09-SEP-CC.


    La disposición prevista en el Código Orgánico de la Función Judicial establece claramente en su redacción, que las Cortes Provinciales contarán con 90 días término para el"despacho",es decir, para resolver y notificar. Aquello, como es lógico, guarda pleno respeto y conformidad con los contenidos materiales que irradia el texto constitucional, entre ellos las garantías al debido proceso.


    Es así que la palabra "resolver", a la que hace alusión el artículo 348 del Código de Procedimiento Penal, y el propio artículo 149 del Código Orgánico de manera posterior, debe entenderse como "resolver y notificar".


    Lógicamente, el "término" al que se refiere el Código Orgánico, en tanto norma general reguladora de todos los procesos judiciales, no se aplica en materia penal, puesto que en ella, como consecuencia de la especialidad, corren todos los días y horas, razón por la cual deberá atenderse al "plazo" al que se refiere el artículo 348 del Código de Procedimiento Penal.


    Con ese antecedente, y entendiéndose que la resolución de la causa implica también notificar, es procedente que esta Corte constate si la Tercera Sala de lo Penal de la Corte Provincial de Justicia del Guayas, excedió los plazos previstos en el artículo 348 del Código de Procedimiento Penal."


    (Sentencia Nº 0010-10-SEP-CC, Caso Nº 0502-09-EP, Juez Constitucional Sustanciador (A):Dr. Luis Jaramillo Gavilanes, SRO Nº 177, 22 de abril de 2010).


    "Así, el derecho al debido proceso es aquél que permite que la tutela jurisdiccional sea efectiva [162], y cuyo contenido está constituido por los siguientes derechos, a criterio de Álvarez Conde:"a) Derecho al Juez ordinario; b) Derecho a la asistencia de letrado; c) Derecho a ser informado de la acusación formulada; d) Derecho a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías; e) Derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa; f) Derecho a no declarar contra sí mismo y a no confesarse culpables; y g) Derecho a la presunción de inocencia".


    (Sentencia Nº 0011-10-SEP-CC, Caso Nº 0529-09-EP, Quito, D. M., 08 de abril de 2010, Juez Constitucional Sustanciador: Dr. Roberto Bhrunis Lemarie, SRO Nº 183, 30 de abril de 2010).


    "Es decir, con mayor razón los servidores públicos deben asegurar el efectivo goce del derecho al debido proceso, en todas sus actuaciones, quedando prohibida cualquier acción que vaya en contra de su ejercicio, pues su protección es una exigencia necesaria para garantizar la efectividad material del derecho.


    Ahora bien, el establecimiento del derecho al debido proceso en la Constitución de la República no implica que únicamente deba ser aplicado u observado por la Función Judicial; por el contrario, compete a todas las autoridades públicas en el ejercicio de sus funciones específicas y a los particulares, al constituirse en una"garantía de legalidad procesal que pretende dentro de sus fines proteger a los individuos en su dignidad, personalidad y desarrollo frente a eventuales arbitrariedades amparadas en el ejercicio impune del poder".Por ello, quien se sienta afectado en sus derechos por algún acto u omisión de cualquier autoridad pública no judicial, puede acudir a la justicia para obtener el amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos en la Constitución."


    (Sentencia Nº 0011-10-SEP-CC, Caso Nº 0529-09-EP, Quito, D. M., 08 de abril de 2010, Niégase la acción extraordinaria de protección planteada por el economista Fernando Guijarro Cabezas, Director General del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social Juez Constitucional Sustanciador: Dr. Roberto Bhrunis Lemarie, SRO Nº 183, 30 de abril de 2010).


    "Primero, es evidente que la disposición constitucional reconocida en el artículo 76, numeral 4 de la Constitución constituye, per se, una garantía del debido proceso, presupuesto que tornaría directamente procedente, desde el punto de vista material, a la acción extraordinaria de protección. A pesar de ello, es evidente también, que como consecuencia de la constitucionalización de la que ha sido objeto todo el aparato jurisdiccional, no sólo la Corte Constitucional es el órgano llamado a velar por el ejercicio y protección de los derechos constitucionales en la sustanciación de un proceso; por el contrario, dicha labor es responsabilidad y deber de todos los administradores de justicia del país a partir de los mecanismos jurisdiccionales pertinentes. Es el caso, por ejemplo, del derecho reconocido en el artículo 76, numeral 4 de la Constitución, cuya protección también compete a los órganos de la justicia ordinaria."


    (Sentencia Nº 022-10-SEP-CC, Caso N. º 0049-09-EP, Quito D. M., 11 de mayo de 2010, Acéptase parcialmente la acción extraordinaria de protección de-mandada por el Banco del Pacífico y déjase sin efecto la sentencia emitida por la Segunda Sala de Conjueces de lo Civil y Mercantil de la ex Corte Suprema de Justicia en el Recurso de Casación Nº 100-2003, , Ponencia: Dr. Patricio Herrera Betancourt y Dr. Luis Jaramillo Gavilanes, SRO Nº 202, 28 de mayo de 2010).


    "Los operadores de la justicia no deben olvidar que, por mandato constitucional, para asegurar eldebido proceso a más de las garantías básicas, los Jueces deben observar y atenerse a la jurisprudencia a la hora de dictar sus fallos, porque su importancia radica por cuanto ilustra e informa, proporcionándoles antecedentes jurídicos sobre problemas controvertidos y resueltos, aplicables a casos concretos de cuya decisión se encarga el juez. Por lo tanto, la jurisprudencia tiene una importancia trascendental en el campo jurídico, pues proporciona antecedentes jurídicos sobre el problema controvertido. Su importancia radica en su contenido, ya que siempre son profundamente meditadas, cuanto por su autoridad, puesto que proviene de la más alta Corte de Justicia de la República. Por esta doble razón sirve de guía para la recta interpretación y aplicación de la ley. Empero, la jurisprudencia y la norma no están en pugna, ni hay entre ellas récord de competencia, sino que se complementa la segunda dentro de la primera, o como concreta el maestro Eduardo Couture: 'La jurisprudencia es la vida misma del Derecho'. En la especie, las sentencias de la Corte Constitucional marcan la pauta de lo que las instancias inferiores resolverán cuando tengan presente el recurso presentado contra la resolución del juez. Ello hace que el juez prefiera ajustarse a lo que ya sabe que constituye la doctrina de los jueces a él superiores, tanto por comodidad como por eficacia, ya que no parece tener demasiado sentido práctico el dictar resoluciones cuyas tesis se sabe que serán sistemáticamente rechazadas en el superior. Por otra parte, una actitud permanente contraria a la jurisprudencia puede perjudicar seriamente la promoción personal (que se rige por parámetros funcionariales de jerarquía, escalafón, etc.) de quien la adopte.


    En el caso de estudio, ciertamente los juzgadores de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia –ahora Corte Nacional de Justicia– en su sentencia dictada el 16 de octubre del 2008 a las 15h00, vulneraron el debido proceso al inobservar la jurisprudencia del Tribunal Constitucional que dilucidó la situación jurídica del Dr. Mario Chávez Salazar; no obstante, fallaron en grave perjuicio de la seguridad jurídica, configurando una situación jurídica ilegal, indebida y fraudulenta."


    (Sentencia Nº 017-10-SEP-CC, Caso Nº 0241-09-EP, Quito el 6 de febrero del 2006, Acéptase la acción extraordinaria de protección planteada por el Presidente Ejecutivo de TAME, Teniente General César Alfonso Naranjo Anda, y déjase sin efecto la sentencia en la cual se aceptó el recurso de casación interpuesto contra la sentencia dictada por el Tribunal Distrital Nº 1 de lo Contencioso Administrativo de Distrital Nº 1 de lo Contencioso Administrativo de Quito el 6 de febrero del 2006, Juez Constitucional Ponente: Doctor Patricio Herrera Betancourt –hay cuatro votos salvados-, SRO Nº 228, 5 de julio de 2010).


    Producción de la prueba


    "…a su criterio, se conculcaron sus derechos, concretamente, porque no se adjuntó al proceso toda la prueba; así lo expresa en los numerales 1 al 6 de la primera parte de su demanda.


    La determinación de a quien corresponde la demostración de la existencia o inexistencia de los hechos sobre los cuales versa la demanda, constituye la denominada carga de la prueba. Señala Lino Enrique Palacio:'(…) la parte que pretende haberse verificado, en la realidad, la situación de hecho descrita por la norma o normas que invoca como fundamento de su pretensión o defensa, debe, ante todo, asumir la carga de afirmar la existencia de esa situación'


    Para el efecto, los litigantes cuentan y pueden hacer uso de los medios de prueba admisibles, de conformidad a la normativa pertinente a la materia procesal de la que trate la contienda: civil, penal, laboral, etc.


    En la producción de la prueba es necesaria la actuación de las partes, no solo para solicitarla dentro del plazo correspondiente, sino también para coadyuvar que sean practicadas; igualmente, dentro del plazo pertinente, una vez que sean ordenadas, ya que es de su interés el efecto positivo de que ellas puedan producir para sus intereses dentro del proceso; así, por ejemplo, solicitar la fijación de nuevas fechas para la realización de diligencias probatorias fallidas, reiterar el pedido de presentación de informes ante la demora de su presentación, realizar gestiones para la aceptación de cargo de peritos, efectuar gestiones para que se atienda de manera oportuna la remisión de documentos, etc., todo lo cual puede permitir que la producción de prueba oportuna redunde en beneficio de sus intereses, ya como demandante, ya como demandado.


    Por otra parte, es necesario establecer que el juez cumple con relación al proceso probatorio, cuando acepta y ordena la prueba solicitada y conduce la práctica de la misma, dentro de los términos o plazos legalmente determinados.


    En definitiva, si la Sala se pronunció sin contar con la totalidad de la prueba, no puede atribuirse a responsabilidad de sus miembros, pues revisado el proceso, se encuentra que lo que la parte actora solicitó, como era obligación del órgano judicial, fue oportunamente ordenado y evacuado por las instancias correspondientes, sin que, de otra parte, se encuentre escrito alguno de la demandante en el que insista en la solicitud de la información a las instituciones financieras que no han aportado la información solicitada, o que demuestre que haya dado las facilidades para obtener las copias de las piezas procesales de dos juicios, solicitadas como prueba, y obtenerlas para incorporarlas al expediente de apelación, hecho que era de su absoluta responsabilidad, ya que es obligación de la parte interesada acudir hasta los despachos judiciales y dar las facilidades para que se obtengan las copias solicitadas, cuyo costo no puede asumir la judicatura."


    (Sentencia Nº 0009-10-SEP-CC, Caso Nº 0595-09-EP, Quito, D. M., 08 de abril de 2010, Deséchase la demanda de acción extraordinaria de protección planteada por la abogada Silvia Elena Buendía Silva, en razón de no haberse constatado la vulneración de derechos alegada, Juez Constitucional Sustanciador: Doctor Hernando Morales Vinueza, SRO Nº 183, 30 de abril de 2010).


    "…esta Corte no puede dejar de advertir cuál es la diferencia entre una eventual actuación u obtención probatorialesiva de la Constitución, y la valoración probatoriaque podría efectuarse en violación de la ley y la Carta Fundamental. En el segundo caso, es evidente, tal como se mencionó en la consideración precedente, que la valoración involucra un asunto atinente a la sana crítica del juez respecto a la prueba actuada por las partes procesales. Por consiguiente, se constituye en un asunto de legalidad que no forma parte del ámbito material de procedencia de la acción extraordinaria de protección y que es de competencia privativa de la justicia ordinaria.


    Con respecto a la actuación u obtención de pruebas, en tanto momento procesal previo a la valoración de las mismas por parte de la judicatura, este sí se constituye como un problema de relevancia constitucional siempre que se identifiquen vulneraciones a preceptos constitucionales en los términos previstos en el numeral 4 del artículo 76 de la Constitución.


    Con esa aclaración, y enfatizando en la diferencia, es pertinente analizar las argumentaciones esgrimidas por los accionantes en el caso que nos ocupa, y determinar si se relacionan con la actuación u obtención de pruebas, o si por el contrario, en cuanto a la aplicación, tienen relación directa con la valoración de las mismas."


    (Sentencia Nº 022-10-SEP-CC, Caso Nº 0049-09-EP, Quito, D. M., 11 de mayo de 2010, Acéptase parcialmente la acción extraordinaria de protección de-mandada por el Banco del Pacífico y déjase sin efecto la sentencia emitida por la Segunda Sala de Conjueces de lo Civil y Mercantil de la ex Corte Suprema de Justicia en el Recurso de Casación Nº 100-2003, Ponencia: Dr. Patricio Herrera Betancourt y Dr. Luis Jaramillo Gavilanes, SRO Nº 202, 28 de Mayo del 2010).


    "Derechos" del Estado.


    Se discute que el Estado y sus órganos tengan derechos y que puedan reclamar por ellos como representantes legitimados. Pero en distintas sentencias, la Corte Constitucional ha admitido al trámite acciones extraordinarias de protección planteadas por el Estado[163].


    "Además, en lo que respecta a los sujetos de este derecho, la doctrina y jurisprudencia comparada han llegado a la clara conclusión de que la titularidad del derecho al debido proceso no corresponde solamente a las personas naturales, sino también a las personas jurídicas, incluidas las de Derecho Público[164] Así pues, en el caso sometido a conocimiento de esta Corte, la Procuraduría General del Estado y la Corporación Financiera Nacional, como instituciones que representan los intereses generales del Estado, debieron tener la posibilidad de ejercer su derecho al debido proceso en ambas dimensiones, tanto como una forma de participar en los procedimientos que se desarrollan en el curso normal de acciones del Estado constitucional, así como 'mecanismo' para defender otros derechos controvertidos en un procedimiento judicial."


    (Sentencia No. 011-09-SEP-CC, Caso: 0038-08-EP, Ponencia: Dr. Edgar Zárate Zárate, SRO Nº 637, 20 de julio de 2009)


    Armonización de derechos


    "Desde el punto de vista de la teoría jurídica de los derechos fundamentales no es una buena técnica establecer limitaciones, jerarquías y balances que prioricen un derecho fundamental sobre otro, ya que lo que se busca es la armonía entre tales derechos; en esta tarea, el rol de los jueces es trascendental al pretender armonizar los derechos aparentemente en pugna, buscando que el ejercicio legítimo de ninguno de ellos sea destruido por el otro, evitándose de esta forma la depreciación del valor axiológico de los derechos fundamentales.


    La determinación del contenido esencial puede y debe operar como pauta para resolver los aparentes conflictos entre derechos; la metodología adecuada para intentar armonizar los derechos pasa especialmente por pensar cada una de las libertades o derechos desde aquel contenido esencial. Algunos detractores de esta teoría manifiestan que en ocasiones la determinación del contenido esencial puede conducir a un resultado idéntico al que se ha llegado o podría haberse llegado por la vía de los métodos de jerarquización y sobre todo de ponderación; sin embargo, los fundamentos teóricos de este método son completamente diferentes, ya que determinar el contenido esencial es mirar hacia los límites internos de cada derecho en litigio, hacia su naturaleza, el bien que protegen, su finalidad y su ejercicio funcional.


    La concepción del contenido esencial considera que es más adecuado no distinguir entre núcleo duro y parte accidental, puesto que el contenido esencial no es el contenido intocable, sino que es determinable con razonabilidad, y que el contenido esencial se delimita desde el bien humano protegido por el derecho, es decir, desde la finalidad del derecho mismo, lo cual evidencia la armonización y el ajustamiento con otros bienes igualmente humanos y con otras pretensiones igualmente dignas de convertirse en derechos. Cabe destacar que el Tribunal Constitucional español ha establecido dos caminos para aproximarse al contenido esencial: acudir a la naturaleza jurídica o el modo de concebir o configurar cada derecho, y tratar de encontrar el interés jurídicamente protegido como núcleo y médula de los derechos subjetivos.


    Dentro de la dinamia que caracteriza a las Ciencias Jurídicas, los derechos constitucionales no son la excepción, y aquellos, en su devenir histórico, pueden sufrir ampliaciones en su contenido esencial, ya que existe una finalidad para los que han sido formulados históricamente, así como otras que han ido agregándose con el devenir del tiempo."


    (Sentencia Nº 003-10-SEP-CC, Caso Nº 0290-09-EP, Quito D. M., 13 de enero de 2010, Acéptase la acción extraordinaria de protección planteada en contra de la sentencia de casación de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia del 23 de marzo de 2009, dejándola sin efecto, Jueza Constitucional Sustanciadora: Dra. Ruth Seni Pinoargote, SRO Nº 117, 27 de enero de 2010).


    "Retroactividad" en la aplicación de derechos constitucionales


    "Por tal razón, en cuanto a lo alegado por los jueces de la Segunda Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte Provincial de Justicia del Guayas, en el sentido de que no se deberían aplicar las normas constitucionales vigentes desde el 20 de octubre del 2008 a una sentencia que data del año 2007, fecha en la cual no existía aún la institución de la acción extraordinaria de protección, esta Corte expresa que su deber, al igual que el de todo servidor público y aún de los particulares, es precautelar la efectiva vigencia de los derechos constitucionales, que por su naturaleza son progresivos y tal progresividad consiste, precisamente, en ampliar y desarrollar de mejor forma su núcleo esencial; condición que pese a ser la esencia de los derechos constitucionales, ha sido positivada en norma constitucional y, en tal sentido, al encontrarnos ante la vigencia de una Constitución de contenidos eminentemente materiales y que asume el modelo garantista, lo que ha ocurrido precisamente es que ha desarrollado, de mejor forma, el contenido de los derechos al debido proceso y de tutela judicial efectiva, dotándolos además de una garantía jurisdiccional que es la acción extraordinaria de protección, razón por la cual, al ejercer las competencias previstas en la Constitución, esta Corte debe, ineludiblemente, revisar que no se vulneren principios, derechos y normas del debido proceso, habida cuenta de que no se puede sacrificar la justicia por el hecho de que las resoluciones hayan sido emitidas con anterioridad a la promulgación de la vigente Constitución, teniendo presente que el mayor deber del Estado es el respeto y tutela de los derechos, de suerte que lo argumentado por los señores jueces, en sentido contrario, carece de fundamento constitucional".


    (Sentencia Nº 011-09-SEP-CC, Caso: 0038-08-EP, Juez ponente: Dr. Edgar Zárate Zárate, SRO Nº 637, 20 de julio de 2009).


    -Examen de la sentencia impugnada: por la forma y por el fondo


    -La Sentencia… ¿pone de relieve una acción u omisión motivada en hechos inexistentes o injustos?


    - para exigir el cumplimiento de los derechos de…, es necesario acatar las normas establecidas por la Constitución y las Leyes relacionadas con el sistema….


    - violación de derechos fundamentales y del debido proceso..


    "Considerando la facultad interpretativa que le asiste a la Corte Constitucional, bien podríamos señalar que, frente al caso, estamos obligados a superar la concepción tradicional de ser un órgano que cumple una función de expulsión de normas del ordenamiento jurídico por el hecho de ser contrarias a la Constitución y, en verdad hacer efectiva la administración de justicia constitucional, creando derecho. Es decir, la omisión legislativa que genera un vacío legal, es cubierta por la labor interpretativa de la Corte Constitucional. Se podría decir, entonces, que la omisión derivada de la norma significa exclusión, por lo que, la eliminación de esa omisión implica incluir, en el acceso a la justicia, a la accionante que ha sido marginada o discriminada como producto del vacío legal[165]


    (Sentencia Nº 007-09-SEP-CC, CASO: 0050-08-EP, Jueza Sustanciadora:Dra. Nina Pacari Vega, SRO Nº 602, 1º de junio de 2009)


    "Sin embargo, no se puede negar la tensión existente entre la acción extraordinaria de protección con el principio de la seguridad jurídica contemplado en el artículo 82 de la Constitución, seguridad jurídica que halla su fundamento en la cosa juzgada [166] y en la certeza del derecho que encuentran a su vez, asidero en la generalidad y en la abstracción de las normas, que para el profesor Zagrebelsky, ambas responden a la visión liberal que trata de garantizar la estabilidad del orden jurídico. [167]


    SEXTA.- El problema jurídico planteado puede resumirse en el cuestionamiento: ¿El auto impugnado viola la seguridad jurídica, la igualdad ante la ley y el debido proceso al no observar el artículo 8 del Mandato número 2? Para resolver esta pregunta, la Corte Constitucional, para el período de transición verificará si existen, de forma contundente, circunstancias que vulneren los derechos constitucionales o el debido proceso, como lo expresa el accionante.


    El auto impugnado, por la forma, respeta las normas del juicio de razonabilidad que, según Manuel Atienza, debe contener: a) respetar las normas de la lógica deductiva, así se evidencia que entre las premisas y las consideraciones existe coherencia; b) respetar los principios de razonabilidad práctica [168]"


    (Sentencia Nº 006-09-SEP-CC, Caso: 0002-08-EP, Deséchase la acción extraordinaria de protección planteada por José Ricardo Serrano Salgado, Ministro de Minas y Petróleos (E), Juez Sustanciador: Dr. Edgar Zárate Zárate, SRO Nº 605, 4 de junio de 2009)


    Interpretación del juez constitucional


    "El juez constitucional debe esforzarse por hallar las interpretaciones que mejor sirvan a la óptima defensa de los derechos fundamentales. La legitimidad de una Corte Constitucional depende fuertemente de la capacidad de argumentar su interpretación de la Constitución y apelar mediante tal interpretación a las opciones y valores ciudadanos. Como bien lo dice Robert Alexy: los jueces constitucionales ejercen una "representación argumentativa".


    (Sentencia N° 014-09-SEP-CC, Caso: 0006-08-EP, Quito, D. M., 21 de julio de 2009, Deséchase la acción extraordinaria de protección planteada por Víctor Hugo Castillo Villalonga en contra de la sentencia dictada el 22 de octubre del 2008 por los Magistrados de la II Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia, señores doctores: Luis Abarca Galeas, Rodrigo Serrano Valarezo y Máximo Ortega Ordóñez, dentro del juicio: Recurso de Revisión N° 100-KA-08, Ponencia: Doctores Nina Pacari Vega y Roberto Bhrunis Lemarie. Registro Oficial Nº 648, 4 de agosto de 2009).


    Aplicación del principio "iura novit curia"


    "4. El principioiura novit curiay la determinación de una clara vulneración al debido proceso y al derecho a la seguridad jurídica en el auto de llamamiento a juicio dictado por la Tercera sala de lo Penal de la Corte Provincial de Justicia del Guayas.


    Si bien es cierto que las consideraciones citadas previamente serían suficientes para atender los argumentos esgrimidos por las partes y desechar la acción extraordinaria de protección interpuesta, no lo es menos que en virtud del principio iura novit curia,–el juez conoce el derecho–esta Corte está plenamente facultada para analizar y pronunciarse sobre una serie de aspectos no argüidos por las partes y que podrían devenir en vulneraciones a derechos constitucionales."


    (Sentencia Nº 0010-10-SEP-CC, Caso Nº 0502-09-EP, Juez Constitucional Sustanciador (A):Dr. Luis Jaramillo Gavilanes, SRO Nº 177, 22 de abril de SRO Nº 177, 22 de abril de 2010).


    "Formalismo" judicial


    "Si bien es cierto la Primera Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte Suprema de Justicia, a la fecha de dictar sentencia, desconocía que el bien, cuya reivindicación se demandó, pertenecía a Petroecuador, de esta realidad tuvo conocimiento cuando la misma Empresa alegó la nulidad del proceso entregando los documentos que probaban que era propietaria del bien materia de la demanda; no obstante, la Sala rehusó considerar la alegación por no haber sido Petroecuador parte del proceso en razón de que las sentencias aprovechan o perjudican solo a las partes intervinientes en el proceso.


    La negativa a conocer la alegación de nulidad presentada por Petroecuador, contraría el derecho a la tutela judicial efectiva, por un excesivo rigor formalista en la interpretación de la normativa procesal vigente, lo que determinó definitivamente la afectación de su propiedad. La justicia no puede estar limitada por rigurosos formalismos que alejan la decisión de los jueces de la realidad, tanto más cuando esta le ha sido demostrada, provocando así situaciones de injusticia.


    Al respecto, la Corte debe precisar que la Sala de Casación realiza una interpretación excesivamente formalista del artículo 286 del Código de Procedimiento Civil, pues si bien es verdad que la sentencia resuelve el litigio entre las partes (originarias o sucesivas, es decir, demandante y demandado, y terceristas) y solo a ellas les concierne todas las situaciones procesales, consecuentemente, a ellas afectan o benefician las sentencias, no es menos cierto que, como en el caso que nos ocupa, la decisión judicial puede afectar directamente al titular del derecho que se debate en el proceso, sin que éste haya podido intervenir en el mismo por causas ajenas a su voluntad, como es el desconocimiento del juicio; de ahí que desatender un pedido de nulidad del proceso por no haber participado en él el solicitante, a pesar de haberse litigado sobre un bien de su propiedad, afectando de manera definitiva su derecho a la propiedad, constituye vulneración a la tutela judicial efectiva.


    Ha alegado el señor Macías Briones que, al no haber sido parte del proceso Petroecuador, no se encontraba legitimado para interponer la acción. Al respecto, el análisis realizado por la Corte en las consideraciones anteriores constituye el fundamento que permite desechar tal alegación, más aún, es necesario señalar que la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional ha solucionado definitivamente el asunto, al facultar, en el artículo 59, la presentación de la acción a quienes hayan sido o debido ser parte de un proceso."


    (Sentencia Nº 016-10-SEP-CC, Casos N° 0092-09-EP y 0619-09-EP, Quito, D. M., 29 de abril del 2010,Acumulados, Acéptanse las acciones extraordinarias de protección planteadas por las empresas Petroecuador y Oleoducto de Crudos Pesados; declárase la existencia de violación de los derechos a la tutela judicial efectiva, el debido proceso y la seguridad jurídica, déjase sin efecto la sentencia de casación emitida por la Primera Sala de lo Civil y Mercantil de la ex Corte Suprema de Justicia del 28 de julio del 2008, en el juicio ordinario 138-2007; y, dispónese que la Sala de Conjueces de la Primera Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte Nacional de Justicia proceda a dictar la sentencia correspondiente tomando en cuenta las disposiciones constitucionales y legales pertinentes, Juez Sustanciador: Dr. Hernando Morales Vinueza, SRO Nº 202, 28 de mayo de 2010).


    ", el recurrente puede interponer el recurso de casación inmediatamente de notificada la sentencia, o luego de sustanciada la aclaración o ampliación, es decir, que interpuesto el recurso en la primera circunstancia no se obra contra la norma, siendo cosa distinta si se lo interpusiera fuera de término, en cuyo caso cabría su inadmisión, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 7 de la Ley de Casación.


    … lo acertado, diligente y responsable hubiese sido que el Tribunal Contencioso, siendo consecuente con su análisis de que primero se agote la aclaración para luego sustanciar la casación, dicte una providencia dando a conocer que se ha solicitado aclaración y ampliación y que el recurso de casación debía esperar o que no procedía por ser prematuro, con lo cual se subsanaba, de manera cruzada entre los demandados en el juicio 025-04-3, la falta de información en cuanto a los tiempos; por lo que el Ministerio de Finanzas, desde el análisis e interpretación que hace esta Corte del texto del artículo 5 de la Ley de Casación, podía optar por presentar el pedido de aclaración o directamente interponer el recurso de casación, y lo hizo por esta última alternativa.


    (Sentencia N.º 015-10-SEP-CC, Caso N.º 0135-09-EP, Quito, D. M., 15 de abril del 2010, Acéptase la acción extraordinaria de protección planteada por el Ministerio de Finanzas, signada con el Nº 0135-09-EP, mediante la cual se impugna el auto dictado el 18 de febrero del 2008, por los jueces del Tribunal Distrital Nº 2 de lo Contencioso Administrativo, con sede en Guayaquil, el cual rechazó el recurso de casación interpuesto contra la sentencia dictada el 23 de mayo del 2005, Juez Sustanciador: Dr. Patricio Herrera Betancourt, SRO Nº 196, 19 de mayo de 2010).
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    Sentencia en la Acción Extraordinaria de Protección


    "…el juez constitucional no declara la inconstitucionalidad de las sentencias, autos y resoluciones firmes y ejecutoriadas, lo que hace es reparar, de manera integral, las presuntas vulneraciones a derechos constitucionales y al debido proceso. En el evento de que esta Corte declarare la inconstitucionalidad de sentencias o autos a partir de una acción extraordinaria de protección, atentaría directamente contra el principio de interpretación sistemática de la Constitución, que en lo principal propugna que la interpretación de los distintos preceptos constitucionales, se haga de manera integral, de esa forma se evitará que la interpretación de uno de ellos prive de eficacia a otro. En este caso, atribuirle efectos de inconstitucionalidad a la acción extraordinaria de protección no solo que desnaturalizaría a esta garantía, sino que, incluso, privaría de eficacia a la acción pública de inconstitucionalidad prevista en el artículo 436 numeral 2 de la Constitución de la República.


    Así también, y corroborando la equivocada pretensión del accionante en la presente acción (que se declare la ilegalidad de las sentencias y autos), obra del proceso, que la accionante, con fecha 28 de mayo del 2007, planteó juicio de nulidad de la sentencia ejecutoriada pronunciada en el Juicio Ejecutivo N.º 495-A- 97, mismo que fue aceptado a trámite el 13 de junio del 2007 y que actualmente se tramita en el Juzgado Quinto de lo Civil del Guayas con el número 365-C- 2007. A partir de ello, se colige que la accionante pretende que esta Corte se pronuncie sobre la ilegalidad de la sentencia y autos demandados, cuando existe un proceso atinente al objeto central de esta acción, ventilándose en la actualidad ante la justicia ordinaria. (Quito, D. M., 23 de julio de 2009)


    (Sentencia N° 015-09-SEP-CC, Caso: 0031-08-EP, Jueza Constitucional Ponente: doctora Ruth Seni Pinoargote, SRO Nº 651, 7 de agosto de 2009).


    "Sentencia: 1.- Aceptar la acción extraordinaria de protección planteada en contra de la sentencia de casación de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia del 23 de marzo de 2009, dejándola sin efecto. 2.- En mérito de las evidencias procesales, se dispone que el Ministerio Público proceda a reliquidar las remuneraciones del accionante correspondientes a los cuatro meses en los que desempeñó el cargo de Director Nacional de Auditoría Interna."


    (Sentencia Nº 003-10-SEP-CC, Caso Nº 0290-09-EP, Quito D. M., 13 de enero de 2010, Acéptase la acción extraordinaria de protección planteada en contra de la sentencia de casación de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia del 23 de marzo de 2009, dejándola sin efecto, Jueza Constitucional Sustanciadora: Dra. Ruth Seni Pinoargote, SRO Nº 117, 27 de enero de 2010).


    Sentencia: 1. Aceptar parcialmente la acción extraordinaria de protección deducida por el señor Vicente Antonio Habze Auad, por los derechos que representa de la compañía PANIFICADORA AUTOMÁTICA REY PAN C. A., y en consecuencia, se deja sin efecto la sentencia del 17 de mayo de 1999, dictada por el señor Juez Sexto de lo Civil de Guayaquil, mediante la cual, determinó como justo precio del inmueble, materia de expropiación, el valor de S/. 580.882.700,oo (sucres), así como la sentencia del 27 de octubre del 2000, dictada por la Quinta Sala de la ex Corte Superior de Guayaquil, que reformó la decisión del inferior y determinó como justo precio el monto de 100.000.oo dólares de los Estados Unidos de América.2. Disponer que el señor Juez Sexto de lo Civil de Guayaquil proceda de manera inmediata y sin dilación alguna a nombrar a los peritos, a fin de que en aplicación de lo establecido en el artículo 788 y siguientes del Código de Procedimiento Civil y demás normas conexas aplicables al caso, procedan a fijar un nuevo y definitivo "precio justo", disponiendo para ello, los términos que establece la referida normativa. 3. Vencidos tales términos y sin perjuicio del recurso de apelación para ante la Corte Provincial del Guayas, deberá dicho Juez informar documentadamente el cumplimiento de lo resuelto en esta sentencia, previniéndole de la disposición constante en el numeral 4 del artículo 86 de la Constitución de la República."


    (Sentencia Nº 0005-10-SEP-CC, Caso Nº 0041-09-EP, Quito, D. M., 24 de febrero del 2010, Niégase la acción extraordinaria de protección deducida por el señor Vicente Antonio Habze Auad, por los derechos que representa de la compañía Panificadora Automática Rey Pan C. A., por improcedente Juez Sustanciador: Dr. MSc. Alfonso Luz Yunes, SRO Nº 159, 26 de marzo de 2010).


    "1. Aceptar la acción extraordinaria de protección planteada por el accionante, señor Rubén Augusto Andino Jiménez, en contra de las Sentencias dictadas por parte de la Única Sala de la ex-Corte Superior de Justicia de Esmeraldas con fecha 08 de enero del 2004, así como por parte de la Primera Sala de lo Penal de la ex-Corte Suprema de Justicia, de fecha 18 de octubre del 2006, declarándolas sin efecto, quedando en firme la Sentencia dictada por el Juzgado Primero de Tránsito de Esmeraldas del 04 de agosto del 2003.


    2. Disponer que se otorgue la inmediata libertad del accionante, señor Rubén Augusto Andino Jiménez, puesto que en virtud de las sentencias recurridas se encuentra privado de su libertad desde el 08 de agosto del 2007."


    (Sentencia N° 026-09-SEP-CC, Caso: 0126-09-EP, Juez Sustanciador:doctor Edgar Zárate Zárate, SRO Nº 54, 26 de octubre de 2009).


    No se entiende claramente la razón por la cual en algunos casos, la Corte Constitucional simplemente deja sin efecto una sentencia que evidentemente lesiona derecho constitucional, mientras que en el presente caso, dispone que se "retrotraiga" al momento de aceptación del recurso de casación, cuando ya ha determinado que es improcedente tal aceptación por encontrarse mal planteado el recurso. Al regresar el tema a la Corte Nacional de Justicia retarda la aplicación de la norma, en perjuicio de la celeridad de la justicia:


    "Sentencia: 1. Declarar la existencia de la violación a los derechos de la tutela judicial efectiva y debido proceso y, en consecuencia, aceptar la acción extraordinaria de protección planteada por Freddy Martín Romero Romoleroux.2. Disponer que el proceso Nº 194-2007, tramitado por la Primera Sala de lo Civil y Mercantil de la ex Corte Suprema de Justicia, cuyas decisiones judiciales se impugnan en esta acción extraordinaria, se retrotraiga al momento procesal en que se vulneraron los derechos referidos en el numeral anterior; esto es, se debe sustanciar nuevamente el recurso de hecho propuesto por el Banco Centro Mundo; sustanciación que corresponderá a la Sala de Conjueces respectiva de la Corte Nacional de Justicia."


    (Sentencia Nº 0004-10-SEP-CC, Caso Nº 0388-09-EP, Declárase la existencia de la violación a los derechos de la tutela judicial efectiva y debido proceso y, en consecuencia, acéptase la acción extraordinaria de protección planteada por Freddy Martín Romero Romoleroux, Juez Sustanciador: Dr. Hernando Morales Vinueza,SRO Nº 159, 26 de marzo de 2010).


    "2.Disponer que el proceso se retrotraiga a la fase procesal de conclusión de la Audiencia de Conciliación y contestación de la demanda, a efecto de que en aplicación del artículo 8 de la Ley de Arbitraje y Mediación, el juez de primera instancia, designado previo sorteo, resuelva como cuestión de previo y especial pronunciamiento, antes de la sentencia de fondo, sobre la pertinencia de la excepción de incompetencia del juez.".


    (Sentencia Nº 0004-10-SEP-CC, Caso Nº 0388-09-EP, Quito, D. M., 24 de febrero del 2010, Acéptase la acción extraordinaria de protección planteada por el señor Faisal Antonio Misle Zaidan, por haberse demostrado la violación de los derechos de tutela judicial efectiva y seguridad jurídica, Juez Sustanciador: Dr. Hernando Morales Vinueza, SRO Nº 159, 26 de Marzo del 2010).


    "3. Ordenar que el presente proceso se retrotraiga hasta el momento en que se verifica la violación de los derechos constitucionales antes mencionados, es decir, hasta el momento procesal, cuando el Juez Décimo de lo Civil de Pichincha omitió señalar nuevo día y hora para que el Representante Legal de la Compañía TRANS ESTIBA INTERNACIONAL S. A., rinda confesión judicial, y se sustancie la solicitud de revocatoria de la providencia del 13 de abril del 2004, por la cual se declaró confeso al Gerente General de la Compañía AUTEC S. A., tomando en cuenta sus alegaciones."


    (Sentencia Nº 014-10-SEP-CC, Caso Nº 0371-09-EP, Quito, D. M., 15 de abril del 2010, Acéptase la acción extraordinaria de protección planteada por el señor Javier Espinosa Terán, Gerente General de la Compañía AUTEC S. A, Juez Constitucional Ponente:Dr. Patricio Herrera Betancourt, SRO Nº 192, 13 de Mayo del 2010)


    En esta sentencia de la Corte Constitucional se expone largamente sobre diferentes aspectos doctrinales, pero no se encuentra que explique directamente con claridad el tema de fondo, que es por qué en este caso no resulta aplicable la Ley Orgánica de Servicio Público y Carrera Administrativa (LOSCCA), actualmente sustituida por la Ley Orgánica de Servicio Público.


    Acéptase la acción extraordinaria de protección planteada en contra de la sentencia de casación de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia del 23 de marzo de 2009, dejándola sin efecto, Quito D. M., 13 de enero de 2010, Sentencia Nº 003-10-SEP-CC, Caso Nº 0290-09-EP, Jueza Constitucional Sustanciadora: Dra. Ruth Seni Pinoargote, SRO Nº 117, 27 de enero de 2010).


    "1. Aceptar las acciones extraordinarias de protección planteadas por las empresas Petroecuador y Oleoducto de Crudos Pesados; declarar la existencia de violación de los derechos a la tutela judicial efectiva, el debido proceso y la seguridad jurídica, y dejar sin efecto la sentencia de casación emitida por la Primera Sala de lo Civil y Mercantil de la ex Corte Suprema de Justicia del 28 de julio del 2008, en el juicio ordinario 138-2007; en consecuencia, disponer que la Sala de Conjueces de la Primera Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte Nacional de Justicia proceda a dictar la sentencia correspondiente tomando en cuenta las disposiciones constitucionales y legales pertinentes. …".


    (Sentencia Nº 016-10-SEP-CC, Casos N° 0092-09-EP y 0619-09-EP, Acumulados, Quito, D. M., 29 de abril del 2010, Acéptanse las acciones extraordinarias de protección planteadas por las empresas Petroecuador y Oleoducto de Crudos Pesados; declárase la existencia de violación de los derechos a la tutela judicial efectiva, el debido proceso y la seguridad jurídica, déjase sin efecto la sentencia de casación emitida por la Primera Sala de lo Civil y Mercantil de la ex Corte Suprema de Justicia del 28 de julio del 2008, en el juicio ordinario 138-2007; y, dispónese que la Sala de Conjueces de la Primera Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte Nacional de Justicia proceda a dictar la sentencia correspondiente tomando en cuenta las disposiciones constitucionales y legales pertinentes, Juez Sustanciador:Dr. Hernando Morales Vinueza, SRO Nº 202, 28 de mayo de 2010)


    Jurisprudencia vinculante


    De conformidad con lo dispuesto en el artículo 436, numeral 6 de la Constitución de la República, la Corte Constitucional es competente para expedir sentencias que constituirán jurisprudencia vinculante respecto de las acciones extraordinarias de protección.


    (Sentencia Nº 007-09-SEP-CC, Caso: 0050-08-EP. SRO Nº 602, 1º de junio de 2009)


    ¿Cómo la omisión legislativa debe ser superada mediante una sentencia integradora, aditiva?


    "Partiendo de la premisa de que las sentencias "integradoras" encuentran su fundamento en el carácter normativo de la Constitución, es en donde el juez constitucional, en aras de asegurar la integridad y la supremacía de la Constitución, debe incorporar en el orden legal los mandatos constitucionales. Por ello, si el juez para decidir un caso, se encuentra frente a una indeterminación legal, ya sea porque el enunciado legal es insuficiente, como lo que ahora nos ocupa, ya sea porque el enunciado es contrario a la Constitución, el juez debe proyectar los mandatos constitucionales directamente al caso, aun cuando de esa manera, en apariencia, adicione, el orden legal con nuevos contenidos normativos. En este caso, en manera alguna, el juez constitucional estará legislando, pues lo único que hará será dar aplicación al principio acorde a la Constitución, que como "norma de normas" tiene una suprema fuerza normativa. Las sentencias integradoras también se fundamentan en el principio de efectividad, puesto que losórganos del Estado en general y la Corte Constitucional en particular, debe buscar en sus actuaciones, hacer realidad los principios, derechos y deberes constitucionales así como el orden de valores que la Norma Suprema aspira a instaurar. [169]


    Por su parte, las sentencias "aditivas" consisten en hacer una interpretación extensiva del ámbito de aplicación del precepto legal a fin de conformarlo a la Constitución; las sentencias aditivas suponen el reconocimiento de la inconstitucionalidad por omisión; censuran el precepto legal, norma, no por lo que dice sino por lo que no dice; vale decir, en la medida en que no prevé algo. Dicho de otra manera, una sentencia aditiva estima inconstitucional la omisión de regulación expresa de un determinado supuesto de hecho, por ejemplo, la falta de atribución de un derecho, ventaja o beneficio a una clase de sujetos. Son, por ende, aquellas que extienden la aplicación de un precepto legislativo a un supuesto de hecho no previsto en el mismo pero sin el cual sería inconstitucional. Esta clase de sentencias se las dicta porque no se estima conveniente anular el precepto legal, pero resulta evidente que al extender el campo de aplicación de la ley, el Juez constitucional actúa como un auténtico legislador positivo, ya que crea una norma nueva que es ley para los aplicadores del Derecho pero que no ha sido querida o establecida por el legislador. [170]


    El origen de estas sentencias aditivas o integradoras se encuentra en una específica situación que suele enfrentar la Corte Constitucional cuando, al interpretar la ley cuestionada, descubre que el legislador ha regulado una materia, pero lo ha hecho de manera incompleta. [171]


    Considerando la facultad interpretativa que le asiste a la Corte Constitucional, bien podríamos señalar que, frente al caso, estamos obligados a superar la concepción tradicional de ser un órgano que cumple una función de expulsión de normas del ordenamiento jurídico por el hecho de ser contrarias a la Constitución y, en verdad hacer efectiva la administración de justicia constitucional, creando derecho. Es decir, la omisión legislativa que genera un vacío legal, es cubierta por la labor interpretativa de la Corte Constitucional. Se podría decir, entonces, que la omisión derivada de la norma significa exclusión, por lo que, la eliminación de esa omisión implica incluir, en el acceso a la justicia, a la accionante que ha sido marginada o discriminada como producto del vacío legal.[172]


    En este marco, la presente acción extraordinaria de protección planteada por Julia Celmira Jaramillo Díaz, en contra del auto dictado el 21 de noviembre del 2008 por la Presidenta Subrogante del Tercer Tribunal de Loja, contiene dos elementos sustanciales: 1) el auto impugnado tiene el carácter o la fuerza de sentencia al ser definitivo; 2) la abstención de tramitar el reclamo deja en una situación de incertidumbre a la accionante al no poder ejercitar una acción, un derecho, que a pesar de estar establecido en la misma Constitución, por ciertas falencias y/o vacíos legales en cuanto a su procedimiento, vulneran el debido proceso y el derecho a la defensa. Reparando en que la accionante anteriormente tuvo que afrontar y enfrentar todo un proceso penal puesto en marcha por la supuesta comisión de un delito que a la larga resultó errado, la ubica en una situación de doble desventaja ya que si primero fue injusta e indebidamente sentenciada, luego se le niega la posibilidad de reclamar la reparación por tal error.


    No cabe la menor duda que esta situación obedece, principalmente, a la restrictiva interpretación que se ha dado de la norma constitucional. Es allí cuando la Corte Constitucional debe actuar ejercitando su rol de ser el máximo órgano de interpretación constitucional, de creador del derecho, y sobre todo, de administración de justicia en esta materia, conforme lo determina el Art. 429 de la Constitución.


    De ahí que la Corte Constitucional constata, en el fondo, una omisión legislativa, debido a la deficiente regulación de la Ley Orgánica del Ministerio Público, al no haber previsto el procedimiento a seguir para la reparación e indemnización por error judicial que resulta ser imperativo para que la normativa secundaria se adecue al mandato constitucional. Dicho de otro modo, se podría señalar que la ley es inconstitucional "en la parte que no prevé" y para ubicarla en el marco de la constitucionalidad de la ley, la Presidente del Tercer Tribunal Penal de Loja debe tramitar el reclamo administrativo planteado, tanto más que se halla dispuesto en el artículo 418 del Código de Procedimiento Penal, pues allí radica la competencia de la autoridad judicial.


    En suma, la Corte observa que la no aceptación a trámite del reclamo administrativo planteado por la accionante no le es imputable ni a la jueza ni a la accionante por ser consecuencia de hechos ajenos a la voluntad, como es el vacío legal o la omisión legislativa.


    De otro lado, cabe reparar en lo señalado por la accionada cuando manifiesta: 'si la Corte Constitucional resuelve conceder la acción extraordinaria de protección, y en consecuencia ordenare que la Presidencia del Tercer Tribunal Penal de Loja, tramite el 'reclamo administrativo', condicionado por el Art. 418 del Código de Procedimiento Penal, allí sí la compareciente tendría en qué fundamentar su competencia.'; lo cual evidencia que la accionada está a la espera de un pronunciamiento de este organismo para proceder."


    Finalmente, es necesario mencionar que el artículo 32 del Código Orgánico de la Función Judicial vigente desde el 09 de marzo de 2009 establece que la competencia para conocer y resolver los casos de indemnización por error judicial, es de los jueces de lo Contencioso Administrativo; sin embargo, no es menos cierto que el problema jurídico-constitucional sometido a decisión de esta Corte, data del 21 de noviembre de 2008, fecha del auto inhibitorio dictado por la Presidenta Subrogante del Tercer Tribunal Penal de Loja; es decir, fecha anterior a la promulgación del Código Orgánico de la Función Judicial, por lo cual, la vulneración del derecho al acceso a la justicia se produjo en esa fecha y respecto de esa vulneración corresponde a esta Corte disponer la reparación integral.


    (Sentencia Nº 007-09-SEP-CC, Caso: 0050-08-EP. SRO Nº 602, 1º de junio de 2009. Jueza Sustanciadora:Dra. Nina Pacari Vega).


    
      
        [169] Ver sentencia No. C-109/95 Corte Constitucional Colombiana.

      


      
        [170]Gascon Abellán, Marina, La Argumentación en el Derecho, Palestra Editores. Perú 2005. p. 293.

      


      
        [171] Ver Luis Aguiar De Luue, El Tribunal Constitucional y la función legislativa: el control de procedimiento legislativo y de la inconstitucionalidad por omisión, Revista de Derecho Político No. 24, 1987, pág. 25.

      


      
        [172]Moreno Millán, Franklyn, La Jurisprudencia Constitucional Como Fuente del Derecho, Editorial Leyers, Bogotá D.C., 2002, Pág. 65, citado por Hernán Alejandro Olano García.
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